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Texto de la citación 


Montevideo, 13 de julio de 2007. 


LA CÁMARA DE REPRESENTANTES se reunirá, en sesión 


ordinaria, el próximo martes 17, a la hora 16, para informarse de los 


asuntos entrados y considerar el siguiente 


10.- 


20.- 


30.- 


4o.- 


59.- 


6*.- 


76. 


8*.- 


9.- 


10.- 


- ORDENDEL DÍA - 


Comisión Permanente del Poder Legislativo. (Elección de miembros para el Tercer Período 
de la XLVI Legislatura). (Artículo 127 de la Constitución). 


Comisión Administrativa del Poder Legislativo. (Elección de miembros para el Tercer Período 
de la XLVI Legislatura). (Ley N* 16.821, de 23 de abril de 1997). 


Registro y funcionamiento de pensiones. (Normas). (Carp. 1500/006). (Informado). 
Rep. 875 y Anexo |l 


Don Albérico Passadore. (Designación a la Escuela Técnica de Colón, departamento de 
Montevideo). (Carp. 628/005). (Informado). Rep. 484 y Anexo |l 


Festival de Integración Regional de Lascano. (Se declara de interés cultural). 
(Carp. 873/006). (Informado). Rep. 592 y Anexo | 


Profesor Homero Gabarrot. (Designación a la Plaza de Deportes de la ciudad de Carmelo, 
departamento de Colonia). (Carp. 108/005). (Informado). Rep. 207 y Anexo | 


Convenio con el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la Cooperación en la Lucha 
Contra el Tráfico Ilícito y el Uso Indebido de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. 
(Aprobación). (Carp. 1365/006). (Informado). Rep. 819 y Anexo | 


Convenio de Montreal para la Unificación de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Inter- 
nacional, de 1999. (Aprobación). (Carp. 1363/006). (Informado). Rep. 817 y Anexo | 


Acuerdo sobre Exención de Traducción de Documentos Administrativos para Efectos de In- 
migración entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República 
de Chile. (Aprobación). (Carp. 1540/007). (Informado). Rep. 896 y Anexo | 


Convenio sobre Prevención del Uso Indebido y Represión del Tráfico Ilícito de Estupefa- 
cientes y Sustancias Sicotrópicas y sus Precursores y Productos Químicos Esenciales con el 
Gobierno de la República de El Salvador. (Aprobación). (Carp. 1185/006). (Informado). 


Rep. 730 y Anexo | 


MARTI DALGALARRONDO AÑÓN JOSÉ PEDRO MONTERO 
Secretarios 
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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes: Pablo Ab- 
dala, Álvaro Alonso, José Amorín Batlle, Hugo 
Arambillete, Beatriz Argimón, Alfredo Asti (1), Luis 
Batalla, Gloria Benítez, Bertil R. Bentos, Gustavo 
Bernini, Daniel Bianchi, Eleonora Bianchi, José Luis 
Blasina, Gustavo Borsari Brenna, Sergio Botana, 
Eduardo Brenta, Juan José Bruno, Alfredo Cabrera, 
Diego Cánepa, Rodolfo Caram, Germán Cardoso, 
José Carlos Cardoso, Ana Cardozo, Julio Cardozo 
Ferreira, Federico Casaretto, Alberto Casas, Raúl 
Casás, Nora Castro, Margarita Catalogne, Beatriz 
Costa, Hugo Cuadrado, Mauricio Cusano, Richard 
Charamelo, Silvana Charlone, Álvaro Delgado, Ed- 
gardo Duarte, Carlos Enciso Christiansen, Sandra 
Etcheverry, David Fernández, Julio César Fernán- 
dez, Roberto Fracchia, Luis Gallo Cantera, Luis Jo- 
sé Gallo Imperiale, Carlos Gamou, Jorge Gandini, 
Javier García, Daniel García Pintos, Nora Gauthier, 
Carlos González Álvarez, Rodrigo Goñi Romero, 
Gustavo Guarino, Uberfil Hernández, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Fernando Longo Fonsalías, Álvaro F. 
Lorenzo, Guido Machado, Daniel Mañana, Rubén 
Martínez Huelmo, Carlos Maseda, Carlos Mazzulo, 
Jorge Menéndez, Mario Mesa, Eloísa Moreira, Gon- 
zalo Mujica, Julio Musetti, Pablo Naya, Gonzalo No- 
vales, José Quintín Olano Llano, Jorge Orrico, Ed- 
gardo Ortuño, Ivonne Passada, Jorge Patrone, Da- 
niela Payssé, Daniel Peña Fernández, Adriana Peña 
Hernández, Aníbal Pereyra, Darío Pérez Brito, Este- 
ban Pérez, Pablo Pérez González, Enrique Pintado, 
Iván Posada, Jorge Pozzi, Juan A. Roballo, Gustavo 
Rombys, Luis Rosadilla, Sonia Rossotti, Javier Sal- 
samendi, Alberto Scavarelli, Jorge Schiappapietra, 
Víctor Semproni (2), Carlos Signorelli, Hermes Tole- 
do Antúnez, Mónica Travieso, Jaime Mario Trobo, 
Carlos Varela Nestier, Álvaro Vega Llanes y Homero 
Viera. 


Con licencia: Washington Abdala, Pablo Álva- 
rez López, Roque E. Arregui, Miguel Asqueta Sóño- 
ra, Manuel María Barreiro, Hebert Clavijo, Alba M. 
Cocco Soto, Roberto Conde, Juan José Domínguez, 
David Doti Genta, Tabaré Hackenbruch Legnani, Do- 
reen Javier Ibarra, José Carlos Mahía, Alberto Per- 
domo Gamarra, Edgardo Rodríguez, Nelson Rodrí- 
guez Servetto, Juan C. Souza y Horacio Yanes. 


Faltan con aviso: Gustavo A. Espinosa, Jorge 
Romero Cabrera y Ramón Simonet. 


Sin aviso: Alicia Pintos. 


Observaciones: 


(1) A la hora 18:09 comenzó licencia, ingresando 
en su lugar la Sra. Eloísa Moreira. 


(2) A la hora 18:09 comenzó licencia, ingresando 
en su lugar el Sr. Mario Mesa. 


2.- Asuntos entrados. 
"Pliego N* 196 
PROMULGACIÓN DE LEYES 


El Poder Ejecutivo comunica que, con fecha 9 

de julio de 2007, ha promulgado la Ley N* 18.151, 

por la que se aprueba el Acuerdo con el Banco 

Mundial para el establecimiento de una Oficina de 

Representación de dicho Organismo, establecido 
por nota suscrita los días 8 y 26 de abril de 2005. 

C/1430/006 


- Archívese 
DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General destina 
a la Cámara de Representantes el proyecto de ley, 
remitido con su correspondiente mensaje por el Po- 
der Ejecutivo, por el que se autoriza la salida del 
país de la Plana Mayor y Tripulantes del ROU 04 
"General Artigas", en el período comprendido entre 
el 25 de julio y el 27 de octubre de 2007, a efectos 
de participar en la Operación "PANAMAX 2007" y 
realizar el traslado del personal y/o material de las 
Compañías H-4 y H-5 que efectuarán relevo de la 
MINUSTAH (Misión de Estabilización de las Nacio- 
nes Unidas en la República de Haití), con escalas en 
las Repúblicas Dominicana y Bolivariana de Vene- 
zuela. C/1920/007 


- A la Comisión de Defensa Nacional 
COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Durazno remite 
nota a la que adjunta la Resolución N* 56/07, de 29 
de junio de 2007, por la que impugna el informe ela- 
borado por las Comisiones de Hacienda, Presu- 
puesto y Cuentas, y de Legislación y Apelaciones, 
acerca de la cesión de crédito tributario de los Padro- 
nes Rurales Nos. 2802, 2772 y 9932. C/1921/007 


- A la Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
copia del texto de la exposición realizada por una se- 
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ñora Edila, relacionada con una publicación efectuada 
en internet sobre una señora ciudadana. C/25/005 


- A la Comisión de Derechos Humanos 


La Junta Departamental de San José remite la 
versión taquigráfica de la sesión realizada para tratar 
el tema de acoso sexual laboral. C/37/005 


- A la Comisión Especial de Género y Equidad 


La Junta Departamental de Paysandú remite 
copia del texto de las exposiciones de varios seño- 
res Ediles, acerca del cierre del Canal Radio Cara- 
cas Televisión, en la República Bolivariana de Vene- 
zuela. C/8/005 


- A la Comisión de Asuntos Internacionales 


Las Juntas Departamentales de Artigas, Flores, 
Maldonado, Paysandú, Río Negro y Rocha comuni- 
can la integración de sus respectivas Mesas, para el 
período comprendido entre julio de 2007 y julio de 
2008. C/97/005 


- Téngase presente 


El Tribunal de Cuentas contesta los siguientes 
pedidos de informes del señor Representante Jorge 
Gandini: 


e relacionado con la intervención de ese Tribunal 
en la rescisión del contrato de arrendamiento 
de un casino estatal ubicado en la ciudad de 
Salto. C/1701/007 


e acerca de la intervención de ese Tribunal en la 
modificación del contrato de arrendamiento de 
un casino ubicado en un complejo turístico de 
la ciudad de Colonia del Sacramento. 

C/1702/007 


- A sus antecedentes". 


3.- Exposiciones escritas. 


SEÑOR PRESI DENTE ( Pintado).- Está abierto el 
acto. 


(Es la hora 17 y 30) 
——Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Esteban Pérez solicita 
se curse una exposición escrita a los Ministerios de 
Defensa Nacional y del Interior y por su intermedio a 
la Jefatura de Policía de Canelones y a la Seccional 
Policial 20* de la localidad de Toledo; a la Junta De- 
partamental y a la Intendencia Municipal de Canelo- 


nes, con destino a la Junta Local de Toledo y a los 
medios de comunicación de ese departamento, so- 
bre las frecuentes situaciones de violencia domésti- 
ca en esa localidad. C/22/005 


El señor Representante Julio Cardozo Ferreira 
solicita se cursen las siguientes exposiciones escri- 
tas al Ministerio de Educación y Cultura: 


e relacionada con el estado de conservación de 
la Parroquia Santa Isabel de Portugal de la ciu- 
dad de Paso de los Toros, departamento de 
Tacuarembó. C/22/005 


e con destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
acerca de la necesidad de establecer un nuevo 
liceo en la ciudad capital del departamento de 
Tacuarembó. C/22/005 


El señor Representante Jaime Mario Trobo soli- 
cita se curse una exposición escrita a la Cámara de 
Senadores, con destino a la Comisión de Educación 
y Cultura; a los Ministerios de Economía y Finan- 
zas; de Turismo y Deporte, y de Trabajo y Seguridad 
Social, con destino al Banco de Previsión Social; a 
todas las Intendencias Municipales y Juntas Depar- 
tamentales; a la Confederación Uruguaya de De- 
portes; al Comité Olímpico Uruguayo; a la Organiza- 
ción Nacional de Fútbol Infantil; a la Cámara de Ins- 
tituciones Deportivas, a todas las federaciones y 
asociaciones deportivas, y a la Comisión Especial 
para el Deporte de la Cámara de Representantes, 
referente a la aplicación de la reforma tributaria a 
las diferentes entidades deportivas. C/22/005 


El señor Representante Rodolfo Caram solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


. al Ministerio de Salud Pública; a la Junta De- 
partamental y a la Intendencia Municipal de Ar- 
tigas, y por su intermedio a la Junta Local de 
Tomás Gomensoro; a la Junta Local Autónoma 
Electiva de Bella Unión y a la Comisión Fo- 
mento de la Sala de Auxilios de Tomás Gomen- 
soro, sobre diversas necesidades de dicha sala 
de auxilios. C/22/005 


+. ala Presidencia de la República; a los Ministe- 
rios del Interior y de Economía y Finanzas; a la 
Junta Departamental de Artigas y a la Junta Lo- 
cal Autónoma Electiva de Bella Unión, relacio- 
nada con la posibilidad de otorgar una partida 
especial a los funcionarios policiales que cum- 
plen tareas en el sistema carcelario. C/22/005 


+. ala Presidencia de la República; a los Ministe- 
rios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
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dio Ambiente, y por su intermedio a la Adminis- 
tración de las Obras Sanitarias del Estado y a la 
Comisión Honoraria Pro Erradicación de la Vi- 
vienda Rural Insalubre; y de Economía y Finan- 
zas; y de Industria, Energía y Minería, y por su 
intermedio a la Administración Nacional de Te- 
lecomunicaciones y a la Administración Nacio- 
nal de Usinas y Trasmisiones Eléctricas; a la 
Junta Local Autónoma Electiva de Bella Unión; 
a la Junta Departamental y a la Intendencia Mu- 
nicipal de Artigas, y por su intermedio a las 
Juntas Locales de Tomás Gomensoro y Balta- 
sar Brum, acerca de la conveniencia de esta- 
blecer tarifas diferenciales de servicios públicos 
para los habitantes de los núcleos habitaciona- 
les de MEVIR. C/23/005 


El señor Representante Gustavo Guarino soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio de 
Educación y Cultura, con destino al Consejo Directi- 
vo Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública, referente a la adquisición del inmueble 
en que funcionara el primer liceo departamental de 
Cerro Largo. C/22/005" 


——Se votarán oportunamente. 


4.- Inasistencias anteriores. 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a las siguientes 
sesiones realizadas el día 11 de julio de 2007: 


Extraordinaria - hora 15:00 


Con aviso: Washington Abdala, Beatriz Argimón, 
Gloria Benítez, Roberto Conde, Daniel García Pin- 
tos, Ruben Martínez Huelmo, Artigas Melgarejo, Da- 
niel Peña Fernández, Jorge Romero Cabrera, Jaime 
Mario Trobo y Carlos Varela Nestier. 


Sin aviso: Eduardo Brenta, Alma Gallup, José Carlos 
Mahía, Edgardo Rodríguez y María del Carmen Sa- 
lazar. 


Ordinaria - hora 16:00 


Con aviso: Daniel Peña Fernández y Jorge Romero 
Cabrera. 


Sin aviso: Alma Gallup y María del Carmen Salazar. 
Inasistencias a las Comisiones. 


Representantes que no concurrieron a las Comisio- 
nes citadas: 


Miércoles 11 de julio 

HACIENDA 

Con aviso: Héctor Tajam. 

LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 

Con aviso: Eleonora Bianchi. 

SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL 
Con aviso: Sonia Rossotti. 

TURISMO 


Con aviso: Germán Cardoso, Jorge Romero Cabrera 
y Juan C. Souza. 


ESPECIAL PARA EL DEPORTE 


Con aviso: Eleonora Bianchi, Germán Cardoso y 
Jaime Mario Trobo. 


Sin aviso: Julio César Fernández. 

Jueves 12 de julio 

LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 

Con aviso: Trabaré Hackenbruch Legnanli. 


ESPECIAL DE INNOVACIÓN, INVESTIGACIÓN, 
CIENCIA Y TECNOLOGÍA 


Con aviso: Adriana Peña Hernández, Beatriz Argi- 
món y Jorge Menéndez. 


ESPECIAL DE POBLACIÓN Y DESARROLLO SO- 
CIAL 


Con aviso: Beatriz Argimón, Doreen Javier Ibarra, 
Juan C. Souza, Sandra Etcheverry y Sonia Rossotti. 


INVESTIGADORA PARA ESTUDIAR Y PRONUN- 
CIARSE SOBRE LA LEGALIDAD, OPORTUNIDAD 
Y CONVENIENCIA DE GASTOS REALIZADOS 
POR DETERMINADOS ENTES AUTÓNOMOS Y 
SERVICIOS DESCENTRALIZADOS ENTRE EL 
19DE MARZO DE 2000 Y EL 1% DE MARZO DE 
2005 


Con aviso: Álvaro Delgado, Artigas Melgarejo, Gus- 
tavo A. Espinosa, Javier Salsamendi, Jorge Pozzi y 
Juan Andrés Roballo". 


5.- Exposiciones escritas. 


——Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones es- 
critas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
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——Cuarenta y nueve en cincuenta: AFIRMATIVA. 
(Texto de las exposiciones escritas: ) 


1) Exposición del señor Representante Esteban 
Pérez a los Ministerios de Defensa Nacional y 
del Interior y por su intermedio a la Jefatura de 
Policía de Canelones y a la Seccional Policial 
20* de la localidad de Toledo; a la Junta De- 
partamental y a la Intendencia Municipal de 
Canelones, con destino a la Junta Local de 
Toledo y a los medios de comunicación de ese 
departamento, sobre las frecuentes situaciones 
de violencia doméstica en esa localidad. 


"Montevideo, 13 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Defensa Nacional; al 
Ministerio del Interior, con destino a la Jefatura de 
Canelones y a la Seccional 20* de Toledo; a la Junta 
Departamental de Canelones; a la Intendencia Muni- 
cipal de Canelones, con destino a la Junta Local de 
Toledo y a su Junta de Vecinos, y a los medios de 
comunicación del departamento de Canelones. Co- 
mo es de público conocimiento en la localidad de 
Toledo, en el departamento de Canelones, son fre- 
cuentes graves hechos de violencia doméstica. Se- 
gún información en nuestro poder es el delito más 
denunciado en esa jurisdicción. Si a ello le agrega- 
mos que, probablemente, muchos casos no lleguen 
a conocimiento de las autoridades por efecto de la 
misma violencia, estamos ante una situación real- 
mente preocupante y se hace necesario tomar me- 
didas preventivas. Un elevado porcentaje de agreso- 
res son integrantes del Batallón 14 y de la Escuela 
Militar. Con espíritu constructivo sugerimos que en 
las referidas instituciones se realice un trabajo edu- 
cativo que cumpla la doble tarea de educar y preve- 
nir. Nos parece importante, asimismo, que personal 
idóneo realice un seguimiento profesional del entor- 
no familiar y social de cada integrante de dichas uni- 
dades a efectos de atacar las causas en sus raíces. 
Consideramos, también, una necesidad urgente la 
instalación de una Comisaría de la Mujer. Saluda- 
mos al señor Presidente muy atentamente. ESTE- 
BAN PÉREZ, Representante por Canelones". 


2) Exposición del señor Representante Julio Car- 
dozo Ferreira al Ministerio de Educación y 
Cultura relacionada con el estado de conser- 
vación de la Parroquia Santa Isabel de Portu- 


gal de la ciudad de Paso de los Toros, depar- 
tamento de Tacuarembó. 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Educación y Cultura. 
Queremos plantear a las autoridades los problemas 
de conservación del templo de la Parroquia Santa 
Isabel de Portugal, ubicada en la ciudad de Paso de 
los Toros, del departamento de Tacuarembó. El edi- 
ficio presenta inconvenientes de conservación de to- 
do tipo, y ello ha determinado que los vecinos se 
agrupen y conformen la Comisión de Vecinos de 
Buena Voluntad, integrada por personas con inde- 
pendencia de credo religioso. Los aglutina la volun- 
tad de mejorar las condiciones edilicias de un templo 
que fue declarado Monumento Histórico Departa- 
mental, desde el 24 de diciembre del año 2001, Ofi- 
cio N” 349/2001 y Monumento Histórico Nacional 
desde el año 2002. Constituye un emblema de la 
ciudad de Paso de los Toros; forma parte de la iden- 
tidad de los isabelinos y por ello la relevancia de 
efectuar lo antes posible las reparaciones corres- 
pondientes y un mantenimiento adecuado. Los veci- 
nos que se han agrupado realizan aportes para 
efectuar mejoras, pero no resultan suficientes, por 
tal razón han recurrido tanto a las autoridades de- 
partamentales como nacionales. En el mismo senti- 
do actuamos nosotros, solicitando a ese Ministerio 
que realice gestiones para encontrar una rápida so- 
lución al tema y, eventualmente, recurra a organiza- 
ciones internacionales que sean sensibles a los te- 
mas culturales como lo es el caso expuesto. Salu- 
damos al señor Presidente muy atentamente JULIO 
CARDOZO FERREIRA, Representante por Tacua- 
rembó". 


3) Exposición del señor Representante Julio Car- 
dozo Ferreira al Ministerio de Educación y 
Cultura con destino al Consejo Directivo Cen- 
tral de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública, acerca de la necesidad de esta- 
blecer un nuevo liceo en la ciudad capital del 
departamento de Tacuarembó. 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Educación y Cultura, 
con destino al Consejo Directivo Central de la Admi- 
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nistración Nacional de Educación Pública (ANEP). 
Hacemos llegar, una vez más, a las autoridades 
nuestra preocupación por la situación de los centros 
educativos del departamento de Tacuarembó. En 
este caso particular, solicitamos la concreción del Li- 
ceo N* 6, que atendería a la población de la 6a. 
Sección de la ciudad capital. Dicho centro de estu- 
dios cubriría numerosos barrios como son: La Matu- 
tina, Bella Vista, Carlín, Ríos, Nuevo Tacuarembó, El 
Molino, Bornia y Reggi. Actualmente, la población 
estudiantil de dichos barrios debe concurrir al Liceo 
N03 o al Liceo N* 5, los que se encuentran a una 
distancia que dificulta enormemente el traslado, no 
sólo por la distancia en sí, sino, además, por la ca- 
rencia de medios públicos de transporte, por la inse- 
guridad, dado que son zonas oscuras y por la propia 
situación económica de las familias que no pueden 
afrontar determinados costos como pueden ser la 
compra de algún vehículo que facilite los traslados. 
La densidad poblacional de esas zonas -y concomi- 
tantemente la población estudiantil- se ha incre- 
mentado en los últimos tiempos por razones que se 
repiten en todo el país, y son un síntoma de estos 
tiempos, como lo es la migración campo-ciudad. Así, 
la 6a. Sección ha recibido contingentes poblaciona- 
les de zonas rurales adyacentes. Otro elemento 
coadyuvante de la actual realidad es la construcción 
de núcleos habitacionales para familias afectadas 
por las inundaciones del río Tacuarembó Chico. La 
situación amerita, a nuestro entender, y de muchos 
vecinos, la concreción de un local liceal en la zona. 
Transitoriamente, las clases podrían dictarse en el 
local de la Escuela N* 5, República de Italia, luego 
de la hora 17, mientras se construye dicho local de 
estudios. La realidad reseñada justifica, por sí sola, 
la necesidad del Liceo N* 6 de la ciudad capital del 
departamento de Tacuarembó, y ayudaría a des- 
congestionar otros liceos de la ciudad -los ya men- 
cionados Liceos N*3 y N*5- contribuyendo, ade- 
más, a atacar la deserción estudiantil de quienes 
deben dejar de concurrir a esos liceos alejados de 
sus hogares. Los vecinos del lugar formaron un gru- 
po de trabajo e iniciaron gestiones ante las autorida- 
des contando, incluso, con informe favorable por 
parte de la Inspección Regional Norte, tal cual surge 
del expediente N* 3/11360/2004. Con respecto de 
los posibles lugares para la instalación definitiva del 
liceo, los propios vecinos, en el marco del grupo de 
trabajo antes referido, han sugerido los predios lin- 
deros a la Escuela Agraria de la ciudad, aunque se 
podría recurrir a otras soluciones provenientes del 
intercambio entre los organismos estatales que po- 
seen terrenos en esas zonas de la ciudad. Conside- 


ramos necesario que las autoridades realicen un 
estudio pormenorizado de la realidad departamental 
en materia de educación, y que las posteriores y 
eventuales implementaciones de las obras de cons- 
trucción condigan con las necesidades reales, y no 
suceda algo similar a lo ocurrido con el local del Li- 
ceo N%4 de Tacuarembó, el que debe ampliarse 
antes de ser inaugurado. Resulta necesaria una pla- 
nificación, previsión y evaluación permanente de las 
realidades sobre las que el ente de la educación 
opera. Las realidades son cada vez más dinámicas y 
las autoridades deben acompasar ese ritmo para 
ofrecer una gestión eficaz y eficiente. Asimismo, 
aprovechamos la ocasión para alertar a las autori- 
dades acerca de la necesidad de ampliar la cobertu- 
ra del Consejo de Educación Técnico-Profesional 
(UTU), creando nuevos locales en los barrios perifé- 
ricos de la ciudad, a fin de brindar una mejor y más 
completa oferta educativa en la ciudad. Saludamos 
al señor Presidente muy atentamente. JULIO CAR- 
DOZO FERREIRA, Representante por Tacuarem- 
bó". 


4) Exposición del señor Representante Jaime Ma- 
rio Trobo a la Cámara de Senadores, con des- 
tino a la Comisión de Educación y Cultura; a 
los Ministerios de Economía y Finanzas, de 
Turismo y Deporte, y de Trabajo y Seguridad 
Social, con destino al Banco de Previsión So- 
cial; a todas las Intendencias Municipales y 
Juntas Departamentales; a la Confederación 
Uruguaya de Deportes; al Comité Olímpico 
Uruguayo; a la Organización Nacional de Fút- 
bol Infantil; a la Cámara de Instituciones De- 
portivas, a todas las federaciones y asociacio- 
nes deportivas, y a la Comisión Especial para 
el Deporte de la Cámara de Representantes, 
referente a la aplicación de la reforma tributa- 
ria a las diferentes entidades deportivas. 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Economía y Finan- 
zas; al Ministerio de Turismo y Deporte y, por su in- 
termedio, a la Dirección Nacional de Deporte y a las 
entidades deportivas registradas en esa Dirección; al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con desti- 
no al Banco de Previsión Social (BPS); a las Inten- 
dencias Municipales y a las Juntas Departamentales 
del país; a la Confederación Uruguaya de Deportes 
y, por su intermedio, a la entidades afiliadas a esa 
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Confederación; al Comité Olímpico Uruguayo 
(COU); a la Organización Nacional de Fútbol Infantil 
(ONF)); y a las distintas Federaciones y Asociacio- 
nes Deportivas; a la Cámara de Instituciones Depor- 
tivas; a la Comisión Especial para el Deporte de esta 
Cámara y a la Cámara de Senadores, con destino a 
la Comisión de Educación y Cultura. El artículo 90 
de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, 
deroga 'todas las exoneraciones y reducciones de 
alícuotas de aportes patronales de contribuciones 
especiales de seguridad social al Banco de Previ- 
sión Social (BPS) con excepción de las instituciones 
de enseñanza privada y las culturales de la misma 
naturaleza -artículo 69 de la Constitución de la Re- 
pública- y de las instituciones religiosas, -artículo 5% 
de la Constitución de la República-. A partir de esa 
disposición se modifica el tratamiento que tienen una 
cantidad importante de entidades de interés social y 
comunitario, en relación con los aportes patronales a 
la seguridad social. Un capítulo al que prestaremos 
especial atención, por las consecuencias que esas 
disposiciones tendrán, está referido a las institucio- 
nes y entidades deportivas, ya sean asociaciones, 
federaciones, ligas o clubes sociales y deportivos. 
Las entidades de esas características cubren un im- 
portante espacio social y cultural, en muchos casos 
constituyen el único mecanismo de estímulo y facili- 
tador de la realización de actividades físicas, recrea- 
tivas y deportivas para nuestros compatriotas. El fi- 
nanciamiento de las actividades que realizan resulta 
de cuotas sociales, contribuciones de allegados, en 
muchos casos aportes de padres de jóvenes depor- 
tistas, colectas de fondos y donativos a través de 
eventos especialmente organizados. El equilibrio 
económico de esas entidades privadas, de indiscuti- 
ble interés social y cultural, es muy frágil y la aplica- 
ción de una medida que las obligue a afrontar mayo- 
res costos que los actuales, seguramente provocaría 
una crisis que amenazaría su continuidad. Muchas 
instituciones deportivas deberán disminuir su perso- 
nal empleado o recortar sus ingresos salariales, 
cuando no disfrazar la tarea de sus colaboradores 
en actividades de cooperación comunitaria volunta- 
ria, con evidente perjuicio para el trabajador y para 
la propia entidad que correrá riesgos graves de fun- 
cionamiento. Ténganse como ejemplo los clubes de 
fútbol infantil y las ligas que los nuclean, los clubes 
sociales y deportivos barriales y locales en cuyas 
instalaciones se practican variados deportes no 
profesionales y las asociaciones o federaciones de- 
portivas locales y nacionales que promueven la 
práctica de una disciplina y se hacen cargo de la or- 
ganización y fiscalización de competencias. El mun- 


do del deporte uruguayo, cuyo funcionamiento es 
costeado casi totalmente por el sector privado, se 
verá severamente afectado por el gravamen que 
aplicará el BPS en cumplimiento de la denominada 
reforma tributaria por la vía de la derogación de las 
exoneraciones al aporte patronal. El Gobierno debe 
prestar atención a las graves consecuencias que 
sobre el sector del deporte traerá la aplicación, sin 
más trámite, del artículo 90 de dicha reforma. Para 
ello, el Ministerio de Turismo y Deporte deberá ad- 
vertir el problema y reclamar personería, con el fin 
de realizar un estudio a fondo del efecto que la mis- 
ma tiene sobre miles de sociedades civiles y asocia- 
ciones deportivas, que se encontraban amparadas 
en el régimen que se deroga. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. JAIME MARIO TRO- 
BO, Representante por Montevideo". 


5) Exposición del señor Representante Rodolfo 
Caram al Ministerio de Salud Pública; a la 
Junta Departamental y a la Intendencia Muni- 
cipal de Artigas, y por su intermedio a la Junta 
Local de Tomás Gomensoro; a la Junta Local 
Autónoma Electiva de Bella Unión y a la Comi- 
sión Fomento de la Sala de Auxilios de Tomás 
Gomensoro, sobre diversas necesidades de 
dicha sala de auxilios. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita al Ministerio de Salud Pública; a la 
Intendencia Municipal de Artigas y, por su intermedio, 
a la Junta Local de Tomás Gomensoro; a la Junta De- 
partamental de Artigas; a la Junta Local Autónoma y 
Electiva de Bella Unión y a la Comisión de Fomento 
de la Sala de Auxilios de Tomás Gomensoro. La Co- 
misión de Fomento para la Sala de Auxilios del pue- 
blo Tomás Gomensoro, en el departamento de Arti- 
gas, nos ha trasladado en diversas ocasiones algu- 
nas de sus inquietudes. Puntualmente, hay una con 
la que hemos tratado de colaborar intensamente, de 
la que, lamentablemente, las respuestas recibidas 
no se encuentran a la altura de las necesidades. 
Esta Comisión de Fomento ha recabado fondos, en 
dinero contante y sonante, para la ampliación de la 
policlínica del pueblo, dependiente del Ministerio de 
Salud Pública. La Sala de Auxilios funciona con mu- 
chas carencias, entre las que se destacan especial- 
mente, la falta de recursos humanos, de médicos y 
de personal de enfermería. Hay un solo médico para 
atender a más de tres mil habitantes y una enferme- 
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ra, hasta hace poco tiempo, otras dos apoyaban en 
las tareas en forma honoraria, pero hoy ya no la rea- 
lizan. Por otra parte, la Comisión ha logrado reunir 
una importante suma de dinero, la que fue donada 
para la ampliación de dicha Sala, por lo que se vie- 
ron motivados a conseguir más dinero. Como la do- 
nación inicial -muy significativa algo más de veinte 
mil dólares americanos- se realizó para esa amplia- 
ción, se siguió el mismo camino, juntar más dinero 
para el mismo fin. Además, con total acierto dicha 
Comisión entiende que su cometido pasa por aportar 
lo que al Ministerio se le hace más difícil. Está claro 
que los médicos, enfermeros, medicamentos, ins- 
trumental de primeros auxilios, y demás, los debe 
proporcionar el Ministerio de Salud Pública. La Co- 
misión ayuda con algo de lo que tiene y debe pro- 
veer el Ministerio pero, principalmente, con lo que se 
le hace más difícil de solucionar, como por ejemplo, 
la obra de ampliación. Luego de varios contactos in- 
fructuosos con las autoridades de la salud de nues- 
tro departamento y, también, con autoridades nacio- 
nales, no se ha logrado avanzar en ningún sentido. 
Es decir, que el Ministerio de Salud Pública ha ne- 
gado que el dinero se utilice para el fin con el que 
fue recaudado: no quiere que ese dinero se use para 
la construcción de la obra de ampliación de la poli- 
clínica. La Comisión de Fomento quiere y entiende 
de sentido común y lógico, utilizar el dinero en la 
obra y además porque hace falta mayor comodidad 
para que se atienda a los pacientes. Por nuestro in- 
termedio, solicitamos a las autoridades del Ministerio 
que atiendan la solicitud de estos vecinos, que los 
profesionales de la Dirección o del Departamento de 
Arquitectura estudien, analicen y evalúen su plan- 
teo; que hace falta, nadie lo duda, y todos están de 
acuerdo, por lo tanto vamos a pensar y actuar en 
positivo y a proyectar la obra, para que luego se 
construya lo necesario, con la participación de to- 
dos. Saludamos al señor Presidente muy atenta- 
mente. RODOLFO CARAM, Representante por Ar- 
tigas". 


6) Exposición del señor Representante Rodolfo 
Caram a la Presidencia de la República; a los 
Ministerios del Interior y de Economía y Finan- 
zas; a la Junta Departamental de Artigas y a la 
Junta Local Autónoma Electiva de Bella Unión, 
relacionada con la posibilidad de otorgar una 
partida especial a los funcionarios policiales 
que cumplen tareas en el sistema carcelario. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 


tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita a la Presidencia de la República; al 
Ministerio del Interior; al Ministerio de Economía y 
Finanzas; a la Junta Departamental de Artigas y a la 
Junta Local Autónoma Electiva de Bella Unión. En 
momentos en que se discute la Rendición de Cuen- 
tas y Balance de Ejecución Presupuestal entende- 
mos oportuno realizar el siguiente planteo al Ministe- 
rio del Interior para que se evalúe la posibilidad de 
incluir en la remuneración de los efectivos policiales, 
que realizan tareas en el sistema carcelario, una 
compensación por el desempeño de dichas funcio- 
nes. Nos referimos, específicamente, a que se inclu- 
ya una partida como un determinado rubro en sus 
sueldos, remunerativa del desempeño de una tarea 
de alto riesgo. Nuestra solicitud procura que se es- 
tudie y resuelva favorablemente, para su posterior 
aprobación en el Poder Legislativo, una partida 
mensual para todos los funcionarios del Ministerio 
del Interior que trabajan en el sistema carcelario. El 
origen y fundamento es compensar la función de alto 
riesgo en lo que refiere a la salud, es decir, por estar 
en contacto con enfermedades infecto-contagiosas. 
La situación general de las cárceles todos la cono- 
cemos y no es materia de análisis en estas circuns- 
tancias. Pero sí lo es la situación de los funcionarios 
que desarrollan tareas en los centros de reclusión, 
ya que las condiciones no son las mejores, por lo 
que entendemos de justicia que perciban una com- 
pensación especial. Las condiciones sanitarias de 
las instalaciones carcelarias dejan mucho que de- 
sear, constatándose una importante infección de pa- 
rásitos, de roedores, de insectos, y otros. Todo ello 
conspira contra la salud. Es muy probable que todas 
las prisiones de nuestro país sean insalubres desde 
el punto de vista de la higiene ambiental. También 
nos interesa, sobremanera, la prevención y, por lo 
tanto, es imprescindible mantener las mínimas con- 
diciones de protección del personal. Descontamos 
que todo ese procedimiento se realiza sin mayores 
inconvenientes. No obstante, pretendemos que los 
funcionarios perciban una retribución salarial vincu- 
lada a las tareas de alto riesgo, por el contacto con 
reclusos muchas veces infectados por enfermeda- 
des infecto-contagiosas de fácil propagación, lo que 
se agrava cuando se convive por mucho tiempo en 
espacios reducidos y de hacinamiento. La incidencia 
de esas enfermedades en los reclusos es muy alta, 
o lo que es lo mismo, el número de reclusos porta- 
dores es muy elevado. No dudamos de que todos 
vamos a coincidir en cuanto a que los funcionarios 
del sistema carcelario, merecen una partida extra 
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por el desempeño de esas funciones. El beneficio 
resulta implícito por el lugar de trabajo y por las per- 
sonas con que lo efectúan, pero, además, por las 
condiciones de higiene ambiental y potenciales 
contagios. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. RODOLFO CARAM, Representante 
por Artigas". 


7) Exposición del señor Representante Rodolfo 
Caram a la Presidencia de la República; a los 
Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, y por su intermedio a la 
Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado y a la Comisión Honoraria Pro Erradi- 
cación de la Vivienda Rural Insalubre; y de 
Economía y Finanzas; y de Industria, Energía y 
Minería, y por su intermedio a la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones y a la 
Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas; a la Junta Local Autónoma 
Electiva de Bella Unión; a la Junta Departa- 
mental y a la Intendencia Municipal de Arti- 
gas, y por su intermedio a las Juntas Locales 
de Tomás Gomensoro y Baltasar Brum, acer- 
ca de la conveniencia de establecer tarifas 
diferenciales de servicios públicos para los 
habitantes de los núcleos habitacionales de 
MEVIR. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente ex- 
posición escrita a la Presidencia de la República; al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y, por su intermedio, a la Adminis- 
tración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE); al 
Ministerio de Economía y Finanzas; al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y, por su intermedio, a la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL) y a la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas (UTE); a la Comisión Hono- 
raria pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre 
(MEVIR); a la Intendencia Municipal de Artigas y, por 
su intermedio, a las Juntas Locales de Tomás Go- 
mensoro y de Baltasar Brum; a la Junta Departa- 
mental de Artigas; y a la Junta Local Autónoma y 
Electiva de Bella Unión. Las circunstancias que vi- 
ven los moradores de viviendas de MEVIR, en dife- 
rentes zonas del país, está signada por una morosi- 
dad muy importante. Dicha morosidad se genera por 
muchas causas que el instituto conoce muy bien, 
porque reconocemos y resaltamos las excelentes 


condiciones de los funcionarios y de la tarea desem- 
peñada desde siempre. Hacemos referencia a los 
Directores, profesionales, técnicos, administrativos, 
en fin, toda la plantilla de funcionarios, sin exclusión 
alguna. Llama la atención el profundo conocimiento 
que tiene ese Instituto de todos los beneficiarios y de 
su situación, es muy ponderable, puesto que tiene 
un valor muy elevado. Por lo que vamos a dedicar 
nuestro tiempo a realizar un enfoque muy particular 
y por medio del que pensamos realizar un aporte 
diferente. De esa manera, al conjugar todas las 
ideas con enfoques distintos, puede ser posible lle- 
gar a una posición consensuada, lo que sería muy 
bueno, que se interpretara la realidad, y con res- 
puestas para solucionar los problemas vinculados a 
la morosidad. Desde nuestro puesto de trabajo he- 
mos formado una opinión que es el resultado de 
muchas visitas y entrevistas con vecinos que viven 
en viviendas de MEVIR. Hemos constatado que el 
pago de las tarifas públicas de los servicios brinda- 
dos por UTE, por OSE, y eventualmente, por AN- 
TEL, genera morosidad; puesto que la gente prioriza 
el pago de esas tarifas frente al alquiler de la vivien- 
da. Los servicios de agua y luz se cortan, si no se 
pagan, en cambio el alquiler se puede prorrogar por 
un tiempo, aunque luego la deuda se vuelve incon- 
trolable. Reiteramos nuestro alto concepto de ME- 
VIR y es de conocimiento publico, de que sabe y co- 
noce la realidad de cada familia. Por ello es que rea- 
lizamos un aporte más, para tratar de colaborar con 
la solución de un problema. Sugerimos que las tari- 
fas de UTE, OSE y ANTEL para los moradores de 
MEVIR, en cualquiera de sus modalidades, sean di- 
ferenciales con respecto a las de hogares de zonas 
urbanas. Es decir, que las tarifas de carácter familiar 
de las viviendas de MEVIR, sean menores a las que 
se cobran en hogares de zonas urbanas. Pero debe 
valer mucho menos que las tarifas pagas en las ciu- 
dades; no debe ser algo simbólico: la diferencia tie- 
ne que ser real, de manera que permita disminuir la 
erogación efectuada por las tarifas públicas y ello 
sea un atenuante para el pago del alquiler; que 
realmente contribuya al pago de la vivienda y no se 
vuelva un obstáculo para el mismo. El cobro diferen- 
cial de tarifas por sí solo no será suficiente para re- 
solver el problema del endeudamiento, pero esta- 
mos convencidos que ayudará mucho. Convocamos 
a los organismos involucrados en esta problemática 
a estudiar el planteo y considerarlo sin prejuicios; 
puesto que no cambia la recaudación a los entes. 
Además, el tiempo para la atención de estas cir- 
cunstancias solo debe ser aquel en que perdure el 
vínculo del beneficiario con MEVIR. Una vez que 
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obtiene la vivienda y se desvincula jurídicamente de 
MEVIR, se pierde el beneficio de la reducción de las 
tarifas. Si, eventualmente, se considera un subsidio, 
que se lo considere, porque invitamos a cualquiera a 
comparar las condiciones de vida entre la campaña 
y las ciudades. No se pueden comparar; no hay 
punto de comparación posible, por lo que estimamos 
que vivir en la zona rural, con tarifas públicas meno- 
res, es de justicia y no un privilegio. En todo caso 
debemos pensar, que privilegiados son los que viven 
en zonas urbanizadas y acceden a todos los servi- 
cios disponibles. Los invitamos a considerar en pro- 
fundidad nuestra propuesta. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. RODOLFO CARAM, 
Representante por Artigas". 


8) Exposición del señor Representante Gustavo 
Guarino al Ministerio de Educación y Cultura, 
con destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
referente a la adquisición del inmueble en que 
funcionara el primer liceo departamental de 
Cerro Largo. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Enrique Pintado. 
Amparado en las facultades que me confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicito que se curse la presente exposi- 
ción escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública (ANEP). He 
tomado conocimiento de que las autoridades de la 
enseñanza han iniciado gestiones, en el departa- 
mento de Cerro Largo, evaluando la posibilidad de 
que ANEP adquiera el edificio que fuera sede del 
primer liceo departamental, hoy patrimonio histórico. 
Me permito apoyar dicha iniciativa. Es conocido el 
crecimiento que ha tenido el Instituto de Formación 
Docente de la ciudad de Melo, del departamento de 
Cerro Largo, situación que determina que el local 
que ocupa, actualmente, resulte insuficiente e ina- 
decuado. Asimismo, el Jardín de Infantes N* 128, 
que ocupa una parte del predio del referido Instituto, 
también tiene problemas locativos. Considero que la 
solución adecuada sería recuperar el edificio históri- 
co, efectuarle algunas transformaciones para que allí 
funcione el Instituto de Formación Docente y que, el 
Jardín de Infantes N” 128 ocupe completamente el 
actual local del Instituto. Para la ciudad de Melo se- 
ría una gran conquista, ya que el edificio a adquirir 
tiene un alto valor histórico. Saludo al señor Presi- 
dente muy atentamente. GUSTAVO GUARINO, Re- 
presentante por Cerro Largo". 


MEDIA HORA PREVIA 


6.- Solicitud de declaración de interés 
nacional de la Feria Internacional de 
la Forestación y la Madera, que se 
realizará en la ciudad capital del de- 
partamento de Rivera. 


——Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Machado. 


SEÑOR MACHADO..- Señor Presidente: el 4 de ju- 
nio próximo pasado, conjuntamente con los Diputa- 
dos del departamento de Rivera y los señores Al- 
berto Gil y Carlos Pollak, realizamos una reunión con 
el Vicepresidente de la República, señor Rodolfo Nin 
Novoa, para solicitarle la declaración de interés na- 
cional de la Feria Internacional de la Forestación y la 
Madera, que se celebrará en la ciudad de Rivera en- 
tre los días 4 y 7 de octubre de 2007. 


Enorme sorpresa nos causó el decreto del Poder 
Ejecutivo de 25 de junio de 2007, en que se deses- 
tima esta posibilidad, argumentándose que no parti- 
cipan en la organización de la Feria referida actores 
relevantes del quehacer forestal, organismos de in- 
vestigación e institutos públicos, entre otros. 


Realmente no entendemos nada; aquí hay un 
cortocircuito mayúsculo o una decisión profunda- 
mente desacertada del Poder Ejecutivo y de los Mi- 
nisterios de Relaciones Exteriores y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Lo decimos porque esta Feria 
Internacional de la Forestación y la Madera, que se 
realizará entre los días 4 y 7 de octubre de 2007, la 
auspicia nada más y nada menos que la Sociedad de 
Productores Forestales del Uruguay y la Asociación 
de Industriales de la Madera del Uruguay, que son 
las dos agremiaciones más representativas del sector 
forestal que hay en el país. 


Además, los seminarios técnicos son dictados 
por la Universidad de la República a través de la Fa- 
cultad de Agronomía y también por el Instituto Na- 
cional de Investigación Agropecuaria (INIA). La Or- 
ganización beca a los estudiantes de UTU para que 
participen en estos seminarios. 


Por si esto fuera poco, se establece un concurso 
de una vivienda social de madera, que auspicia la 
Embajada de Canadá, la Cámara Comercial Uruguay- 
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Canadá y, nuevamente, la Universidad de la Repúbli- 
ca, a través de la Facultad de Arquitectura. 


Realmente, este decreto adolece de una enor- 
me incoherencia, porque esta Feria Internacional de 
la Forestación y la Madera ya ha sido declarada de 
interés nacional por los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería y de Turismo y Deporte. 


¿Qué conclusión sacamos de esto? ¿Que hay 
aquí una fuerte discriminación frente al departa- 
mento de Rivera? Porque nos enteramos también de 
que el Poder Ejecutivo declaró de interés nacional 
una Feria Forestal a desarrollarse en el LATU en ju- 
nio de 2008. 


Esto es un símbolo claro del centralismo y de la 
concentración en el área metropolitana de todas las 
actividades, en tanto que la actividad forestal y la del 
desarrollo de la producción de madera de calidad 
están allá en el norte, en los departamentos de Ri- 
vera y Tacuarembó, que hace más de veinte años 
están embarcados en ese proyecto tan ambicioso 
que está generando muchas divisas para el país. Es 
más, señor Presidente: dentro de muy pocos años, 
la madera va a ser el buque insignia de las exporta- 
ciones y de la generación de divisas del Uruguay. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Caram) 


——AsÍ es que no entendemos y tampoco comparti- 
mos este tipo de decisiones del Poder Ejecutivo, al 
que pedimos que revea la que en este caso ha 
adoptado, porque nos parece profundamente desa- 
certada. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada, en primer lugar, a la Presidencia 
de la República, así como también a los Ministerios 
de Relaciones Exteriores y de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y a los organizadores privados de la Feria, 
señores Alberto Gil y Carlos Pollak. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Veintiocho en veintinueve: AFIRMATIVA. 


7.- Necesidad de contar con más es- 
cuelas de tiempo completo en La 
Paz, departamento de Canelones. 


Tiene la palabra el señor Diputado Musetti. 


SEÑOR MUSETTI.- Señor Presidente: en estos mi- 
nutos quiero referirme a un tema que considero no 
menor y que hace a la extensión del sistema educa- 
tivo escolar. 


Me refiero a la creación de una mayor cantidad 
de escuelas de tiempo completo en nuestro depar- 
tamento de Canelones, herramienta imprescindible 
para lograr la inclusión social de todos los ciudada- 
nos. 


Concretamente, en esta oportunidad quiero re- 
ferirme a un pedido que realizamos en el año 2005 
en este sentido. Con fecha 27 de setiembre de dicho 
año efectuamos una exposición escrita solicitando al 
CODICEN y al Consejo de Educación Primaria que se 
realizaran los estudios correspondientes para la am- 
pliación de la infraestructura edilicia de las escuelas 
existentes en la ciudad de La Paz y que, además, al- 
gunas de ellas fueran transformadas en escuelas de 
tiempo completo. Esa ciudad posee barrios muy po- 
pulosos donde viven familias y muchos niños con 
grandes carencias que no están siendo atendidos 
correctamente por el sistema educativo formal. Hoy, 
a veintidós meses de haber realizado ese plantea- 
miento escrito, nunca fue contestado por ninguna de 
las autoridades con injerencia en la materia. Por eso 
reclamamos no solo una respuesta al planteo, sino 
una solución. 


La ciudad de La Paz tiene 26.000 habitantes, y 
la mayoría de su población vive en los barrios que 
rodean el centro de la ciudad. Sus habitantes son, 
mayoritariamente, trabajadores que desarrollan sus 
tareas en otras zonas del departamento de Canelo- 
nes o en Montevideo y, por lo tanto, están todo el 
día fuera de sus hogares. 


Entendemos imprescindible que el Estado cum- 
pla con su rol de enseñar y de ayudar a los ciudada- 
nos a formarse como personas, y para ello es fun- 
damental que colabore con la alimentación y el cui- 
dado de esos niños, ya que se trata de zonas donde 
no todas las necesidades básicas se encuentran sa- 
tisfechas. 
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No solo son importantes las escuelas, sino que 
estas cuenten con lo necesario para que se dicten 
clases de educación inicial, porque un gran porcen- 
taje de la población de esos barrios es de corta 
edad. Si el Gobierno quiere cumplir lo que dice y 
promete, esto que estamos planteando debe ser 
atendido con estricta urgencia por las autoridades; 
entendemos que no admite la más mínima demora, 
sobre todo teniendo en cuenta que hemos perdido 
dos años. 


Sabemos que nuestro planteo no es distinto al 
que otros Representantes o fuerzas vivas pueden 
formular con respecto a otras zonas del país, pero 
esto puede y debe atenderse, porque los recursos 
para enfrentar este tipo de situaciones están o de- 
berían estar, más aún teniendo en cuenta que la re- 
caudación del Estado por concepto de impuestos se 
verá incrementada con la entrada en vigencia de la 
reforma tributaria. Además, se ha otorgado mayor 
cantidad de recursos para la enseñanza, recursos 
que fueron votados por esta Cámara en la pasada 
ampliación presupuestal, por lo que no habría excusa 
para no concretar esta solicitud. 


Esperamos que la ciudad de La Paz tenga noti- 
cias prontamente y que una larga aspiración de sus 
habitantes se vea concretada a la brevedad posible, 
ya que este tipo de cuestiones son las que, impres- 
cindiblemente, cualquier Gobierno debe resolver, so- 
bre todo si tenemos en cuenta la sensibilidad social 
que dicen caracteriza a la actual Administración. Por 
ello descontamos que se encontrará una solución a 
la acuciante situación planteada. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pa- 
labras sea enviada al CODICEN, al Consejo de Edu- 
cación Primaria, al Club de Leones y al Rotary Club 
de La Paz, al Centro Comercial de La Paz, al sema- 
nario "Actualidad" y a Tele Cable La Paz-Las Pie- 
dras. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y dos en treinta y cuatro: AFIRMATIVA. 


8.- Discrepancia con iniciativas para la 
unificación de las patentes de roda- 
dos. 


Tiene la palabra el señor Diputado González Ál- 
varez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Señor Presidente: 
en la tarde de hoy nos queremos referir a un asunto 
del que últimamente se está hablando mucho. En 
realidad, hace treinta años que se habla de esto. Me 
refiero a la patente de rodados, a ese eslogan de la 
patente única que escuchamos todos los días. 


Todo el mundo dice cosas distintas. Pide pa- 
tente única el que cobra más caro, para que todos 
suban y cobren igual que él, y pide patente única el 
que cobra más barato, para que todos bajen y co- 
bren lo mismo. Todo eso es casi imposible. 


Debemos hablar sensatamente sobre este tema. 


La patente de rodados es un tributo de origen 
departamental; lo determina la Intendencia, con los 
votos de la Junta Departamental. Es un tributo que 
se debe establecer de acuerdo con las necesidades 
financieras que tiene cada Intendencia. Unas nece- 
sitan mucho y por ello las patentes son caras, y 
otras necesitan menos, y por esa razón sus patentes 
son más baratas. Cada poco tiempo, cuando alguna 
Intendencia modifica algún valor, inmediatamente el 
Congreso de Intendentes y la prensa se ocupan de 
ello. Inclusive, hemos llegado a escuchar que el 
Parlamento tendría que ocuparse de esto; pero no 
debe hacerlo. 


Debo decir que soy partidario de que la patente 
sea libre y que cada Intendencia cobre lo que crea 
necesario para su presupuesto municipal. No se 
puede seguir con esa cantidad de ideas que hemos 
escuchado en cuanto a que el Parlamento debe 
aprobar una ley. 


Últimamente, hemos escuchado algo que pare- 
ce que ha prendido entre la gente, ya que nos for- 
mulan preguntas al respecto: que la patente se 
traslade al combustible. Creo que a algún Intendente 
por ahí se le ocurrió que la patente se podía trasla- 
dar al combustible. Eso no es posible, es casi impo- 
sible; los imposibles no existen, pero resultaría muy 
difícil aplicarlo. ¿Qué recargo se aplicaría al combus- 
tible? ¿$ 3 o $ 4 por litro de combustible? ¿Eso es lo 
que quiere la gente? No; la gente no quiere eso. 
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Tendríamos que decir cómo lo vamos a hacer. No 
digamos más zonceras, porque, al final, entrevera- 
mos más el tema y la población, que no conoce esto, 
las repite. A nadie le va a gustar, y mucho menos al 
Gobierno, que se recargue con $3 o $4 algo tan 
imprescindible para el desarrollo económico como los 
combustibles. 


¿Cómo lo pondríamos? No se sabe. ¿Y cómo se 
distribuiría el producto del impuesto al combustible? 
¿En base a qué? ¿En base a los autos que tiene cada 
departamento? Eso no es correcto. Algunos me han 
llegado a decir que debería hacerse de acuerdo con 
el consumo de las estaciones de servicio de cada 
departamento. Eso tampoco es justo, porque en al- 
gunos departamentos de frontera a veces se consu- 
me de un lado y a veces del otro. Además, lo que 
nadie dice es qué pasaría con Maldonado en enero y 
febrero. En esos meses, Maldonado puede contar 
con 200.000 autos, de los cuales solo 50.000 perte- 
necerían efectivamente a ese departamento, y los 
otros 150.000 serían prestados, pese a que todos 
consumen allí. Entonces, en esos meses todo el pro- 
ducto del impuesto iría para Maldonado. Eso es to- 
talmente imposible, no tiene racionalidad. 


¿Los tractores van a pagar patente? Los trac- 
tores consumen combustible; entonces, estarían pa- 
gando patente. Eso es totalmente irracional. Las 
motosierras también pagarían patente. Esa gente 
que vemos al costado de las carreteras cortando el 
pasto con las cortadoras a nafta también estaría pa- 
gando patente. Vemos que este tema no está siendo 
tratado con seriedad; de ninguna manera se puede 
seguir hablando de los combustibles. Los turistas 
que vienen al Uruguay, que están quince días, con- 
sumen combustible; entonces, pagarían patente. Po- 
dría seguir nombrando una cantidad de cosas que no 
tienen sentido. Tampoco lo tendría que un coche 
que vale US$ 50.000 o US$ 60.000 pagara a través 
del combustible la misma patente que un cochecito 
que, de pronto, cuesta menos de US$ 2.000. Es to- 
talmente irracional hablar de eso. 


Entonces, hay que hablar de otras cosas: de 
que cada Intendencia cobre lo que crea conveniente. 
Eso es libertad. Tiene que haber libertad en cada lo- 
calidad, en cada departamento, y que su Intenden- 
cia y su Junta fijen lo que crean conveniente. Esa es 
nuestra opinión: libertad de patente. Entonces, cual- 
quier Intendente, como hace un comerciante si en la 


vereda de enfrente se pone otro y vende más bara- 
to, tiene que adaptar sus precios a la competencia, 
porque si no le va a ir muy mal. Creo que lo mejor 
es defender al usuario, y la mejor manera de hacerlo 
es darle variedad de elección y que empadrone en el 
departamento que crea conveniente. Por tanto, la 
manera de no perder automovilistas sería que todos 
bajaran sus patentes al menor nivel. Mientras eso no 
ocurra, seguiremos con los ríos de tinta hablando del 
tema de las patentes sin que se llegue a ningún la- 
do. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Congreso de Intendentes, a las 
diecinueve Intendencias Municipales y a las dieci- 
nueve Juntas Departamentales del país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y cuatro en treinta y cinco: AFIRMATIVA. 


9.- Informe de la Intendencia Municipal 
de Montevideo sobre las actividades 
realizadas entre julio de 2005 y junio 
de 2007. 


Tiene la palabra el señor Diputado Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: hace al- 
gunos días llegó a mis manos un informe de la |n- 
tendencia Municipal de Montevideo, de 23 páginas, 
en el que se rinde cuentas de las actividades realiza- 
das entre julio de 2005 y junio de 2007 y se realizan 
algunas proyecciones sobre el trabajo de la Comuna. 
He leído con detenimiento este documento y reco- 
miendo a los legisladores que se hagan un tiempito y 
también lo lean, para enterarse de las actividades 
realizadas por la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. A la vez, considero que me sería muy prove- 
choso -creo que a todos- recibir informes y balances 
similares de los restantes dieciocho departamentos 
del país. 


Es obvio que en los minutos que se nos ofrecen 
en la media hora previa es imposible ingresar en 
detalle a lo que esta rendición de cuentas expresa, 
pero a modo de reseña quiero nombrar algunos as- 
pectos que me han parecido particularmente remo- 
vedores. 


16 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de julio de 2007 


El Capítulo | de este informe, que trata del de- 
sarrollo humano y social -ya no es una casualidad 
que ese sea el primer capítulo del informe-, comien- 
za con la política de asentamientos. Allí se nos in- 
forma que en este período los realojos han alcanza- 
do a 368 familias de diferentes asentamientos: Batlle 
y Ordóñez, arroyo Miguelete, Trápani y Foch, arroyo 
Carrasco, Cerro Norte y La Paloma, entre otros. 


Se han hecho innumerables regularizaciones de 
asentamientos, y en uno de ellos se construyeron 21 
viviendas e infraestructura para 264 viviendas. La in- 
versión total fue de $ 60:500.000 en obras de regu- 
larización, de infraestructura y de vivienda. Esto co- 
rresponde a los asentamientos Parque Ambientalista 
y Nuevo Colman. 


Mil quinientas familias más se han beneficiado 
con la regularización de los asentamientos Cerro 
Norte, Jardín de las Torres, Sebastopol y Boix y 
Merino. Además, la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente han realizado un abor- 
daje integral para la regularización completa de los 
asentamientos ubicados en el área de Cerro Oeste. 
Este abordaje tiene en cuenta las obras del Plan 
de Saneamiento |V en la zona de Casabó, que la 
Intendencia desarrollará con apoyo financiero del 
Banco Interamericano de Desarrollo. Conozco bas- 
tante esa zona y sé de lo importante que sin ningu- 
na duda sería una regularización integral como la 
que se propone para quienes viven en los asenta- 
mientos, pero también para el conjunto de la zo- 
na. 


Asimismo, ya se han firmado preacuerdos para 
los asentamientos 17 Metros, Vecinal 28 y La Estre- 
lla, y, a su vez, para regularizar los asentamientos 
limítrofes con ellos. 


En cuanto a las mejoras dentro de los asenta- 
mientos, 355 familias mejoraron sus condiciones de 
vida por un conjunto de obras que se realizaron en 
los asentamientos San Antonio y Nuestros Hijos, 
mediante convenios de la Intendencia con el Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


En varios asentamientos se realizarán obras de 
infraestructura, en el marco del Programa de Inte- 
gración de Asentamientos |rregulares (PIAl), que se 
desarrolla en conjunto con la Intendencia y el Mi- 


nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente, también con apoyo financiero del BID. 


En el asentamiento Boix y Merino, ubicado en 
Malvín Norte, se realizará la red vial pavimentada, la 
de saneamiento y agua potable, con conexión domi- 
ciliaria para cada lote. Se construirá un Centro Ba- 
rrial y Club de Jóvenes. En este asentamiento viven 
282 familias. La inversión en esta obra será de 
$ 29:837.758. 


En Jardín de las Torres, comprendido entre el 
camino Cibils y el parque Tomkinson, las obras in- 
cluirán 57 viviendas, Núcleos Básicos Evolutivos, et- 
cétera. 


La luz me está anunciando que el tiempo se me 
termina. Como dije al principio, no era mi intención 
extenderme sobre estas 23 páginas, que nos dan un 
panorama de lo que se viene haciendo a nivel muni- 
cipal. Reitero las felicitaciones por la iniciativa de que 
estos balances queden en negro sobre blanco para 
que todos los uruguayos podamos acceder a ellos. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Intendente y a la Secretaría Ge- 
neral de la Intendencia Municipal de Montevideo, a 
la Junta Departamental de Montevideo y al Congreso 
de Intendentes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y cuatro en treinta y cinco: AFIRMATIVA. 


10.- Fallecimiento del señor Daniel Bidart 
y del ex Representante doctor Luis 
Ramón Fontes. 


Tiene la palabra el señor Diputado Asti. 


SEÑOR ASTI.- Señor Presidente: voy a referirme a 
un hecho que conocí hace muy pocas horas y que 
me ha impactado a mí y a la bancada de Asamblea 
Uruguay. Se trata del fallecimiento del compañero 
Daniel Bidart, ocurrido en el día de hoy mientras de- 
sempeñaba la tarea de Vicepresidente del Frente 
Amplio en Colonia. También fue Edil suplente. 


Luego de un accidente automovilístico que tuvo 
hace quince días, del que salió con heridas que se 
suponía que eran leves, en el día de hoy un paro 
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cardíaco lo hizo abandonarnos. Este triste aconteci- 
miento nos afecta mucho y no queríamos desapro- 
vechar esta oportunidad de hablar, de la que dispo- 
nemos por la solidaridad de algunos compañeros de 
bancada. 


Daniel Bidart fue un destacado dirigente sindical 
de la fábrica FANAESA -que era la que realizaba las 
baterías para FUNSA-, de esos dirigentes del interior, 
donde la militancia era quizás más difícil que la que 
conocíamos en Montevideo. Era muy respetado, afa- 
ble, sereno. Mantuvo la responsabilidad de la diri- 
gencia gremial hasta que fue detenido en 1975 y en- 
carcelado en Libertad, junto a algunos compañeros 
que hoy están presentes en Sala, como el compa- 
ñero Diputado Viera, que me dieron estas referen- 
cias. 


Sufrió la tortura como tantos otros y, a pesar de 
una larga prisión, la adversidad no logró quebrarlo y 
pudo salir de ella entero, volcándose nuevamente al 
trabajo, al diálogo, al compañerismo, siempre junto 
a su compañera Teresita. 


Volvió a Montevideo, donde trabajó en torno a 
las mismas tareas que había desempeñado antes en 
FANAESA, en su oficio vinculado a los acumuladores 
eléctricos. 


Volvió a Rosario, su ciudad natal, y últimamente 
se radicó en la ciudad de Carmelo, en el barrio del 
Cerro. Es allí donde hace pocos meses comenzó a 
recibir la compensación que nosotros hemos votado 
en este Parlamento para los ex presos políticos. Esto 
fue una simple pero muy sentida reparación por lo 
que había sufrido en su momento, en su terrible ex- 
periencia de cárcel y tortura. 


El Frente Amplio lo tuvo siempre, en forma in- 
condicional, trabajando por las causas populares. En 
1994 adhirió a Asamblea Uruguay, creyendo, como 
muchos, como todos quienes hoy estamos en Asam- 
blea Uruguay, que hay un país posible. Y así su ac- 
ción desde el interior del país, desde su departa- 
mento, nutrió ese trabajo militante y solidario para 
quienes más lo necesitaban. 


Con estas muy breves palabras queremos re- 
cordar para siempre a este compañero al que la fa- 
talidad lo llevó a abandonar a su familia y a sus 
compañeros de trabajo y de militancia. 


Antes de terminar, quiero mencionar que nos 
hemos enterado en los últimos días de la pérdida de 
otro compañero, un ex Diputado del período 1995- 
2000, el doctor Luis Ramón Fontes, médico de pro- 
fesión, electo por Asamblea Uruguay en el departa- 
mento de Salto, donde fue uno de sus fundadores. 
Era un hombre extremadamente bondadoso, carac- 
terizado por su humildad, pero muy firme a la hora 
de manifestar sus principios. 


Ejerció la medicina como Director de Neumolo- 
gía del Hospital de Salto. Luego de resultar electo 
Diputado, renunció a ese cargo, pero siguió traba- 
jando honorariamente. 


En nombre de la bancada de Asamblea Uruguay 
y en el mío propio, vayan nuestros más cálidos y 
apretados saludos y respetos a su familia y a sus 
amigos. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pa- 
labras sea remitida a las familias de estas dos perso- 
nas desaparecidas recientemente, a las autoridades 
de Asamblea Uruguay y a las Juntas Departamenta- 
les de Colonia y de Salto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


11.- Solicitudes de información no res- 
pondidas, especialmente por el Mi- 
nisterio de Desarrollo Social. 


Tiene la palabra el señor Diputado Novales. 


SEÑOR NOVALES.- Señor Presidente: en el día de 
hoy me voy a referir a lo que entiendo es, por lo 
menos, falta de consideración por el trabajo que 
realizamos desde el Parlamento, fundamentalmente 
los legisladores de la oposición, ya que no contamos 
con respuestas de los Ministerios a los que solicita- 
mos información. Ello, además de privarnos de la 
posibilidad de ejercer el control necesario que en to- 
do Gobierno democrático les corresponde hacer a los 
legisladores, nos priva de la posibilidad de trasladar 
información que para determinados grupos de per- 
sonas es importante y a la que por sus propios me- 
dios no pueden acceder. 


18 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de julio de 2007 


Uno de esos pedidos de informes, presentado 
en el mes de octubre por quien ejerció la suplencia 
en esta banca, el escribano Fernando Vélez, fue diri- 
gido al MIDES y aún está sin contestar. Refería a la 
"Operación Milagro", dentro del Programa "Nos te- 
nemos que ver". Voy a transcribir en parte la solici- 
tud que planteaba en su pedido de informes el escri- 
bano Vélez Molina. 


Dice lo siguiente: "Habiendo tomado conoci- 
miento por medio de la prensa (Diario Acción de 
Mercedes de fecha 26 de octubre, página 12) de la 
denuncia realizada por una sorianense que participó 
en el marco del Programa 'Nos tenemos que ver' es 
que vengo a solicitar al MIDES me informe cuanto 
sigue: a) ¿Tomó conocimiento el MIDES de la de- 
nuncia realizada por medio del diario Acción del De- 
partamento de Soriano de fecha 26 de octubre de 
2006 (pág. 12) referida a la mala atención, por parte 
de los funcionarios uruguayos encargados de la de- 
legación, brindada a los pacientes intervenidos de 
Cataratas en Cuba por medio del Plan 'Nos tenemos 
que ver'? b) En el caso de haber tomado conoci- 
miento, ¿qué medidas adoptó el organismo? c) En el 
caso de no haber tomado conocimiento, solicito a 
ese Ministerio se inicien las investigaciones corres- 
pondientes dándose por noticiado de la denuncia por 
este medio. d) ¿Qué procedimientos de selección de 
personal realiza el MIDES con el objetivo de viajar a 
Cuba a acompañar a las personas que serán interve- 
nidas? e) ¿Quién o quiénes son las personas encar- 
gadas de la delegación? f) ¿A qué Ministerio perte- 
necen las personas designadas para acompañar a la 
delegación? g) Una vez retornada la delegación a 
nuestro país, ¿qué reporte realiza la persona encar- 
gada y a qué autoridad? h) En el caso de constatarse 
irregularidades, ¿qué organismo es el competente 
para realizar las investigaciones correspondientes? 
i) Solicito además al Ministerio informe ¿qué empre- 
sa realiza el traslado de los pacientes a Cuba? 
j) ¿Cuál es el procedimiento de selección de esa em- 
presa? k) ¿En qué lugares se alojan los pacientes y 
las personas del Ministerio encargadas de la delega- 
ción? [...]". Firma el escribano Fernando Vélez Moli- 
na, Representante por Soriano. 


¿A qué viene este pedido de informes? En el 
mencionado artículo del diario, una persona acom- 
pañante de alguien que se operó en Cuba hizo una 
denuncia y, a partir de allí, tanto la denunciante co- 
mo el paciente han sido objeto de persecuciones y 


discriminación de todo tipo. En el caso del paciente, 
fue patoteado en el Hospital de Mercedes en ocasión 
de ir a hacerse un chequeo médico. A tal grado fue 
esto que se tuvo que ir a atender al Hospital de Fray 
Bentos, donde los médicos cubanos lo atendieron 
muy deferentemente. 


De acuerdo con la denuncia referida, lo que se 
trataba de hacer saber a las autoridades es que las 
personas que en dicha oportunidad acompañaron a 
la delegación se dedicaron fundamentalmente al tu- 
rismo y a la playa, descuidando sus obligaciones con 
los pacientes. Según dice la denunciante, por mu- 
chos días -tal vez diez días- no se les vio donde es- 
taban alojados los pacientes, y tenemos que consi- 
derar que estos generalmente son personas de mu- 
cha edad y a veces con muchos problemas. 


Otro aspecto de la dificultosa comunicación que 
tenemos con el MIDES es el enorme atraso que hay 
en la entrega de los materiales que integran las ca- 
nastas pertenecientes al Plan de Mejoramiento del 
Hábitat, de esa Cartera. Las necesidades de las fa- 
milias de más bajos recursos de la zona de Dolores, 
respecto a la obtención de materiales para mejorar 
sus viviendas, son acuciantes. El frío polar de esta 
temporada invernal apremia una solución. Sin em- 
bargo, los materiales están desde hace más de un 
año tirados a la intemperie en un establecimiento a 
ocho kilómetros de Dolores, deteriorándose perma- 
nentemente, si es que no les está pasando alguna 
otra cosa. 


El reclamo fue realizado ante el MIDES por un 
Edil de Soriano del Partido Nacional, quien luego de 
hacer una exposición al respecto la elevó al MIDES, 
sin obtener todavía respuesta. 


Parece aberrante que, dadas las premuras de la 
gente, la Administración se enrede en la burocracia 
innecesaria a efectos de entregar estos materiales, 
desatendiendo lo importante y lo urgente. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Poder Ejecutivo, al Consejo de 
Ministros -en particular, a los Ministerios de Desarro- 
llo Social y de Salud Pública-, a la Junta Departa- 
mental de Soriano y a las autoridades del Hospital de 
Mercedes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


Martes 17 de julio de 2007 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 19 


——Treinta y uno en treinta y tres: AFIRMATIVA. 


Ha finalizado la media hora previa. 


12.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes resoluciones: 


Del señor Representante Alfredo Asti, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 17 de 
julio de 2007, convocándose a la suplente si- 
guiente, señora Eloísa Moreira. 


Del señor Representante Luis José Gallo |m- 
periale, en misión oficial, literal C) del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, para asistir a la VI 
Cumbre de la Deuda Social del Parlamento Lati- 
noamericano (PARLATINO), a realizarse en la 
ciudad de Caracas, República Bolivariana de Ve- 
nezuela, por el período comprendido entre los 
días 30 de julio y 7 de agosto de 2007, convo- 
cándose al suplente siguiente, señor Luis E. Ga- 
llo. 


En virtud de la convocatoria del señor Re- 
presentante Pablo Iturralde, a la Cámara de Se- 
nadores, se convoca al suplente siguiente, se- 
ñor Alfredo Cabrera por el día 17 de julio de 
2007. 


En virtud de la convocatoria del señor Re- 
presentante Héctor Tajam a la Cámara de Se- 
nadores, se convoca a la suplente siguiente, se- 
ñora Beatriz Costa por el día 17 de julio de 
2007. 


Del señor Representante Guido Machado, 
por motivos personales, inciso tercero del ar- 
tículo primero de la Ley N* 17.827, por el día 19 
de julio de 2007, convocándose a la suplente 
siguiente, señora Alma Gallup. 


Del señor Representante Jorge Patrone, en 
misión oficial, literal C) del artículo primero de la 
Ley N* 17.827, para asistir a la VIl Reunión de 
la Comisión de Medio Ambiente y Turismo del 
Parlamento Latinoamericano (PARLATINO), a 


realizarse en la ciudad de Caracas, República 
Bolivariana de Venezuela, por el período com- 
prendido entre los días 26 de julio y 2 de agosto 
de 2007, convocándose a la suplente siguiente, 
señora Eloísa Moreira. 


Del señor Representante Carlos Enciso, en 
misión oficial, literal C) del artículo primero de la 
Ley N*” 17.827, para asistir a la VII! Reunión de 
la Comisión de Asuntos Económicos, Deuda So- 
cial y Desarrollo Regional del Parlamento Lati- 
noamericano (PARLATINO), a realizarse en la 
ciudad de Caracas, República Bolivariana de Ve- 
nezuela, por el período comprendido entre los 
días 27 de julio y 5 de agosto de 2007. Ha- 
biéndose agotado la lista de suplentes, solicíta- 
se a la Corte Electoral la proclamación de nue- 
vos suplentes. 


En virtud de la convocatoria del señor Re- 
presentante Alberto Perdomo a la Cámara de 
Senadores, se convoca al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Raúl Casás, por el perío- 
do comprendido entre los días 19 de julio y 3 de 
agosto de 2007. 


Del señor Representante Víctor Semproni, 
por motivos personales, inciso tercero del ar- 
tículo primero de la Ley N* 17.827, por el día 17 
de julio de 2007, convocándose al suplente si- 
guiente, señor Mario Mesa". 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Pintado) 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cuarenta y nueve en cincuenta: AFIRMATIVA. 


Quedan convocados los correspondientes su- 
plentes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas, y se oficiará a la Corte Electoral en 
el caso pertinente. 


(ANTECEDENTES:) 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
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De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por el día de la fecha, solicitando se 
convoque al suplente respectivo, de conformidad 
con la Ley N* 17.827. El motivo es personal. 

Saluda atentamente. 

ALFREDO ASTI 
Representante por Montevideo". 


“Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante Nacio- 
nal Alfredo Asti, comunico mi renuncia por esta úni- 
ca vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 
Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 
Elena Ponte”. 


“Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante Nacio- 
nal Alfredo Asti, comunico mi renuncia por esta úni- 
ca vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 
Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente 
Jaime Igorra”. 


“Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante Nacio- 
nal Alfredo Asti, comunico mi renuncia por esta úni- 
ca vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 
Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 
Miguel Vasallo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos per- 
sonales del señor Representante por el departa- 
mento de Montevideo, Alfredo Asti. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda 
licencia por el día 17 de julio de 2007. 


II) Que por esta única vez no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto, los suplentes si- 
guientes, señora Elena Ponte, señores Jaime Igorra 
y Miguel Vasallo 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N” 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el inciso tercero de artículo 
primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales 
por el día 17 de julio de 2007, al señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Alfredo 
Asti. 


2) Acéptase las negativas presentadas, por esta 
única vez, por los suplentes siguientes, señora Ele- 
na Ponte, señores Jaime Igorra y Miguel Vasallo. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 17 de 
julio de 2007, a la suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 2121 del Lema 
Partido Encuentro Progresista - Frente Amplio, seño- 
ra Eloísa Moreira. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por el período 
comprendido entre el 30 de julio y el 7 de agosto pa- 
ra concurrir en Misión Oficial a la IV Cumbre de la 
Deuda Social que se celebrará en la ciudad de Ca- 
racas, República Bolivariana de Venezuela. 

Sin otro particular, le saluda atentamente. 

LUIS JOSÉ GALLO IMPERIALE 
Representante por Canelones”. 
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"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial, del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Luis José Gallo Impe- 
riale, para asistir a la VI Cumbre de la Deuda Social 
del Parlamento Latinoamericano (PARLATINO), a 
realizarse en la ciudad de Caracas, República Boli- 
variana de Venezuela. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 30 
de julio y 7 de agosto de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N” 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004, y por el literal C) del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia para viajar al exterior en 
misión oficial, al señor Representante por el depar- 
tamento de Canelones, Luis José Gallo Imperiale, 
por el período comprendido entre los días 30 de julio 
y 7 de agosto de 2007, para asistir a la VI Cumbre 
de la Deuda Social del Parlamento Latinoamericano 
(PARLATINO), a realizarse en la ciudad de Caracas, 
República Bolivariana de Venezuela. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la 
referida representación por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la Hoja de 
Votación N* 2121 del Lema Partido Encuentro Pro- 
gresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señor Luis 
E. Gallo Cantera. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

En virtud de haber sido convocado por el Sena- 
do para la sesión del día de hoy, solicito a Ud. con- 
vocar a mi suplente respectivo. 

Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 

PABLO ITURRALDE 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a Ud. que por esta 
vez, no voy a aceptar la convocatoria que se me 
realizara, para asumir como Representante Nacional 
en el día de hoy. 


Sin otro particular, y agradeciendo convoque a 
mi suplente respectivo, lo saluda muy atentamente. 


Carmen Sánchez”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: |) Que el señor Representante por el de- 
partamento de Montevideo, Pablo Iturralde, se in- 
corporó a la Cámara de Senadores por el día 17 de 
julio de 2007. 


11) Que por esta única vez no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto la suplente siguiente, se- 
ñora Carmen Sánchez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, y en el artículo cuarto 
de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Acéptase por esta única vez, la renuncia pre- 
sentada por la suplente siguiente, señora Carmen 
Sánchez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la 
representación por el departamento de Montevideo, 
por el día 17 de julio de 2007, al suplente corres- 
pondiente siguiente de la Hoja de Votación N* 2004, 
del Lema Partido Nacional, señor Alfredo Cabrera. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
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De mi consideración: 

Solicito licencia a Cámara de Diputados el día 
17 de julio de 2007. Motiva esta solicitud el haber si- 
do citado a ocupar la banca en Cámara de Senado- 
res, como suplente del Senador titular. 

Saluda atentamente. 

HÉCTOR TAJAM 
Representante por Montevideo". 


“Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido 
en virtud de la licencia solicitada por el Sr. Repre- 
sentante titular, comunico a Ud. mi renuncia por esta 
única vez, a ocupar la banca. 

Saludo a Ud. Muy atentamente. 

Julio Battistoni”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: |!) Que el señor Representante por el de- 
partamento de Montevideo, Héctor Tajam, se incor- 
poró a la Cámara de Senadores por el día 17 de julio 
de 2007. 


11) Que, por esta única vez, no acepta la convo- 
catoria de que ha sido objeto el suplente, señor Julio 
Battistoni. 


ATENTO: A lo dispuesto en los artículos 116 y 
122 de la Constitución de la República. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Acéptase por esta única vez, la negativa pre- 
sentada, por el suplente siguiente, señor Julio 
Battistoni. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la 
representación por el departamento de Montevideo, 
por el día 17 de julio de 2007, a la suplente corres- 
pondiente siguiente de la Hoja de Votación N* 609, 
del Lema Partido Encuentro Progresista - Frente 
Amplio - Nueva Mayoría, señora Beatriz Costa. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 


Presente. 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por la Ley N* 17.827, 
literal d) solicito al Cuerpo que tan dignamente pre- 
side se sirva concederme el uso de licencia por el 
día 19 de julio del presente año. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 

GUIDO MACHADO 
Representante por Rivera”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos per- 
sonales del señor Representante por el departa- 
mento de Rivera, Guido Machado. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 19 de julio de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945, en la modificación dada en 
su artículo primero por la Ley N* 17,827, de 14 de 
setiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo 
primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales 
por el día 19 de julio de 2007, al señor Represen- 
tante por el departamento de Rivera, Guido Macha- 
do. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 19 de 
julio de 2007, a la suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 292000 del Lema 
Partido Colorado, señora Alma Gallup. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside, se me otorgue licencia por los días 26 de 
julio al 2 de agosto y se convoque a mi suplente co- 
rrespondiente, de conformidad con la Ley N* 17.827, 
Artículo 1%, literal C), que establece la causal "misión 
oficial". 
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Esos días viajaré, en mi condición de miembro 
de la Comisión de Medio Ambiente y Turismo del 
Parlamento Latinoamericano, a la ciudad de Cara- 
cas, República Bolivariana de Venezuela. Allí parti- 
ciparé activamente de la "VIl Reunión de la Comi- 
sión de Medio Ambiente y Turismo", en la que se 
discutirá la "Carta del Ambiente para América Latina 
y el Caribe". 

Además asistiré a la VI Cumbre de Deuda So- 
cial que se realizará en Caracas entre los días 31 de 
julio al 4 de agosto, oportunidad en la que se anali- 
zará la Carta Social de las Américas. 

Adjunto a la presente la copia de la carta con- 
vocatoria. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

JORGE PATRONE 
Representante por Montevideo". 


“Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante Nacio- 
nal Jorge Patrone, comunico mi renuncia por esta 
única vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente 
Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 
Miguel Vassallo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial, del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jorge Patrone, para 
participar de la VII Reunión de la Comisión de Medio 
Ambiente y Turismo del Parlamento Latinoamerica- 
no (PARLATINO), a realizarse en la ciudad de Cara- 
cas, República Bolivariana de Venezuela. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los días 26 
de julio y 2 de agosto de 2007. 


11) Que por esta única vez no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente siguiente se- 
ñor Miguel Vasallo. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.613, 
de 24 de mayo de 1945, en la modificación dada en 
su artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de 


setiembre de 2004 y el literal C) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia para viajar al exterior en 
misión oficial, por el período comprendido entre los 
días 26 de julio y 2 de agosto de 2007, al señor Re- 
presentante por el departamento de Montevideo, 
Jorge Patrone para participar de la VIl Reunión de la 
Comisión de Medio Ambiente y Turismo del Parla- 
mento Latinoamericano (PARLATINO), a realizarse 
en la ciudad de Caracas, República Bolivariana de 
Venezuela. 


2) Acéptase la renuncia presentada, por esta única 
vez, por el suplente siguiente señor Miguel Vasallo. 


3) Convóquese para integrar la referida repre- 
sentación por el mencionado lapso, a la suplente co- 
rrespondiente siguiente de la Hoja de Votación 
N* 2121, del Lema Partido Encuentro Progresista - 
Frente Amplio - Nueva Mayoría, señora Eloísa Mo- 
reira. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en el literal C) de la 
Ley N* 17.827, solicito al Cuerpo que tan digna- 
mente preside, se sirva concederme uso de licencia 
entre el viernes 27 de julio al domingo 5 de agosto 
corriente, a fin de concurrir en Misión Oficial a la VIII 
Reunión de la Comisión de Asuntos Económicos, 
Deuda Social y Desarrollo Regional del PARLATINO 
y a la VI Cumbre de la Deuda social; ambos eventos 
a realizarse en la ciudad de Caracas, República Bo- 
livariana de Venezuela, los días 30 y 31 de julio y del 
31 de julio al 4 de agosto del corriente, respectiva- 
mente. 

A sus efectos, se acompaña la convocatoria de 
referencia; y por lo demás, se solicita la citación del 
Diputado Suplente. 

Sin otro particular, lo saluda atentamente. 

CARLOS ENCISO CHRISTIANSEN 
Representante por Florida". 
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"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo establecido en la Ley 
NO 17.827, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside, acepte mi renuncia por ésta única vez a la 
convocatoria que he sido objeto. 
Sin más, saluda atentamente. 
Daniela Molina Ruiz”. 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo establecido en la Ley 
NO 17.827, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside, acepte mi renuncia por ésta única vez a la 
convocatoria que he sido objeto. 
Sin más, saluda atentamente. 
Nelson Pérez Cortelezzi”. 


"Montevideo, 16 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo establecido en la Ley 
NO 17.827, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside, acepte mi renuncia por ésta única vez a la 
convocatoria que he sido objeto. 
Sin más, saluda atentamente. 
Pedro Luis Machín”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial del señor Representante por el 
departamento de Florida, Carlos Enciso, para asistir 
a la VIII Reunión de la Comisión de Asuntos Econó- 
micos, Deuda Social y Desarrollo Regional del Par- 
lamento Latinoamericano (PARLATINO), a realizar- 
se en la ciudad de Caracas, República Bolivariana 
de Venezuela. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los días 27 
de julio y 5 de agosto de 2007. 


11) Que por esta única vez no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes si- 
guientes, señora Daniela Molina, y señores Nelson 
Pérez Cortelezzi y Luis Machín Perdomo. 


II Que habiéndose agotado la nómina es perti- 
nente solicitar a la Corte Electoral la proclamación 
de nuevos suplentes. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945, en la modificación dada en 
su artículo primero por la Ley N* 17,827, de 14 de 
setiembre de 2004 y el literal C) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por misión oficial, por el 
período comprendido entre los días 27 de julio y 5 
de agosto de 2007, al señor Representante por el 
departamento de Florida, Carlos Enciso, para asistir 
a la VIII Reunión de la Comisión de Asuntos Econó- 
micos, Deuda Social y Desarrollo Regional del Par- 
lamento Latinoamericano (PARLATINO), a realizar- 
se en la ciudad de Caracas, República Bolivariana 
de Venezuela. 


2) Acéptase por esta única vez, las negativas 
presentadas por los suplentes siguientes, señora 
Daniela Molina, y señores Nelson Pérez Cortelezzi y 
Luis Machín Perdomo, de la Hoja de Votación N” 
6262 del Lema Partido Nacional. 


3) Ofíciese a la Corte Electoral. 
Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente, me dirijo a Ud. a los 
efectos de poner en su conocimiento y del Cuerpo 
que preside, que he sido convocado para asumir 
como Senador de la República desde el día 19 del 
corriente hasta el día 3 de agosto inclusive. 

Al saludarlo muy atentamente le ruego se sirva 
convocar a mi suplente respectivo. 

ALBERTO PERDOMO GAMARRA 
Representante por Canelones”. 
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"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: Que el señor Representante por el de- 
partamento de Canelones, Alberto Perdomo, se in- 
corporará a la Cámara de Senadores por el período 
comprendido entre los días 19 de julio y 3 de agosto 
de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
presentación por el departamento de Canelones, por 
el período comprendido entre los días 19 de julio y 3 
de agosto de 2007, al suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 20004, del Lema 
Partido Nacional, señor Raúl Casás. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDO- 
ZO FERREIRA". 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo establecido en la Ley 
NO 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamente 
preside, se sirva concederme el uso de licencia el 
día 17 de julio de 2007, por motivos personales. 
Sin más saluda atentamente. 
VÍCTOR SEMPRONI 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi consideración: 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido 
en virtud de la licencia solicitada por el Sr. Repre- 
sentante titular, comunico a Ud. mi renuncia por esta 
única vez, a ocupar la banca. 


Saludo a Ud. muy atentamente. 
Yamandú Orsi". 


“Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que por esta 
única vez no he de aceptar la convocatoria de la cu- 
al he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada 
por el señor Representante. 

Sin más, saluda atentamente. 

Matías Carámbula”. 


“Montevideo, 17 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente comunico a usted 
que, por esta única vez, no he de aceptar la convo- 
catoria de la cual he sido objeto, en virtud de la li- 
cencia solicitada por el señor Representante. 

Sin más, saluda atentamente. 

Antonio Vadell”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos per- 
sonales del señor Representante por el departa- 
mento de Canelones, Víctor Semproni. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda 
licencia por el día 17 de julio de 2007, 


II) Que por esta única vez no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes si- 
guientes, señores Yamandú Orsi, Matías Carámbula 
y Antonio Vadell, y el señor Pablo Naya integra la 
Cámara por el día de la fecha. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945, en la modificación dada en 
su artículo primero por la Ley N* 17,827, de 14 de 
setiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo 
primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales 
por el día 17 de julio de 2007, al señor Represen- 
tante por el departamento de Canelones, Víctor 
Semproni. 
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2) Acéptase la negativa presentada, por esta úni- 
ca vez, por los suplentes siguientes, señores Ya- 
mandú Orsi, Matías Carámbula y Antonio Vadell. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la 
referida representación, por el día 17 de julio de 
2007, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 609 del Lema Encuentro Pro- 
gresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señor Ma- 
rio Mesa. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 2007. 


JULIO CARDOZO FERREIRA, RAÚL 
CASÁS". 


13.- Aplazamientos. 


——-Se entra al orden del día. 


En mérito a que no han llegado a la Mesa las 
respectivas listas de candidatos, si no hay objeciones 
corresponde aplazar la consideración de los asuntos 
que figuran en primer y segundo término del orden 
del día y que refieren a la elección de miembros de 
la Comisión Permanente y de la Comisión Adminis- 
trativa del Poder Legislativo para el Tercer Período 
de la XLVI Legislatura. 


14.- Urgencias. 


Dese cuenta de una moción de urgencia pre- 
sentada por los señores Diputados Gandini, Orrico, 
Borsari Brenna, Cardozo Ferreira, Mazzulo y Macha- 
do. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato el asunto contenido 
en la Carpeta N* 1647/007", 


——Se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta en sesenta y dos: AFIRMATIVA. 


15.- Señor Representante Alberto Casas. 
(Solicitud de desafuero). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se 
pasa a considerar el asunto relativo a: "Señor Repre- 
sentante Alberto Casas. (Solicitud de desafuero)". 


(ANTECEDENTES:) 


Rep. N*932 
"SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


Mensaje N* 23/2007 
Ref. 92/2007 


Montevideo, 30 de marzo de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Don Enrique Pintado. 


Tengo el honor de cursar a Ud. el presente, en 
autos caratulados "JUZGADO LETRADO DE PRI- 
MERA INSTANCIA EN LO PENAL DE 17% TURNO 
EN AUTOS: 'OSE DENUNCIA' FICHA 92-421/2005- 
REMITE EXHORTO" a fin de remitirle Oficio N* 119 
de fecha 23 de los corrientes y testimonio de los 
autos Ficha N* 92-421/2005 en cuatro piezas, pro- 
venientes del Juzgado Letrado de Primera Instancia 
en lo Penal de 17* Turno, a los efectos pertinentes. 


Reitero al señor Presidente las seguridades de 
mi más alta consideración. 


Dra. SARA BOSSIO REIG, Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, 
Dra. MARTHA B. CHAO DE IN- 
CHAUSTI, Secretaria Letrada de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Oficio N“ 119 
Montevideo, 23 de marzo de 2007. 


Señor presidente de la Cámara de Representantes 
Señor Enrique Pintado. 


En los autos caratulados "OSE DENUNCIA" 
JUE 92-421/2005, se eleva a usted el presente a 
efectos de solicitar que se proceda por el Cuerpo 
que usted preside, al desafuero del Representante 
Nacional señor ALBERTO CASAS, (artículo 114 de 
la Constitución de la República). 


Motiva el presente petitorio, habilitar su compare- 
cencia ante esta Sede, para prestar declaración al 
amparo de lo editado por el artículo 126 del Código 
del Proceso Penal y además resolver su situación 
procesal. 


Las actuaciones a que se hace referencia fueron 
iniciadas a partir de una denuncia del Ente Estatal y 
tras su instrucción, el Ministerio Público requirió el 
procesamiento y prisión del citado legislador por un 
delito continuado de Fraude (artículo 160 del CP) y 
tres delitos de Abuso genérico de funciones en ca- 
sos no previstos especialmente por la ley (Ar- 
tículo 162 del CP), todos en reiteración real. 
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Se adjunta al presente testimonio de las actua- 
ciones señaladas, haciéndole saber que en esta Se- 
de Judicial obra por separado prueba documental, la 
que permanece a disposición para examinar y/o fo- 
tocopiar, a su costo. 


Saluda a Ud. atentamente. 


Dr. CARLOS GARCÍA GUARAGLIA, 
Juez Letrado, Esc. GUSTAVO GU- 
TIÉRREZ FERNÁNDEZ, Actuario 
adjunto". 


Anexo l al 
Rep. 932 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MAYORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración ha considerado la so- 
licitud de desafuero del Representante Nacional 
Doctor Alberto Casas y ha resuelto en mayoría de 
presentes aconsejar al Cuerpo el voto afirmativo pa- 
ra levantar los fueros del citado legislador en mérito 
a los siguientes elementos de hecho y consideracio- 
nes de derecho. 


I) Procedencia formal de la solicitud de desafuero 


El día 30 de marzo de 2007, la Suprema Corte de 
Justicia se dirigió a la Cámara de Representantes, 
por Mensaje N* 23/ 2007 con Ref. 92/2007 en donde 
se remitía el Oficio N* 119 de fecha 23 de Marzo del 
corriente y testimonio de los autos Ficha N* 92 - 421 
2005 en cuatro piezas provenientes del Juzgado Le- 
trado de Primera Instancia en lo Penal de 17% Turno 
a los efectos de solicitar el desafuero del Represen- 
tante Nacional Alberto Casas para habilitar su com- 
parecencia en la Sede para prestar declaración al 
amparo de lo dispuesto por el artículo 126 del Códi- 
go del Proceso Penal y además resolver su situación 
procesal. 


Las actuaciones a que se hace referencia fueron 
iniciadas a partir de una denuncia de Obras Sanita- 
rias del Estado (OSE) y que tras su instrucción el 
Ministerio Público requirió el procesamiento y prisión 
del citado legislador por un delito continuado de 
Fraude (artículo 160 del Código Penal y tres delitos 
de Abuso genérico de funciones en casos no pre- 
vistos especialmente por la ley (artículo 162 del Có- 
digo Penal), todos por reiteración real. 


La Comisión resolvió recibir al Señor Represen- 
tante Casas el cual acudió a la misma en la reunión 
realizada el día 16 de Mayo de este año. Para la 
oportunidad asistieron como asesores letrados del 
mismo los doctores Gonzalo Aguirre Ramírez y 
Gustavo Bordes Leone. 


En ella se realizaron todas las consideraciones 
que se consideraron pertinentes por parte del Señor 
Representante y sus asesores tal como consta en la 
versión taquigráfica. Cumplido este hecho la Comi- 
sión resolvió votar la solicitud sin ahondar en el de- 
bate en el acuerdo que el mismo se manifestaría a 
través de los informes y en las exposiciones en el 
Pleno del Cuerpo. 


11) Pertinencia de la solicitud de desafuero 


Estudio del Fuero Parlamentario 
y del alcance de lo dispuesto en el 
Artículo 114 de la Constitución Nacional 


1) Lo primero que debemos abordar es intentar 
definir la razón y la finalidad de la existencia de los 
fueros parlamentarios en general y su regulación en 
nuestra carta magna dentro de un sistema completo 
de incompatibilidades e inmunidades que conforman 
un verdadero estatuto del Legislador. 


El más importante maestro de Derecho Constitu- 
cional en nuestro país, el Doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga (llamado “el primero de los Justinos” por 
las sucesivas generaciones de constitucionalistas) 
ya enseñaba en su obra maestra “El Poder Legislati- 
vo” en su edición del año 1887, tomo Il, que la histo- 
ria constitucional de todos los pueblos de institucio- 
nes libres demuestra acabadamente que, para ase- 
gurar la independencia del Poder Legislativo, no son 
suficientes las incompatibilidades parlamentarias ya 
que los Poderes Ejecutivos , a través de la historia, 
para influir eficazmente en las decisiones de las 
asambleas representativas, no solo han tratado de 
llevar al seno de ellas funcionarios públicos sino que 
también han empleado los medios violentos de las 
amenazas, la persecución y el castigo de los repre- 
sentantes del pueblo que han puesto enérgica re- 
sistencia a sus pretensiones i¡legitimas o han defen- 
dido ideas y principios contrarios a los suyos. 


Comentaba que en Inglaterra, hasta fines del si- 
glo XVII, el Parlamento, para defender su integridad 
y su independencia mantuvo una lucha incesante 
con los monarcas, que públicamente amenazaban a 
sus miembros de la Cámara de los Comunes y hasta 
los encarcelaban en la Torre de Londres, porque 
contrariaban sus aspiraciones y sus deseos, o por- 
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que trataban de limitar sus exageradas prerrogati- 
vas. 


En Francia, bajo el Terror, los representantes 
eran perseguidos y guillotinados a pretexto de “com- 
plicidad con los enemigos de la libertad, de la igual- 
dad y del gobierno republicano”; bajo el Directorio, 
un considerable número de Diputados realistas fue 
condenado a la deportación, y poco tiempo después, 
cupo igual suerte, bajo el Imperio, a los Diputados 
republicanos. 


Y en Prusia, en los años de 1866 y 1867, Bis- 
marck hostilizó a los Diputados de la oposición ha- 
ciendo entablar contra muchos de ellos acciones 
penales ante los Tribunales ordinarios, por supues- 
tos delitos de calumnias y de ultrajes a los ministros. 


Con el objeto de impedir esos atentados y, 
por consiguiente, para garantir al Poder Legisla- 
tivo una completa libertad en el ejercicio de sus 
funciones, las leyes fundamentales de todas las 
sociedades regidas por el gobierno representati- 
vo han establecido estas dos inmunidades par- 
lamentarias: la irresponsabilidad legal y la in- 
violabilidad personal de los Senadores y de los 
Representantes. 


Consiste la primera inmunidad en que los miem- 
bros de las asambleas legislativas, por todo lo que 
digan o hagan en el desempeño de sus funciones, 
no incurrirán jamás en responsabilidad de ningún 
género. 


Esto se encuentra dispuesto en el Artículo 112 de 
nuestra Constitución. 


Consiste la segunda en que ningún Senador o 
Representante podrá ser privado de su libertad per- 
sonal ni acusado criminalmente sino por el previo 
consentimiento de la Cámara de que forme parte. 


Esto está dispuesto en los Artículos 113 y 114 de 
nuestra Constitución Nacional. 


Es pacífico en nuestra doctrina constitucional que 
estas inmunidades parlamentarias o sea los llama- 
dos fueros no están establecidos con el objeto de 
crear privilegios en beneficio de los legisladores en 
el sentido lato del término como si constituyesen una 
casta especial sino en el sentido de garantir la inde- 
pendencia del Poder Legislativo en la actuación de 
sus miembros y en su funcionamiento, así lo avalan 
todos los constitucionalistas mas importantes como 
los catedráticos Jiménez de Aréchaga (padre e hijo), 
José Korzeniak, Cassinelli Muñoz, Alberto Ramón 
Real, cuyas opiniones se encuentran en diversas 
exposiciones e informes jurídicos recabados por la 


Comisión en el tratamiento de las diversas solicitu- 
des de desafueros desde la vuelta a la democracia 
en el año 1985. 


Estas inmunidades parlamentarias son una 
garantía del funcionamiento democrático en un 
sistema representativo republicano como el que 
rige en nuestro país. 


Es muy importante ver las razones históricas 
que dieron fundamento al nacimiento de los fue- 
ros porque en la razón de su génesis es donde 
encontramos el límite de su correcta aplicación y 
el peligro del desvío de la ratio legis del mismo 
puede traer como consecuencia la utilización de 
un privilegio impropio en nuestra democracia. 


2) El Artículo 114 de la Constitución Nacional 
establece: “Ningún Senador o Representante, desde 
el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser 
acusado criminalmente, ni aún por delitos comunes 
que no sean los detallados en el artículo 93, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios 
de votos del total de sus componentes, resolverá si 
hay lugar a la formación de causa, y, en caso afir- 
mativo, lo declarará suspendido en sus funciones y 
quedará a disposición del Tribunal competente”. 


La Constitución de 1830, en su artículo 51, es- 
tablecía: “Ningún Senador o Representante, desde 
el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser 
acusado criminalmente, ni aún por delitos comunes 
que no sean de los detallados en el artículo 26, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, con las dos ter- 
ceras partes de sus votos, resolverá si hay o no lu- 
gar a la formación de causa, y en caso afirmativo, lo 
declarará suspenso de sus funciones y quedará a 
disposición del Tribunal competente”. 


La Constitución de 1918, en su artículo 47, es- 
tablecía el mismo texto de 1830, pero hacía referen- 
cia al artículo 25 donde aquélla lo hacía al 26. 


Las Constituciones de 1934 y 1942, en los ar- 
tículos 105 y 104, respectivamente, establecían la 
disposición actual, con las siguientes diferencias: se 
referían al artículo 84, donde el texto actual lo hace 
al 93. Decía, además: “con las dos terceras partes 
del total de sus componentes, resolverá si hay o no 
lugar a la formación de causa”. 


La Constitución de 1952 en su artículo 114, 
establecía el texto actual, con la siguiente diferencia, 
decía: “declarará suspenso...” en vez de “declarará 
suspendido...” 


La evolución constitucional del artículo citado ha 
sido mínima y su modificación en el tiempo es a los 
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efectos del alcance del mismo insignificantes. Es por 
esto que la lógica de aplicación del procedimiento de 
desafuero y su alcance es en nuestra opinión deter- 
minante la posición original de nuestro primer cons- 
titucionalista y que ha sido la predominante en la co- 
rrecta interpretación del actual artículo 114 y no la 
incorrecta e insostenible posición que se ha desarro- 
llado por parte de los asesores del Diputado Casas. 


En primer lugar es de destacar que en nuestra 
doctrina y en la historia parlamentaria este artículo 
ha dado lugar a muchas discusiones y verdaderos 
ríos de tinta han corrido con las fundamentaciones 
de algunos aspectos del mismo. Sin embargo las 
opiniones técnicas mayoritarias más calificadas se 
han ido decantando por lo que consideramos que 
hay consenso en algunas cuestiones planteadas que 
no suscitan hoy mayores discusiones como la defini- 
ción que la expresión “acusado” debe entenderse en 
el sentido de “procesado” o incluso de “indagado” y 
no con el alcance que las normas del proceso penal 
otorgan a la acusación como comienzo de la etapa 
final del juicio penal (el “plenario”. 


Es importante recordar que en anteriores legis- 
laturas, en particular cuando se discutió la solicitud 
de desafuero del Diputado Da Silva Tavares, tratado 
el 26 de junio de 1991, existió tanto en la Comisión 
como en el Pleno, una larga e importante discusión 
en cuanto a que si el desafuero previsto en el ar- 
tículo 114 de la Constitución era el artículo que de- 
bía utilizarse cuando un Juez de la República solici- 
taba la comparecencia de un legislador en calidad 
de indagado en amparo a lo dispuesto por el ar- 
tículo 126 del Código del Proceso Penal. 


Algunos señores legisladores entendían que es 
posible que el legislador asistiese a la audiencia 
prevista en el Artículo 126 del CPP y que cuando el 
Juez tuviese la convicción del procesamiento recién 
entonces debía solicitar el desafuero. 


En ningún momento este punto fue planteado ni 
por el Representante Nacional Casas ni por sus 
asesores. 


Por lo cual es nuestra posición, como sostenía- 
mos ut supra, que la palabra “acusado” del comien- 
zo del Artículo 114 debe entenderse en el sentido de 
procesado e incluso de indagado, por lo cual en 
nuestra opinión es absolutamente correcta la solici- 
tud de desafuero planteada por el Sr. Juez Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal de 17% Turno a los 
efectos de habilitar la comparecencia del citado Le- 
gislador para prestar declaración al amparo de lo 


previsto en el Artículo 126 del CPP y además resol- 
ver su situación procesal. 


La pregunta clave ante esta solicitud es ¿qué de- 
be realizar la Cámara ante un pedido de desafuero”, 
la respuesta a esta pregunta está definida con meri- 
diana claridad por parte del mencionado Doctor Jus- 
tino Jiménez de Aréchaga en su magna obra “El Po- 
der Legislativo” edición del año 1887, tomo Il, donde 
establece que: 


-“Cuando, para acusar criminalmente á un Sena- 
dor ó Representante, se solicita el previo consenti- 
miento de la respectiva Cámara, cómo debe proce- 
der esta? - ¿Deberá examinar el sumario que se ha- 
ya levantado ó la acusación como un verdadero tri- 
bunal ó jurado de calificación, para resolver si hay ó 
no lugar á formación de causa, con arreglo á las dis- 
posiciones del Código de Instrucción Criminal que 
establecen que no corresponde pasar al estado de 
acusación cuando no esté suficientemente compro- 
bado el cuerpo del delito, ó cuando del sumario solo 
resulten vagos indicios contra el procesado y no se 
presenten medios probables de adelantar las inves- 
tigaciones; ó tendrá tan solo la facultad de inves- 
tigar si esa acusación criminal tiene simplemente 
por objeto el castigo de un delincuente, ó ha sido 
entablada con el único fin de atacar su integridad 
y su independencia, debiendo en el primer caso, 
autorizar el enjuiciamiento, cualquiera que sea el 
mérito legal del sumario ó de los fundamentos 
de la acusación, y estando autorizada, en el se- 
gundo, para impedirlo por mas que, de los ante- 
cedentes que haya examinado, resulte que la 
acusación reúne todas las condiciones exigidas 
por el Código de Instrucción Criminal para ser 
admitida? 


No creo que la solución de esta cuestión pue- 
da ofrecer dificultad alguna, si para ello se tiene 
principalmente en cuenta, como es lógico y ne- 
cesario, la naturaleza y el fin de las inmunidades 
parlamentarias. 


Desde que esas inmunidades no se han esta- 
blecido con el objeto de crear privilegios perso- 
nales en beneficio de los legisladores; desde que 
la facultad acordada a cada Cámara de permitir o 
prohibir el enjuiciamiento criminal de sus miem- 
bros no tiene otro fin que el de impedir que, con 
acusaciones desleales y maliciosas, se lleve un 
ataque a su integridad y a su independencia, pa- 
réceme evidente que cuando, para acusar crimi- 
nalmente a un Senador o Representante, se soli- 
cite el previo consentimiento de la Cámara res- 
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pectiva, esta no tiene mas derecho que el de in- 
vestigar si con esa acusación se persigue o no el 
propósito de arrancar de su seno alguno de sus 
miembros para ejercer así una ilegítima influen- 
cia en sus deliberaciones, a fin de impedir, en 
caso afirmativo, que el juicio penal se lleve ade- 
lante y que se desconozca y se viole una de sus 
más indispensables prerrogativas. Proceder de 
otra manera; examinar las Cámaras los sumarios 
y las acusaciones como un verdadero tribunal o 
jurado de calificación, para resolver con arreglo 
a las disposiciones del Código de Instrucción 
Criminal si hay o no lugar a formación de causa, 
sería desnaturalizar por completo las inmunida- 
des parlamentarias, convirtiéndolas en un privi- 
legio personal de los miembros de las Cámaras 
que entonces gozarían de un fuero especial en 
materia criminal; sería también desconocer y 
usurpar las atribuciones del Poder Judicial sin 
necesidad alguna y con positivo perjuicio de la 
justicia penal: sin necesidad alguna porque, 
cuando se acusa criminalmente a un Senador o 
Representante sin el propósito de atacar la inde- 
pendencia del Poder Legislativo, ningún menos- 
cabo pueden sufrir las prerrogativas de este por 
el hecho de que la acusación no tenga suficiente 
base legal y el Juez haya procedido con ligereza 
al admitirla; con positivo perjuicio de la justicia 
penal, porque es indudable que los magistrados 
judiciales, por su experiencia y por sus conoci- 
mientos especiales, tendrán generalmente que 
proceder con más acierto que las Cámaras Le- 
gislativas al resolver, en vista de las acusaciones 
y de los sumarios, si en una causa criminal debe 
O no pasarse al estado de acusación”. 


Mayor claridad y contundencia es difícil de en- 
contrar, compartimos absolutamente lo enseñado 
por el insigne jurista y es dable recordar que como 
referíamos antes, el artículo original, el 51 de la 
Constitución de 1830, es idéntico al actual, por lo 
que sus conclusiones siguen tan vigentes y válidas 
como cuando fueron escritas; las cuales han sido la 
base de la mayoría de la posición doctrinaria en más 
de un siglo de historia parlamentaria. 


Por lo tanto la tesis expuesta por el Doctor Gon- 
zalo Aguirre en su comparecencia ante la Comisión 
como Asesor Letrado del Representante Nacional 
Casas, es equivocada e incorrecta ya que si bien en 
su exposición comparte que la Cámara no puede 
cumplir la función jurisdiccional, de su tesis se des- 
prende todo lo contrario, al sostener que la Cámara, 
ante la solicitud de desafuero debe determinar si hay 


in fraganti delito o semiplena prueba de él; la conse- 
cuencia lógica de este razonamiento es que debe- 
mos ser los legisladores quienes debemos juzgar si 
el Diputado a cometido delito o no. 


La tesis no solo es errónea sino peligrosa, ya 
que implicaría el desconocimiento de la separación 
de poderes y la desnaturalización del concepto de 
fueros, que como magistralmente lo definiera el Dr. 
Jiménez de Aréchaga (Padre): “examinar las 
Cámaras los sumarios y las acusaciones como 
un verdadero tribunal o jurado de calificación, 
para resolver con arreglo a las disposiciones 
del Código de Instrucción Criminal si hay o no 
lugar a formación de causa, sería desnaturali- 
zar por completo las inmunidades parlamenta- 
rias, convirtiéndolas en un privilegio personal 
de los miembros de las Cámaras que entonces 
gozarían de un fuero especial en materia cri- 
minal; sería también desconocer y usurpar las 
atribuciones del Poder Judicial sin necesidad 
alguna y con positivo perjuicio de la justicia 
penal”. 


Tampoco es correcto lo sostenido en cuanto a 
que esta posición es la expresada por el Dr. Jiménez 
de Aréchaga (hijo) ya que el Dr. Gonzalo Aguirre cita 
una parte de lo escrito y no todo, cuando en la pági- 
na 261 del Segundo Tomo de la "La Constitución 
Nacional" de la edición del Senado de 1997 dice: “La 
Cámara respectiva deberá tomar conocimiento de 
esta información. Pero no está obligada a pasar por 
ella. Por el contrario, como lo dejó sentado la Cáma- 
ra de Senadores en el año 1858, la Cámara tiene el 
derecho de conocer por sí misma las circunstancias 
de hecho o los actos en los cuales haya intervenido 
el Legislador. Para tal efecto, podrá designar una 
Comisión que se encargue de investigarlos. La Cá- 
mara debe actuar con absoluta independencia, por- 
que está defendiendo su propia integridad. De nin- 
gún modo puede aceptarse que ella esté obligada a 
considerar los hechos a través de la versión que le 
proporcione un funcionario dependiente de otro Po- 
der. 


La discusión del caso ante la Cámara no re- 
presenta un antejuicio ni es una cuestión preju- 
dicial. La Cámara determinará el procedimiento a 
seguir en ese debate preliminar, después del cual se 
decidirá el allanamiento de los fueros o no hacer lu- 
gar al pedido de desafuero. 


Claro es que las Cámaras deberán proceder se- 
gún ciertas reglas de cordura y de buen sentido 
cuando se trate de decidir si se accederá o no al le- 
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vantamiento de fueros. Lo razonable es que una 
Cámara no se oponga al desafuero del Legisla- 
dor toda vez que, de los antecedentes que se le 
han remitido o de la verificación de hechos que 
haya realizado por intermedio de sus propios 
miembros, resulte que el pedido de desafuero no 
constituye un injustificado ataque del Poder Ju- 
dicial o de otro Poder contra la integridad o la 
independencia de la Cámara. 


Deberá acordarlo siempre que se funde en he- 
chos de los que razonablemente derive la presun- 
ción de que el Legislador ha delinquido”. 


En cuanto a la posibilidad de que la Cámara 
pueda crear una Comisión para conocer por sí mis- 
ma las circunstancias de hecho o los actos en los 
cuales haya intervenido el Legislador ya que no está 
obligada a considerar los hechos a través de la ver- 
sión que le proporciona el Juez, estamos totalmente 
de acuerdo. 


Sin embargo ni el Representante Nacional Casas 
ni ningún legislador solicitó en ningún momento la 
constitución de una Comisión de Investigación por lo 
que se debe inferir que no existe cuestionamiento a 
la información enviada por el Poder Judicial. 


Tampoco se concluye que esta potestad de la 
Cámara implique la posibilidad de juzgar la conducta 
sino simplemente el hecho de tener el poder de de- 
cidir investigar si los hechos imputados sucedieron o 
no para luego tomar la decisión. 


Creemos también que el otro argumento realiza- 
do en Comisión, para sostener esta posición equivo- 
cada, en cuanto a realizar una interpretación exegé- 
tica de la expresión “... si hay lugar a la formación de 
la causa” del artículo 114 sin interpretarla en el con- 
texto de todo el artículo, es profundamente errónea y 
efectista. 


Si se acepta pacíficamente, por parte del Dr. 
Gonzalo Aguirre, que la expresión “...acusado crimi- 
nalmente...” debe ser interpretada como lo refería- 
mos anteriormente como procesado o indagado ya 
que como muy bien él expresa “La expresión ha sido 
usada no en sentido técnico, porque la acusación en 
materia penal significa que ya hay procesamiento y 
que la causa pasa al estado de plenario donde hay 
dos partes: el Fiscal y el acusado. Entonces, el Fis- 
cal deduce acusación y allí comienza la parte real- 
mente contenciosa del proceso penal. 


Naturalmente que no puede tratarse de una acu- 
sación criminal en sentido técnico porque en ese su- 
puesto la inviolabilidad no habría funcionado, es de- 


cir, el legislador ya estaría procesado y recién en el 
momento en que el Fiscal deduce acusación inter- 
vendría la Cámara”, es incongruente utilizar el ar- 
gumento exegético jurídico de la interpretación lite- 
ral para interpretar una expresión que se encuentra 
en la misma oración del artículo. 


Resolver si hay lugar a la causa, no es otra cosa 
que la evaluación si existe o no ataque a la indepen- 
dencia del Poder Legislativo o a la independencia 
del legislador del cual se solicita el desafuero y si 
existen elementos de convicción suficientes que las 
irregularidades planteadas justifican el desafuero pa- 
ra que un Juez realice la indagación correspondiente 
y sea ese Poder del Estado que defina si debe ser 
procesado o no de acuerdo a los hechos imputados. 


El intento de darle otro alcance y trámite a este 
artículo supondría una absoluta desnaturalización 
del concepto de fueros, tergiversando las razones 
históricas por la cual nacieron; la creación injustifi- 
cada y a nuestro entender inconstitucional de un 
verdadero privilegio político de los legisladores que 
se arrogarían el derecho a ser primero juzgados por 
sus pares y luego por los Jueces de la República 
como cualquier ciudadano. 


Esto en definitiva implica un atentado a la demo- 
cracia republicana representativa y un deterioro de 
la credibilidad del sistema democrático en su con- 
junto y de sus actores en particular. 


Otro elemento a tener en cuenta de este ar- 
tículo 114 es que cuando establece “ni aun por los 
delitos comunes que no sean de los detallados en el 
artículo 93” significa que no pueden ser la “violación 
de la Constitución u otros delitos graves”, en cuyo 
caso el procedimiento correcto sería el del juicio po- 
lítico (artículos 93, 102 y 103) y no este del desafue- 
ro previsto en el artículo 114. Incluso la diferencia 
más importante entre ambos Institutos jurídicos, es 
que el juicio político es en la única situación donde el 
Parlamento cumple una verdadera función jurisdic- 
cional por mandato constitucional. 


Este punto se debatió en algunos pedidos de de- 
safuero en el pasado y en particular en el año 1972 
cuando la solicitud de desafuero del señor Repre- 
sentante Ferrer fue por atentado a la Constitución 
por parte de un Juzgado Militar. 


En esa oportunidad fueron consultados por parte 
de la Comisión los Doctores Jiménez de Aréchaga y 
Korseniak, quienes sostuvieron que el procedimiento 
a seguir para los delitos del artículo 93 -violación de 
la Constitución u otros delitos graves- era el juicio 
político, en la cual intervienen las dos Cámaras, y no 
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el desafuero, que es una mera suspensión y no una 
destitución y lo resuelve una sola Cámara. Este fue 
el criterio que la Cámara de Representantes sostu- 
vO. 


Si el pedido de desafuero fuera por alguno de los 
delitos previstos en el artículo 93, habría que negar- 
lo, decidiendo que no procede el desafuero sino otro 
procedimiento que es el juicio político. 


Este extremo tampoco se encuentra planteado 
en el caso que nos convoca. 


111) Sobre los cuestionamientos a los delitos 
previstos en los artículos 160 y 162 
del Código Penal 


De acuerdo a lo sostenido sobre lo que debemos 
evaluar cuando se solicita el desafuero del legislador 
es claro que no entraremos en un detallado comen- 
tario de la pertinencia o no de la solicitud de proce- 
samiento del señor Fiscal. 


Aunque del estudio del expediente remitido con- 
cluimos en la convicción que existen elementos sufi- 
cientes como para habilitar la comparecencia del le- 
gislador referido a la audiencia prevista en el ar- 
tículo 126 del Código del Proceso Penal. 


Sin embargo existieron cuestionamientos, por 
parte de los asesores letrados del diputado Casas, 
en la Comisión con respecto a la constitucionalidad 
del artículo 162 del CP, a la pertinencia de la aplica- 
ción del delito previsto en el artículo 160 del CP y 
quejas de lo actuado por el señor Juez hasta este 
estadio de la causa. 


Con respecto a la primera consideración de la 
supuesta inconstitucionalidad del artículo 162 del 
CP, nuestro ordenamiento jurídico prevé la posibili- 
dad del planteo de la acción de inconstitucionalidad 
como defensa por la vía de excepción de acuerdo a 
lo preceptuado por el numeral 2* del artículo 258 de 
la Constitución Nacional y la de oponerla en cual- 
quier procedimiento judicial. 


Este es el camino que debe seguir la defensa del 
Representante Casas si se considera lesionado en 
su interés directo, personal y legítimo porque quien 
declara inconstitucional por razón de forma o de 
contenido una ley es la Suprema Corte de Justicia 
(artículo 257 de la Constitución Nacional) y no la 
Cámara de Representantes. 


Es incorrecto sostener que como el señor Juez 
no ha utilizado la posibilidad de solicitar de oficio la 
declaración de inconstitucionalidad y su inaplicabili- 


dad entonces está “viciado procesalmente su actua- 


ción“ como manifestó el Dr. Gonzalo Aguirre, porque 
de forma profundamente equivocado se sostuvo que 
el Juez debía solicitarla de oficio, cuando la Consti- 
tución Nacional dice meridianamente claro en el pe- 
núltimo inciso del citado artículo 258: “El Juez o Tri- 
bunal que entendiere en cualquier procedimiento ju- 
dicial, o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
en su caso, también podrá solicitar de oficio la de- 
claración de inconstitucionalidad y su inaplicabilidad, 
antes de dictar resolución”, por lo que nuevamente 
carece de sustento lo planteado. 


Para mayor abundamiento, el Parlamento Nacio- 
nal en el año 1998 revisó este delito y no solamente 
lo mantuvo sino que además le agravó la pena, con 
el objetivo expreso de dar una señal contra las acu- 
saciones de corrupción pública, así como se aprobó 
la Ley N* 17.060. 


En cuanto a las consideraciones sobre la perti- 
nencia del delito de Fraude previsto en el ar- 
tículo 160 del CP de acuerdo a la conducta del Re- 
presentante Nacional Casas, es en la oportunidad 
procesal correspondiente frente al Juez que deben 
ser planteadas ya que quien juzga es el Juez y no la 
Cámara como se ha sostenido en todo este Informe. 


En cuanto a las quejas de la actuación y las deci- 
siones procesales del señor Juez, también existe la 
posibilidad por parte de la defensa de plantear la re- 
cusación del Juez de la causa si cree tener elemen- 
tos para ello, pero no compete a la Cámara emitir 
dictámenes con respecto a estos procederes. 


En definitiva, de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 114 de la Constitución Nacional hemos 
evaluado en primer lugar si existen elementos que 
ataquen la independencia o integridad del Poder Le- 
gislativo o la del Representante Nacional referido, 
queremos ser claros y terminantes en nuestras con- 
clusiones: 


a) Hemos llegado sin hesitación y sin la mas mí- 
nima duda a la conclusión que no ha surgido 
ningún móvil espurio, ni indicio de persecución 
política por parte de los Poderes Ejecutivo y 
Judicial que invalide la solicitud de desafuero. 


b) Del estudio del expediente remitido conclui- 
mos en la convicción que existen elementos 
suficientes como para habilitar la compare- 
cencia del legislador referido a la audiencia 
prevista en el artículo 126 del Código del Pro- 
ceso Penal. 


En consecuencia, de acuerdo al artículo 114 de 
la Constitución se debe hacer lugar a la formación 
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de causa y suspender al señor Representante Na- 
cional Alberto Casas en sus funciones, quedando a 
disposición del Tribunal competente. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2007, 


DIEGO CÁNEPA Miembro  Infor- 
mante, GUSTAVO  BERNINI, 
EDGARDO ORTUÑO, JORGE 
ZÁS FERNÁNDEZ, IVÁN 
POSADA, dejo constancia, en 
mérito a las facultades que me 
confiere el inciso segundo del ar- 
tículo 132 del Reglamento de la 
Cámara de Representantes, que 
acompaño los fundamentos y las 
conclusiones del Informe en 
mayoría. 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


En respuesta al Mensaje N* 23/2007 procedente 
de la Suprema Corte de Justicia, la Cámara de Re- 
presentantes, resuelve que hay lugar a la formación 
de causa y en consecuencia declara suspendido en 
sus funciones al señor Representante Nacional Al- 
berto Casas, quedando a disposición del Juzgado 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 17 
Turno, a los efectos de prestar declaración al ampa- 
ro de lo establecido en el artículo 126 del Código del 
Proceso Penal y posterior resolución de su situación 
procesal, solicitándose a la Suprema Corte de Justi- 
cia la comunicación de la decisión adoptada. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2007. 


DIEGO CÁNEPA, Miembro Informante, 
GUSTAVO BERNINI, EDGARDO 
ORTUÑO, JORGE ZÁS FERNÁN- 
DEZ. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MINORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración aconseja a la Cámara 
de Representantes no hacer lugar a la solicitud de 
desafuero del señor Representante Nacional Dr. Al- 
berto Casas, solicitada por el señor Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de 17* Turno, en virtud 
de los siguientes fundamentos de hecho y de dere- 
cho. 


La Constitución de la República establece en su 
Artículo 114: “Ningún Senador o Representante, 


desde el día de su elección hasta el de su cese, 
podrá ser acusado criminalmente, ni aun por de- 
litos comunes que no sean de los detallados en 
el artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la 
cual, por dos tercios de votos del total de sus 
componentes, resolverá si hay lugar a la forma- 
ción de causa, y, en caso afirmativo, lo declarará 
suspendido en sus funciones y quedará a dispo- 
sición del Tribunal competente”. 


Debemos, pues, introducirnos a un terreno cuasi 
jurisdiccional, a los efectos de determinar si hay lu- 
gar a la formación de causa. No es este el único ca- 
so en que la Constitución encomienda a los legisla- 
dores este tipo de actividad. Tal es el caso del ar- 
tículo 303, el cual constituye a la Cámara de Repre- 
sentantes en una especie de tribunal de alzada ante 
la cual se pueden recurrir los decretos de la Junta 
Departamental y las resoluciones del Intendente 
Municipal “contrarios a la Constitución y a las 
leyes”; o el incluso más grave del artículo 93 por el 
cual se le confiere a la Cámara de Representantes 
“el derecho exclusivo de acusar ante la Cámara 
de Senadores a los miembros de ambas Cáma- 
ras, al Presidente y el Vicepresidente de la Re- 
pública, a los Ministros de Estado, a los miem- 
bros de la Suprema Corte de Justicia...por 
violación de la Constitución u otros delitos 
graves, después de haber conocido sobre ellos 
a petición de parte o de algunos de sus miem- 
bros y declarado haber lugar a la formación de 
causa”. 


I) DE LA FORMACIÓN DE CAUSA 


Quiere decir que el constituyente estableció, cla- 
ramente, que antes que proceda acto jurisdiccional 
alguno, en el caso de un legislador, hay una cues- 
tión de previo y especial pronunciamiento, que es 
decidir si hay lugar a la formación de causa. La Cá- 
mara debe juzgar, analizar y resolver antes de la de- 
cisión del Juez si su requerimiento es fundado. Ya el 
profesor Justino Jiménez de Aréchaga, en “La 
Constitución Nacional” enseñaba: “La Cámara res- 
pectiva deberá tomar conocimiento de esta in- 
formación. Pero no está obligada a pasar por 
ella. Por el contrario, como lo dejó sentado la 
Cámara de Senadores en el año 1858, la Cámara 
tiene el derecho de conocer por sí misma las cir- 
cunstancias de hecho o los actos en los cuales 
haya intervenido el Legislador. Para tal efecto, 
podrá designar una Comisión que se encargue 
de investigarlos. La Cámara debe actuar con ab- 
soluta independencia, porque está defendiendo 
su propia integridad. De ningún modo puede 
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aceptarse que ella esté obligada a considerar los 
hechos a través de la versión que le proporcione 
un funcionario dependiente de otro poder”. 


El doctor Cassinelli Muñoz, en el tomo Il de su li- 
bro “Derecho Público”, dice: “A diferencia de los 
particulares, que pueden ser procesados según 
la opinión del Juez, sobre la base de las pruebas 
aportadas, los legisladores solo pueden ser pro- 
cesados según la opinión de su Cámara y no de 
la del Juez. Por ejemplo: si se lo encuentra infra- 
ganti delito se lo detiene y se da cuenta a la Cá- 
mara en lugar de dársele cuenta al Juez”. 


II) DE LOS FUEROS 


Mucho se ha discutido y se discute acerca del 
instituto de los fueros parlamentarios. ¿Por qué un 
parlamentario debe tener un estatuto diferente que 
el de los demás? ¿Es, acaso, un privilegio personal 
que lo eleva por sobre el resto de la humanidad? 
Rotundamente no. Los fueros parlamentarios existen 
para salvaguardar la independencia de uno de los 
poderes del Estado que es intrínsecamente débil, 
puesto que no tiene otra fuerza que defienda a sus 
integrantes que esta, de los desbordes de los otros 
poderes. Hay que recordar que la tarea del legisla- 
dor es, por sobre toda otra, la de opinar. Si no estu- 
viera consagrado un estatuto legal para proteger su 
independencia, el legislador podría quedar al arbitrio 
de un juez, un fiscal o un Poder Ejecutivo arbitrarios 
que atropellaran su independencia de criterio y por 
lo tanto desnaturalizaran el necesario equilibrio de 
los poderes. 


Esto no es ninguna elucubración abstracta, sino 
que la historia así lo marca. No solo la antigua, sino 
la muy cercana de nuestro país. ¿Qué otra cosa fue 
sino un atropello del Poder Ejecutivo de la época, 
presidido por Juan María Bordaberry, al Poder Le- 
gislativo, la solicitud de desafuero por parte de la 
Justicia militar al senador Enrique Erro? Se dijo que 
el procesamiento del Senador se hacía de cualquier 
manera: con o sin desafuero. Allí está el ejemplo 
más claro de cómo uno de los poderes etáticos in- 
vade las prerrogativas de otro de los poderes y se 
produce el desequilibrio que lleva inevitablemente a 
que el que posee la fuerza prevalezca, en forma ile- 
gítima, avasallando Constitución y leyes y culminan- 
do con un golpe de Estado que, a su vez, terminó 
con los derechos de los ciudadanos. 


Mutatis mutandis, defender la soberanía del Po- 
der Legislativo no es otra cosa que defender, en úl- 
tima instancia, los derechos del pueblo, de las per- 
sonas que conforman una nación. 


El doctor Justino Jiménez de Aréchaga dice, en 
“La Constitución Nacional”. “Este principio de 
irresponsabilidad es el que se llama también li- 
bertad de palabra o libertad de voto y discurso y, 
en el Derecho parlamentario inglés, “freedom of 
speach”. Es, en síntesis, un privilegio, es decir 
una ley privada o especial relativa al Legislador, 
destinada a proteger la libertad de acción del 
Cuerpo y no de cada uno de los integrantes par- 
ticulares, este privilegio es irrenunciable”. 


El doctor Gonzalo Aguirre, que acompañó en su 
carácter de asesor letrado al señor Representante 
Nacional Alberto Casas en su comparecencia ante la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración de la Cámara de Represen- 
tantes profundiza el concepto: “Entiendo que este 
tema hay que analizarlo en el contexto constitu- 
cional y no examinar el artículo 114 como una 
norma aislada, porque forma parte de un sistema 
de protección de la independencia de las Cáma- 
ras frente a los demás centros de poder y del 
Gobierno, de manera de garantizar no solo la in- 
dependencia de las Cámaras sino la indepen- 
dencia de sus integrantes”. 


11) DEL PRESIDENTE DE OSE, 
INGENIERO CARLOS COLACCE 


El actual Presidente de OSE, el ingeniero Carlos 
Colacce, a pocos días de radicada la denuncia penal 
por la cual ponía en conocimiento de la Justicia su- 
puestos actos irregulares de miembros del anterior 
Directorio de OSE, manifestó el día 21 de setiembre 
de 2005, a la opinión pública de nuestro país, lo si- 
guiente: “La situación de Alberto Casas, que es- 
taba siendo nombrado, digamos, como involu- 
crado en ciertas irregularidades, si bien nosotros 
veníamos manteniendo silencio porque no nos 
gusta manejar nombres en estas circunstancias, 
seguramente al haber sido Director del Organis- 
mo quedó involucrado en una nómina. Nosotros 
no tenemos ningún elemento que diga que Alber- 
to Casas ha cometido algún tipo de irregularidad. 
Así que quiero dejar bien claro esto”. Repregun- 
tado por el periodista, contestó: “Yo no tengo 
ningún elemento que determine que haya habido 
alguna irregularidad de Casas. Por el contrario”. 


IV) DEL JUEZ Y EL FISCAL 


Trátase de desentrañar si la decisión judicial de 
pedir el desafuero y el correspondiente dictamen fis- 
cal están arreglados a derecho o son la expresión de 
un voluntarismo subjetivo que ha invadido, sucesi- 
vamente, al Juez y Fiscal de esta causa. Es decir si 
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estamos ante un caso de judicialización de la políti- 
ca. 


A) Fraude 


¿Qué es lo que se debe probar en el caso del 
delito de fraude? 


Fraude deriva del latín “fraus-dis” que significa 
“daño causado a alguien”. 


Dicha figura delictiva presupone que se actúe de 
la siguiente manera: a) que se proceda con enga- 
ño; b) que se dañe a la Administración y c) que la 
finalidad sea beneficiarse económicamente el 
agente o un tercero. 


Resulta oportuno transcribir parte de la deposi- 
ción ante la Comisión de Constitución del doctor 
Gustavo Bordes: “Debe probarse entonces que el 
señor Casas, en su calidad de Director de OSE y 
actuando de mala fe, procedió a engañar, actuó 
con estratagemas para favorecer a que personas 
de su secretaría cobraran por viajes no realiza- 
dos. Las personas a las que se refiere el señor 
fiscal son Miguel Adán y Juan Fernández, fun- 
cionarios de la secretaría que concurrían al inte- 
rior del país. Sin embargo, ni de la propia inves- 
tigación administrativa de OSE ni del propio pre- 
sumario penal surge que estos funcionarios no 
hayan realizado los viajes al interior”. 


Antes bien, los propios funcionarios solicitaron 
prueba testimonial de señores Intendentes que es- 
taban en conocimiento de su trabajo y sus visitas, de 
choferes que los conducían, pero la Sede no hizo 
lugar a dicha prueba que era fundamental para de- 
mostrar la veracidad de las mismas. ¿Por qué se 
negaron estas diligencias que eran fundamentales? 


Lamentablemente, en este caso, el Juez ha ac- 
tuado sin reconocer el derecho al diligenciamiento 
de prueba consagrado en el artículo 113 del Código 
del Proceso Penal, en la redacción dada por la Ley 
NO 17.773, de 20 de mayo de 2004, cuando el fun- 
damento de la modificación y de esa potestad pro- 
batoria es el de poner en pie de igualdad al Defensor 
y al Fiscal, así como el reclamo a los jueces de velar 
por esa igualdad, como lo destaca el Informe de esta 
Asesora de 17 de setiembre de 2003, al poner a 
consideración de la Cámara de Representantes ese 
proyecto de ley. Son muy elocuentes, por cierto, las 
manifestaciones de los señores Representantes al 
discutir esa modificación en el Pleno, habiendo in- 
tervenido los señores Legisladores Orrico, Barrera, 
Bergstein, entre otros, quienes destacaron el avance 
que ello significa en el ámbito de los derechos hu- 


manos, las garantías individuales y el debido proce- 
so. Lo cual, por otra parte, era un reclamo del Cole- 
gio de Abogados y de prestigiosos catedráticos en la 
materia. Pero, reiteramos, en este caso, no se actuó 
de acuerdo al principio de protección de las garan- 
tías. 


Por otra parte, pero no menos importante, el 
doctor Alberto Casas, como Director de OSE, nunca 
firmó un trámite de viático de sus secretarios ni es- 
taba dentro de sus cometidos autorizar los mismos. 
Dichos trámites, así como su pago, estaban y están 
regulados por un Reglamento de Viáticos cuyo con- 
tralor lo ejercía una Comisión Especial integrada por 
el subjefe de la Dirección Jurídica, Subgerentes ge- 
nerales, Gerente de Recursos Humanos, Gerente 
del Departamento Financiero Contable y el Gerente 
General, que son los que intervenían en todo el pro- 
ceso de adjudicación, liquidación y pago de los viáti- 
cos cuestionados. En ninguno de esos momentos 
intervenía el Director Casas. A la vez que el proce- 
dimiento era meridianamente claro a través de dicho 
Reglamento, nunca hubo, en el período de actuación 
del doctor Casas en la OSE, observaciones a la le- 
galidad del procedimiento por el Tribunal de Cuentas 
ni del órgano auditor interno, la Inspección General. 


¿Dónde está el procedimiento intencionalmente 
engañoso del doctor Casas, elemento fundamental 
para configurar el delito de fraude? Brilla por su au- 
sencia. 


¿Dónde está el daño a la Administración si todo 
está documentado y avalado por una Comisión y un 
Reglamento de Viáticos perfectamente ajustado a 
derecho y plenamente vigente al tiempo de realizar- 
se las encomiendas a los funcionarios? 


Nada está probado y todo mal diligenciado, tanto 
es así, que, como se dijo, no se admitió prueba tes- 
timonial clave para el caso. Esto indica que la sen- 
tencia judicial tiene vicios inadmisibles para una 
buena administración de justicia. El juez nunca debió 
cursar la solicitud de desafuero sin haber antes 
agotado todas las instancias que el proceso penal 
establece como garantía para el administrado. 


Nota aparte cabe al dictamen fiscal. El señor Fis- 
cal lo que debe probar es que estos dos funcionarios 
no concurrieron a realizar los encargues encomen- 
dados en el interior del país. En ningún lado se 
prueba que los señores Miguel Adán o Juan Fer- 
nández no hayan concurrido al interior: ni de la in- 
vestigación administrativa de OSE ni del propio ex- 
pediente penal. En ningún pasaje de su vista en el 
capítulo |) sobre el cobro de viáticos por funcionarios 
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del organismo el Fiscal aporta prueba alguna. Antes 
bien, para nuestro asombro, en el punto 1.2 de dicho 
capítulo dice: “Sobre los hechos narrados se han 
recogido los siguientes indicios”(!!!). Es necesa- 
rio recordar que estamos hablando en la órbita del 
derecho penal y lo único que aporta el señor Fiscal 
son “indicios”. 


Los señores Adán y Fernández pidieron que de- 
clararan el Intendente Municipal de Durazno, el In- 
tendente Municipal de Florida, las comisiones ba- 
rriales de las distintas localidades adonde desempe- 
ñaron funciones y, tal como se dijo, no se hizo lugar 
a esa prueba fundamental, lo cual parece ser un de- 
satino desde el punto de vista jurídico o incluso la 
negación de justicia. 


Podemos afirmar rotundamente que no hay 
pruebas de que los dos funcionarios aludidos no ha- 
yan concurrido a los lugares comisionados. No hay 
prueba alguna. Y esa es la tarea del señor Fiscal: 
probar la culpabilidad, cosa que ha incumplido a ca- 
balidad. 


B) Abuso de funciones en casos 
no previstos especialmente por la ley 


El propio “nomen iuris” de esta figura delictiva 
prevista en el artículo 162 del Código Penal nos ha- 
bla de la inconstitucionalidad del mismo, puesto que 
todo lo que no está previsto en la ley debe estar 
permitido, es lícito. Es inconstitucional porque viola 
un principio esencial del Derecho, el de legalidad. 
Según el mismo, toda conducta delictiva debe ser 
escrita y estricta, o sea clara. 


El doctor Gustavo Bordes lo dijo en la Comisión 
de Constitución y Códigos: “Cuando el legislador 
identifica determinadas conductas, a los efectos 
de separarlas de las conductas lícitas, nos tiene 
que describir cabal y estrictamente qué es lo que 
nosotros no podemos hacer para que, por lo tan- 
to, esa conducta se transforme en delictiva. ¿Por 
qué va a ser delictiva? Porque va a lesionar o 
poner en peligro de alguna manera un determi- 
nado bien jurídico que es importante para la 
convivencia en común de nuestra sociedad”. 


Queda claro que este tipo delictivo no cumple 
con el principio básico de legalidad, que es uno de 
los principios en los cuales el Estado fundamenta su 
derecho y poder de castigar. Si no se cumple ese 
principio así como el de culpabilidad o el de lesivi- 
dad, el Estado no tiene derecho a castigar ciertas 
conductas. Antes bien, en un Estado democrático y 
de derecho, el poder de castigar tiene una barrera 


muy clara que es que se configuren esos presu- 
puestos. El artículo 162 es todo lo contrario a los 
principios del derecho penal y de un Estado demo- 
crático y de derecho. 


El doctor Miguel Langón Cuñarro, profesor grado 
V de la Facultad de Derecho y de la Universidad de 
Montevideo, dice respecto del artículo 162 del Códi- 
go Penal: “Este es uno de los delitos más lamen- 
tables, por su corte claramente autoritario, que 
existe en nuestra legislación. En efecto, su pro- 
pio nombre denuncia su flagrante violación al 
principio de legalidad ya que reconoce que se 
trata de abusos no previstos especialmente por 
la ley, y lo no previsto expresamente por la ley 
no debe ser delito”. “Y es el caso que el derecho 
penal liberal y democrático rechaza la existencia 
de delitos innominados, o sea de aquellos en 
que, como en el objeto de estudio, no existe una 
descripción concreta del hecho punible, y que, 
por la forma en que deben ser integrados, vulne- 
ran la regla de la prohibición de analogía. En de- 
finitiva, serán delictivas las conductas abusivas 
que los magistrados entiendan que lo son, sin 
poderse determinar concretamente, con antici- 
pación, cuáles son los lineamientos del supuesto 
de hecho, cual es la descripción típica de lo 
prohibido”. 


Por encima de estas consideraciones de fondo 
sobre el delito de abuso de funciones, vamos a de- 
mostrar que el señor Representante Nacional Al- 
berto Casas no ha rozado, tan siquiera, los presu- 
puestos de hecho establecidos en el artículo 162 del 
Código Penal para configurar dicho delito. 


¿De qué se lo acusa al ex Director de OSE Al- 
berto Casas? 


a) En la vista fiscal se acusa “a los señores Di- 
rectores de OSE el dar órdenes de que los 
coches a ellos asignados fueran enviados pa- 
ra su mantenimiento y reparación al taller 
Puerta Grande”. De la lectura pormenorizada 
del dictamen fiscal no surge una sola prueba 
del hecho imputado. Ninguna. Lo que sí surge 
de los distintos testimonios es que la respon- 
sabilidad del área de mantenimiento y repara- 
ción de los automotores de OSE era del señor 
gerente del Departamento de Servicios Gene- 
rales. Lo que también surge de todo el expe- 
diente es que la OSE hacía 20 años que 
mandaba a reparar los automóviles a dicho 
taller y se constató que las actuales autorida- 
des también lo hicieron con idénticos proce- 
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b) 


dimientos (Resoluciones de Directorio 


NO 212/06 y N* 537/06). 


Pero es necesario saber y dar a conocimiento 

de la Cámara de Representantes un hecho 
muy significativo que el señor fiscal segura- 
mente no averiguó. ¿Cuánto dinero gastaba la 
OSE en el mantenimiento de su flota de au- 
tomotores antes de que el señor Alberto Ca- 
sas integrara su Directorio y cuánto al mo- 
mento de su renuncia? Pues aquí va la res- 
puesta: en el año 2000, antes de su ingreso, 
el gasto fue de US$ 700.000 y en el año 2002, 
último en que estuvo, US$ 250.000. Si hubiera 
que poner un ejemplo de buena administra- 
ción de los recursos del Estado, seguramente 
tendríamos que recurrir a este. 


Se imputa al Directorio de OSE el haber pro- 
piciado -mediante perforaciones- el suministro 
de agua a instituciones sin fines de lucro, co- 
mo ser clubes deportivos, escuelas, hogares 
de ancianos. Debe destacarse que en esas 
obras no intervinieron contratistas privados. 
Se ejecutaron mediante convenio con el Ejér- 
cito Nacional. Las obras procuraron que esos 
sectores de población tuvieran acceso al 
agua, de acuerdo a los fines sociales de la 
Carta Orgánica de OSE. No puede despren- 
derse de esto que exista una conducta recri- 
minada penalmente. Sin embargo, el señor 
Fiscal dice que: “La conducta de los indicados 
ex Directores ...encuadra en el delito de abuso 
de funciones en casos no previstos especial- 
mente por la ley”. 


El propio fiscal pone los ejemplos de la acu- 
sación, llevar agua potable a determinadas 
asociaciones: Centro de Protección de Chofe- 
res, Club River Plate de Florida y Club Univer- 
sal de San José. Debe quedar claro que nin- 
guna de esas obras fueron decididas o eje- 
cutadas en el período en que el doctor Casas 
integró el Directorio de OSE. Casas renunció 
el 30 de octubre de 2003. Sin embargo, el se- 
ñor Fiscal no puntualiza dichos aspectos en 
su imputación. 


Lo más llamativo es que el actual Directorio 
de OSE, que es el que hizo la denuncia, con- 
tinúa realizando dichas perforaciones en be- 
neficio de asociaciones civiles sin fines de lu- 
cro, como surge del Acta de Directorio del 26 
de junio de 2006 aduciendo razones de inte- 
rés social. Cosa que nos parece muy bien. Lo 


c) 


que no nos parece correcto es decir una cosa 
y hacer lo contrario. Según el dictamen fiscal 
estas obras no estarían “comprendidas en las 
finalidades para las cuales los fondos habían 
sido creados”. 


No hay ningún presupuesto de hecho que 
encuadre dichas acciones en el delito de abu- 
so de funciones. El fiscal no aporta ninguna 
prueba de ningún acto administrativo que ha- 
ya excedido de las competencias de la OSE. 
Antes bien, como acertadamente estableció el 
doctor Gustavo Bordes en su comparecencia 
ante esta Asesora: “Me parece estupendo 
que la OSE, si dispone de ese rubro, cola- 
bore con una asociación de baby fútbol, en 
la que lo único que se hace es brindarle 
agua potable a un montón de niños, ade- 
más allí funciona un merendero. No creo 
que eso esté fuera del estatuto de la OSE 
que tiene un contenido evidentemente so- 
cial”. 


¿Dónde está la arbitrariedad, dónde el interés 

espurio? ¿Dónde está el perjuicio inferido a la 
Administración o a los particulares? Ninguno 
de estos presupuestos se ha dado, por lo 
tanto no hay abuso de funciones alguno. 


Con la Suprema Corte de Justicia en senten- 

cia número 248 de 2007, en casación de un 
delito de abuso de funciones atribuído a un ex 
Director de Aduanas: “Se coincide con la 
discordia en cuanto a que en autos no sur- 
ge articulado el perjuicio (moral o material) 
inferido por la conducta del imputado a la 
Administración o a los particulares reque- 
rido como referencia subjetiva del art. 162 
del Código Penal, expresión que al decir de 
Bayardo Bengoa ...es..la pauta psíqui- 
ca...que sirve de base a la intención del 
sujeto activo”. VII) En conclusión, estima la 
mayoría de la Corte, que la Sala de mérito 
aplicó erróneamente el art. 162 del Código 
Penal al no ponderar la ausencia del per- 
juicio para la Administración, legalmente 
requerido, por lo que corresponde casar la 
sentencia recurrida y absolver al imputa- 
do”. 


Por último, se acusa al señor Alberto Casas 
de haber incurrido en el delito de abuso de 
funciones por la gestión del Directorio de OSE 
en cuanto a la contratación de la publicidad 
oficial. El cargo es la “inexistencia de una dis- 
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tribución equitativa e imparcial de la publicidad 
en función de los criterios previstos por la ley 
orgánica”. 


Lo primero que debemos dejar claro es cuál 
fue el comportamiento en cuanto a contrata- 
ción de publicidad en el período 2001 al 2003, 
en el cual Casas fue miembro del directorio de 
OSE. En el año 2000 se gastó US$ 500.000, 
en 2001 se gastó US$ 200.000 y en el año 
2002 se gastó solamente US$ 150.000. 
Nuevamente, si hubiera que mostrar un ejem- 
plo de buena administración del dinero de los 
contribuyentes habría que ir a este. 


Pero es bueno decir en qué se gastó ese cada 
vez más menguado dinero en publicidad. Fue 
en las campañas para que la gente se co- 
nectara al servicio de saneamiento que en ca- 
da departamento se hacían. Lo dice con elo- 
cuencia el Diputado Casas cuando concurrió a 
esta Comisión: “Por las obras emprendidas 
en San José se realizó la difusión de inte- 
rés de los vecinos y de OSE y no en bene- 
ficio de persona o colectividad. El señor 
Juez en declaraciones a la prensa, sostie- 
ne que el criterio de buen administrador 
sería el que toma en cuenta si una inver- 
sión en publicidad en determinado lugar 
puede resultar favorable o no a la Adminis- 
tración. El beneficio, tanto para la sociedad 
como para OSE está plenamente confirma- 
do por la cantidad de nuevas conexiones a 
la red de saneamiento. Todo redundó en 
una mejora de salud personal y ambiental 
de la población. En los barrios en los que 
se instaló el saneamiento, los índices de 
hepatitis y de otras enfermedades de ori- 
gen hídrico han disminuído notablemente. 
La Organización Mundial de la Salud se- 
ñala muy claramente que por cada dólar 
que se invierte en materia de saneamiento 
se ahorran US$ 10 en gastos de salud. ¡Así 
que si podrá ser fácilmente recuperable la 
inversión que hizo el organismo!”. 


DEL JUEZ 


Finalmente, me permito transcribir una perla que 
el señor Juez de la causa estampó, cual gobernante 
y no como administrador de justicia: “Conviene de- 
jar asentado que, fuera de las comunicaciones 
necesarias para atender el fin específico, no se 
entiende el porqué un ente monopólico estatal, 
en medio de una debacle económica debe utilizar 


sus escasos recursos en publicitarse cuando re- 
sulta razonablemente lógico que ese mismo di- 
nero invertido en obras redundaría en una am- 
pliación y mejora en la calidad del servicio que 
se brinda a los usuarios y así el retorno de la in- 
versión estaría plenamente asegurado”. 


Por supuesto que el señor Juez no se preocupó 
de constatar que la publicidad descendió de 
US$ 500.000 a US$ 150.000 ni que la misma era 
contratada para difundir el nuevo plan de sanea- 
miento y la inscripción de los usuarios. 


El señor Juez está para administrar justicia y no 
para opinar sobre la conveniencia o inconveniencia 
de un acto administrativo. En todo caso su función 
es opinar sobre la legalidad del mismo. 


El doctor Gustavo Bordes lo dice claramente en su 
exposición ante esta Asesora: “Son cosas que no le 
corresponden al Juez, le están vedadas. Lo que el 
Juez debe saber es si una determinada conducta 
o acción se adecua típicamente a una descripción 
previa, escrita y estricta por el legislador. Si eso 
no ocurre, tiene que decir: se archiva porque no 
veo cuáles son las responsabilidades. Pero de 
ninguna manera debe hacer consideraciones de 
tipo político-administrativas”. 


No surge, en parte alguna de los obrados, el 
perjuicio moral o material inferido por la conducta del 
imputado a la Administración o a los particulares re- 
querido como referencia subjetiva del artículo 162. 
Por el contrario, debe extraerse de una lectura 
atenta y conciente de los testimonios, que el directo- 
rio de OSE fue disminuyendo drásticamente el gasto 
en publicidad y que el mismo fue usado solo para 
difundir las obras en realización. 


Asimismo, la justicia penal no está llamada a juz- 
gar el mérito, oportunidad o conveniencia de los ac- 
tos administrativos, los que, para su impugnación, se 
rigen por principios propios y procedimientos ajenos 
a un proceso penal. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2007. 


GUSTAVO BORSARI BRENNA, Miem- 
bro Informante, LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, JORGE MUTIO. 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


VISTO el Mensaje N* 23/2007, enviado por la 
Suprema Corte de Justicia por Oficio N* 119/2007 
proveniente del Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de 17% Turno, la Cámara de Repre- 
sentantes resuelve que no hay lugar a la formación 
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de causa por no haberse cumplido los extremos pre- 
vistos por la Constitución de la República. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2007, 


GUSTAVO BORSARI BRENNA, Miem- 
bro Informante, LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, JORGE MUTIO". 


———Léase el proyecto en mayoría. 
(Se lee) 

———Léase el proyecto en minoría. 
(Se lee) 

——HEn discusión. 

SEÑOR CASAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CASAS.- Señor Presidente: como se podrán 
imaginar, este es un día esperado pero triste. Entre 
todas las imputaciones que se nos hacen, quiero re- 
cordarles lo que fue nuestro pasaje por la OSE en 
representación del Partido Nacional, en minoría, que 
abarcó el período comprendido entre el 16 de enero 
de 2001 y el 30 de octubre de 2003. 


Al asumir mi cargo en dicho organismo, existía 
un déficit de caja proyectado para el año 2001 de 
US$ 24:000.000 y atrasos de hasta ocho meses en el 
pago de las obligaciones a proveedores. La actuación 
del Directorio que integré permitió revertir la situa- 
ción señalada, y el resultado no fue deficitario, sino 
que se obtuvo un superávit de US$ 4:500.000, que- 
dando asimismo una previsión favorable para los 
años venideros. 


En ese mismo período se eliminó el atraso en el 
pago a proveedores, lo que trajo aparejada la elimi- 
nación del costo financiero que antes incluían los 
precios cotizados al organismo. Es así que en los ru- 
bros publicidad, locomoción contratada, locomoción 
oficial, telefonía, horas extras y viáticos, entre los 
años 2000 y 2002 sucesivamente fueron bajando en 
forma bastante acentuada. Lo que en el año 2000 
insumió  US$11:050.000, en 2002 costó 
US$ 4:570.000, O sea US$ 6:480.000 menos. A pe- 
sar del déficit inicial y de la crisis económica de 
2002, se mejoró la gestión de la empresa y también 
se hicieron obras palpables y cuantificables en todo 
el país. 


En nuestro período de gestión, las redes de 
agua potable se extendieron en 1.300 kilómetros, 
llegando a un total aproximado de 12.000 kilóme- 
tros, creándose servicios en 58 nuevas localidades 
en todo el país, lo que significó alrededor de 63.000 
nuevas conexiones. De más está decir el beneficio 
que esto significó para todos aquellos que hasta 
entonces carecían de este vital elemento. 


También se incrementó, entre las obras ejecu- 
tadas y las previstas o proyectadas, en 553 kilóme- 
tros la red de saneamiento de todo el país, aumen- 
tando el número de nuevas conexiones al sanea- 
miento en 16.500, lo que equivale a un promedio de 
66.000 personas, con los beneficios que esto trae 
aparejado. 


Debemos destacar también que durante nuestra 
gestión se redujo el personal en 855 funcionarios. 


Pasaremos ahora a analizar las imputaciones 
que se nos hacen en el proceso penal por el que se 
solicita nuestro desafuero. 


El primer punto es el siguiente: "Imputación de 
un delito continuado de fraude por supuestas irre- 
gularidades en el cobro de viáticos”. 


Debo aclarar primeramente que no son viáticos 
personales, sino viáticos de los señores Adán y Fer- 
nández, únicos funcionarios del organismo vincula- 
dos a mi despacho que figuran como investigados 
por la Justicia, y exclusivamente por este asunto. 


En el sumario administrativo realizado el 25 de 
enero de 2006, el escribano Alves -sumariante de 
OSE- señala que los funcionarios concurrieron al lu- 
gar de destino de los viáticos. Leo textualmente: "No 
puede afirmarse que el funcionario Juan Gabriel Fer- 
nández no viajaba a los distintos destinos ya que esa 
era su función de acuerdo a las órdenes impartidas 
por el Director de la época". Y respecto al funciona- 
rio Adán señala textualmente: "lo que no implica 
afirmar incuestionablemente que el funcionario no 
viajara a los distintos destinos". 


Los informes de la oficina de sumarios y de la 
oficina jurídica de OSE relacionados a los señores 
Adán y Fernández no concluyen en que debía reali- 
zarse una denuncia penal respecto de ellos; solo re- 
fieren a una falta administrativa, aconsejando una 
sanción que no es la destitución. Sin embargo, am- 
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bos funcionarios fueron destituidos y denunciados 
penalmente. 


En cuanto al trámite del viático, en él no inter- 
viene el Director, que solo dispone la concurrencia 
del funcionario a determinada localidad. Si este 
traslado genera viáticos, estos son tramitados a nivel 
administrativo, sin intervención en ningún momento 
de ningún Director. 


Llama la atención poderosamente que se pida 
mi procesamiento, pero no el de los que participaron 
en dichos controles. 


Los señores Adán y Fernández percibieron viáti- 
cos solo en parte del período en que me desempeñé 
como Director, y afirmo categóricamente que lo hi- 
cieron por razones de mejor servicio del organismo y 
por el monto que correspondía. 


El personal que acompañó mi gestión -asesores, 
secretarios y demás- estaba compuesto por aproxi- 
madamente diez personas, de las cuales -y por las 
razones ya expresadas- cobraban viático solo dos, 
alguna vez y cuando correspondía. Que solo dos 
funcionarios los percibieran, y que lo hicieran solo en 
parte del período, demuestra claramente que mi 
despacho no era una fábrica de viáticos. Si, como di- 
ce el Fiscal, el objetivo hubiera sido su utilización 
"como forma de remuneración o compensación ac- 
cesoria" y, en consecuencia, se hubiera actuado con 
dolo, el cobro de viáticos se habría extendido du- 
rante todo el período y a todo el personal de mi se- 
cretaría. Con viáticos pagos cuando corresponde no 
hay daño para el organismo, y si no hay daño, no 
hay fraude. 


Con respecto al segundo punto, a la imputación 
de un delito de abuso de funciones por "dar órdenes 
de que los coches de los Directores fueran enviados 
para su mantenimiento y reparación solamente al ta- 
ller 'Puerta Grande", debo decir que es falso. 


El pronunciamiento del Ministerio Público se ba- 
sa en tres elementos. El primero de ellos es una in- 
vestigación administrativa tendenciosa, llevada ade- 
lante por un instructor especialmente designado a 
esos efectos, cuya función en OSE nunca fue preci- 
samente esa; una investigación administrativa en la 
que nunca fue llamado a comparecer quien final- 
mente resulta denunciado desde el punto de vista 
penal. Dicha investigación está plagada de errores y 
algunos de ellos, inclusive, fueron reconocidos en 


forma tardía ante la Justicia Penal. Llama la atención 
que en todo el procedimiento administrativo y penal 
nunca se interrogó a mi chofer, así como tampoco se 
tomaron en cuenta las declaraciones del propietario 
del taller Puerta Grande, quien afirma, entre otras 
cosas, que trabajó para OSE antes y después de mi 
mandato y siempre con idéntico procedimiento. El 
segundo punto de este pronunciamiento público se 
basa en las declaraciones del Gerente de Servicios 
Generales y del Subgerente General Administrativo. 
Ambos, al estar directamente involucrados por su 
participación material en los hechos denunciados -ya 
que eran ellos, precisamente, quienes firmaban toda 
la documentación-, realizan declaraciones tendencio- 
sas, tachables e interesadas, que son descartadas 
por el resto de las actuaciones y declaraciones. No 
es el Directorio, ni yo en forma personal, quien deci- 
día a qué taller se llevaría tal o cual vehículo, ni có- 
mo se abonaría. Es ridículo pensar que un Director 
-en este caso, nosotros- pudiera saber a qué taller 
se llevaban los vehículos en los departamentos de 
Artigas o de Rocha. Las reparaciones se efectuaban 
cuando habían sido emitidas las órdenes de trabajo 
por la Gerencia de Servicios Generales, siempre fir- 
madas por el Gerente o Subgerente del área. Si no 
existían dichas órdenes, no se podían realizar los 
trabajos ni tampoco cobrarlos. En ese sentido, las 
explicaciones dadas por el instructor y las afirmacio- 
nes realizadas en la denuncia no fueron lo suficien- 
temente claras como para que el Ministerio Público 
tomara decisión sobre este capítulo. Tanto es así que 
el Fiscal y el señor Juez solicitaron la realización por 
parte de OSE de una auditoría externa. Efectiva- 
mente, como el Juez y el Fiscal no tenían claro el 
tema, recomendaron a OSE llevar adelante una au- 
ditoría externa. Pero, para sorpresa de todos, el or- 
ganismo se declaró incapaz de contratar a una em- 
presa a estos efectos ya que, consultadas algunas de 
las que podrían haber realizado la auditoría - estamos 
hablando de auditorías de primer nivel-, manifiestan 
que es imposible desarrollarla con la documentación 
existente. Sorprendente, sí, pero más sorprendente 
aún es que, careciendo de la información que se 
consideraba necesaria para resolver, un Fiscal pida el 
procesamiento con prisión y un Juez le dé trámite. 


En cuanto al tercer punto, relativo a la imputa- 
ción de un delito de abuso de funciones por "irregu- 
laridades en la utilización de Fondos Permanentes" 
para tareas ajenas a la especialidad del ente, obras 


Martes 17 de julio de 2007 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 41 


en el Centro Protección Choferes, la Asociación Di- 
novoa, el Club Atlético River Plate de Florida y el 
Club Universal de San José, debemos decir que es 
falso por donde se lo mire. Debe quedar claro que 
todas estas obras mencionadas por el Fiscal se reali- 
zaron con posterioridad a mi desvinculación del or- 
ganismo: no participé en la decisión de su ejecución. 
El Fiscal erróneamente me imputa la perforación del 
Club Universal de San José, así como que todo lo 
ocurrido en San José es de mi responsabilidad, sin 
reparar en que renuncié al organismo el 30 de octu- 
bre de 2003. Respecto a este caso en particular, 
existe documentación enviada por el propio club a 
los efectos de que los colegas puedan verificar lo 
afirmado, donde se declara que la perforación fue 
realizada en el año 2004. 


Llama la atención la exposición pública que se 
le ha dado al tema, ante algo tan normal como es la 
ayuda a instituciones sociales sin fines de lucro, lo 
cual se hizo antes, durante y después de nuestra 
gestión, inclusive en el período actual. Las mismas 
personas que hicieron las denuncias hacen hoy do- 
naciones del mismo tenor, pero para este Juez lo 
nuestro es delito y lo que hace el actual Directorio 
no lo es. 


Pero lo más grave es lo siguiente. ¿Cómo se 
puede explicar que después de dos años y medio en 
que supuestamente el tema fue minuciosamente 
estudiado por el Fiscal y el Juez, se me responsabili- 
ce de una acción desarrollada fuera del período en 
que integré el Directorio? 


En el cuarto punto se hace la imputación de un 
delito de abuso de funciones por gestión relacionada 
con la publicidad oficial. Cuando integré el Directorio 
de OSE funcionó un plan piloto con un préstamo del 
Banco Mundial, con destino a la extensión de redes 
de saneamiento. Era condición de ese préstamo para 
realizar las obras que determinado número de veci- 
nos, como forma de garantizar su conexión, hiciera 
un depósito de $ 1.500 antes de iniciarse los traba- 
jos, cifra que se les restituiría una vez conectados a 
la red. De más está decir la difusión que a nivel local 
requiere un programa de este tipo, procedimiento 
novedoso con el que nuestra gente no está familiari- 
zada y sobre el cual es necesario informar amplia- 
mente para convencer a los futuros beneficiarios de 
las ventajas de adherir a él. Si bien toda esta difu- 
sión del programa a través de los medios, obvia- 


mente, fue imputada al rubro publicidad, no era en 
forma alguna la publicidad de un organismo mono- 
pólico, cuestionada pública e infundadamente por el 
Juez, sino la información relativa a un programa del 
organismo en beneficio de la comunidad. 


Por otra parte, un mayor número de conexiones 
era también la manera de que el organismo recupe- 
rara más rápidamente la inversión, a través de un 
mayor número de clientes. Recordemos que una vez 
lograda la conexión al saneamiento, los ingresos 
para OSE se incrementan un 60% en cada servicio. 


La publicidad del ente no se vinculó nunca con 
nuestra gestión como Director -ni se dijo que fuera 
en beneficio propio-, sino con las obras que se reali- 
zaron en beneficio de la propia OSE. Por las obras 
emprendidas en el departamento de San José se 
realizó difusión en interés de los vecinos y del orga- 
nismo, y no en beneficio de ninguna otra persona o 
colectividad. El señor Juez, en declaraciones a la 
prensa, sostuvo que el criterio del buen administra- 
dor sería el que toma en cuenta si una inversión en 
publicidad en determinado lugar puede resultar fa- 
vorable o no a la Administración, cosa que compar- 
timos. El beneficio, tanto para la sociedad como para 
el organismo, está plenamente confirmado por la 
cantidad de nuevas conexiones realizadas. 


Todo esto llevó a una mejora de la salud perso- 
nal y ambiental de la población. Los temas vincula- 
dos a la salud de la población tienen una repercusión 
más importante que los beneficios económicos a 
determinado organismo. La Organización Mundial de 
la Salud es muy clara en este sentido: señala que 
por cada dólar que se invierte en saneamiento se 
ahorran US$ 10 en salud. Las obras del departa- 
mento de San José, sean de extensión del alcantari- 
llado, de saneamiento en las distintas localidades, de 
ampliación de la red de agua potable en Ciudad del 
Plata cubriendo el 100% de los fraccionamientos, o 
de la nueva planta de tratamiento de líquidos resi- 
duales de la ciudad de San José, en el último quin- 
quenio han generado una inversión de 
US$ 10:000.000. De ser correctos los importes ma- 
nejados en la investigación, la publicidad del período 
en que integré el Directorio asciende al 0,6% 
-menos del 1% - del monto de las obras. Repito: me- 
nos del 1% del monto de las obras. 


Por otra parte, si analizamos los mayores ingre- 
sos por la gestión desarrollada exclusivamente en 
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San José -es allí donde está el punto álgido-, se su- 
maron 1.400 nuevas conexiones al saneamiento, y 
por el solo concepto de la Tasa de Conexión, por la 
que se cobra dos unidades reajustables por única 
vez, se generaron mayores ingresos, por un mínimo 
de $ 905.688. Si a ese importe sumamos el cargo 
fijo y el variable de $ 2:526.720 anuales por consu- 
mos familiares de siete metros cúbicos, hubo un in- 
cremento de recaudación, solo en el departamento 
de San José, de $ 3:432.408. Si realmente -como di- 
ce la investigación- se invirtió en publicidad 
$ 1:485.648 y se incrementó la recaudación en el 
primer año en $ 3:432.408, se obtuvo un mayor in- 
greso, de 131% de lo invertido en el primer año, 
siendo luego un incremento neto permanente para 
los siguientes años. 


Acá llama poderosamente la atención -por eso 
queremos refrescar esta información- que el Juez y 
el Fiscal se basan en investigaciones que a nuestro 
entender tienen grandes defectos. La funcionaria 
actuante en la investigación administrativa dispuesta 
por las actuales autoridades de OSE, escribana 
Reich, realizó un informe sin rigor técnico y tenden- 
cioso, ya que analiza un período de tiempo que su- 
peró mi permanencia en OSE. La investigación se 
extiende desde 2000 a 2005, imputándose la asigna- 
ción de publicidad de todo ese período. Asimismo, se 
me adjudican contrataciones en dólares, de las que 
nunca participé, y se suman todas las publicaciones 
de carácter obligatorio, como licitaciones, expropia- 
ciones y servidumbres, sin las cuales no se pueden 
llevar adelante dichas iniciativas. 


El informe de la escribana, haciendo referencia 
a mi persona, señala textualmente: "[...] citado al 
domicilio [...] no se presentó a declarar". Participé 
en todas las investigaciones de la OSE. El pequeño 
detalle que no fue informado al Directorio de la OSE 
ni al Juez por la escribana Reich, es que mi domicilio 
es en 25 de Mayo 772 de la ciudad de San José, y 
no donde fue enviada la citación, en 25 de Mayo 772 
de Montevideo. Otra vez errores o intenciones de 
atribuir determinadas conductas. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¡Muy bien! 


SEÑOR CASAS.- Se me ha preguntado por parte de 
amigos y por la prensa por qué yo no me avengo y 
solicito a ustedes que todos voten el levantamiento 
de mis fueros para concurrir voluntariamente a la 
Justicia para aclarar mi situación ante las injustas 


imputaciones que acabo de relacionar. La contesta- 
ción es sencilla: la Justicia hasta se negó a diligen- 
ciar la prueba de dos personas de mi secretaría que 
fue solicitada en tiempo y forma. La Justicia lisa y 
llanamente los procesó sin prisión, sin dar la menor 
posibilidad de ejercer el derecho de defensa y de 
producción de prueba a su favor, desconociendo los 
más elementales derechos y garantías. La privación 
de la libertad como primera medida y antes de toda 
posibilidad de producir prueba a favor, previo al de- 
sarrollo del debido proceso, solo se justifica para im- 
pedir la frustración de la prueba de los hechos o 
ante la inminencia de fuga. En este caso no hubo, ni 
hay, ni una ni otra situación. Acá hay un prejuzga- 
miento, sin proceso, sin posibilidad de defensa. Si no 
fuera así, creo que las explicaciones que aquí he da- 
do habrían sido suficientes para la Justicia. Pero al 
no ser así, creo que quienes actúan en este caso han 
adoptado un criterio que no se ajusta al de otorgar 
las mayores garantías jurídicas. Lamentablemente, 
tenemos que aceptar que el sistema termina por 
amparar estas situaciones, estableciendo y convali- 
dando condenas que coinciden con el período pre- 
ventivo de privación de libertad; y esto acontece con 
la Justicia, pero también con la sociedad. 


La opinión pública no distingue entre procesa- 
miento y condena; por el contrario, los identifica. No 
comprende que con el procesamiento solo se inicia 
el proceso penal, que luego de muchas instancias y 
largo tiempo culminará con una sentencia de conde- 
na o de absolución. Todos sabemos que el procesa- 
miento es percibido como la condena, sea judicial o 
también social. Luego no es posible revertir tal cir- 
cunstancia. Imagínense el calvario que esto repre- 
senta para mí y para mi familia, que desde hace dos 
años siente que soy objeto de todo tipo de críticas y 
cuestionamientos absolutamente inmerecidos. 


En resumen, cuando se suma tal cúmulo de 
errores, tanto a nivel de las actuaciones administra- 
tivas como judiciales, es posible pensar lo menos, 
que es solo ligereza, superficialidad en el análisis de 
algo que implica el honor y hasta la libertad de al- 
guien, o tenemos que optar por lo más: por pensar 
que se trata de acusar a toda costa, aunque los fun- 
damentos no existan, de precondenar, pedir prisión, 
aun faltando información que se ha entendido nece- 
saria para decidir, y atribuir decisiones que no fue 
posible adoptar por la sencilla razón de que ya no 
integraba el Directorio. 
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¿Puede existir tanto error, tanta inadvertencia, 
tanta ligereza, o hay una determinación de encontrar 
un culpable, desde ya tan peligroso que ha de estar 
preso? 


Por eso, porque no puedo dejar de pensar que 
ya estoy juzgado, que no voy a tener el juicio justo e 
imparcial que todo ciudadano merece, no solicito 
que se vote el levantamiento de mis fueros. Nunca 
pensamos -mi familia, yo y nadie de mi entorno- que 
me iba a enfrentar a esta situación de persecución, 
hostigamiento y de injusticia que me ha tocado vivir, 
no desde que culminó mi gestión en la OSE, sino es- 
pecíficamente desde que arrancamos con la campa- 
ña electoral de las últimas elecciones. Como persona 
joven que soy, creí que los horrores de la persecu- 
ción eran de otra época, que nunca más los íbamos 
a ver y mucho menos a sufrirlos en carne propia. 


Nací y crecí en una familia rural. Mi padre, ve- 
terinario, y mi madre, maestra, se unieron y vivieron 
con el fruto de su trabajo. Nunca nos faltó nada; 
tampoco sobró. A la hora de despuntar el día y a la 
hora de afianzar nuestros valores nunca faltaban el 
trabajo, el compromiso y la amistad. Nos enseñaron 
y aprendimos sobre Dios, sobre la patria, sobre la li- 
bertad, sobre la familia, porque esos son los valores 
compartidos. En la vida seguimos la misma enseñan- 
za y ejemplo familiar: sembrar amigos. 


Ingresamos hace más de veinte años al Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, donde de- 
fendimos los mismos valores. En nuestra foja de ser- 
vicio se puede constatar eso. Durante ese tiempo, la 
vida nos llevó a formar nuestra propia familia y esta 
nos regaló el compromiso de dos hijos, responsabili- 
dad que asumimos procurando inculcar en ellos los 
valores que nos inculcaron nuestros mayores, y es 
ante ellos que respondemos de nuestros actos. 


Estoy al tanto de que, desde hace bastante 
tiempo, la bancada de Gobierno ha decidido votar en 
bloque mi desafuero, lo que respeto pero no com- 
parto y lamento. 


También quiero hacer una puntualización, y es 
reconocer a quienes han tratado este tema con pon- 
deración y respeto hacia el compañero Diputado que 
tienen enfrente. Estoy orgulloso de integrar este 
Cuerpo, al que he llegado luego de que el Partido 
Nacional y las agrupaciones de San José me ubica- 
ran en puestos de responsabilidad política. En esta 


Cámara hemos pasado por distintos momentos, pero 
reitero que nunca habríamos imaginado que nos to- 
caría vivir lo que estamos viviendo. 


Por último, entiendo que la denuncia realizada, 
en lo que a mí respecta, está fundada -aunque a ve- 
ces apartada de sus conclusiones- en investigaciones 
administrativas que contienen graves errores, que 
han llevado a equivocados pronunciamientos del Fis- 
cal y del Juez. No se me confirió vista administrativa 
previa, conforme exige la Constitución de la Repúbli- 
ca. Se han decretado sumarios, investigaciones ad- 
ministrativas, traslados, destituciones, sanciones y 
degradaciones de la función pública. Se denuncian 
actividades, emprendimientos y obras que hoy los 
mismos denunciantes ejecutan por idéntico sistema 
al que catalogan como irregular. En algunos casos, 
la denuncia busca dar trascendencia o relieve penal 
a actos administrativos, cuestionando su oportuni- 
dad. Consecuentemente, el legítimo ejercicio de las 
competencias por parte de un Director de un ente 
del Estado recibe una suerte de avocación en vía ju- 
dicial, donde termina juzgándose por la totalidad de 
la gestión administrativa. 


Muchos de los cuestionamientos refieren exclu- 
sivamente al mérito, oportunidad o conveniencia de 
una decisión administrativa, y mueve a preocupación 
pensar que tales características puedan ser objeto 
de un examen judicial con miras a la aplicación de 
una pena. Es obvio que ninguna decisión adminis- 
trativa, empezando por las que emiten actualmente 
los denunciantes, algunas de las cuales se han men- 
cionado aquí a modo de ejemplo, está al abrigo de 
cuestionamientos o críticas. Pero al margen de que 
se apruebe o desapruebe un acto o una gestión, es 
claro que ello no mueve por sí la competencia judi- 
cial penal. 


La insistencia en acusarme públicamente e in- 
cluso preguntarme en sede penal por episodios que 
sucedieron hasta más de un año después de haber- 
me retirado del organismo, llaman a la reflexión. La 
Justicia Penal no está llamada a juzgar el mérito, la 
oportunidad o la conveniencia de los actos adminis- 
trativos, los que para su impugnación se rigen por 
propios principios y procedimientos, plenamente aje- 
nos a un proceso penal. 


He cumplido mi tarea, en el acierto o en el 
error, con dignidad. Esta podrá juzgarse por los re- 
sultados obtenidos por el organismo en los treinta y 
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tres meses de mi actuación, pero tengo la más ab- 
soluta convicción de haber actuado sin ocasionar da- 
ño al Estado ni al organismo, sin haber obtenido 
ningún beneficio personal y sin haber realizado nada 
indebido, fuera del marco legal o reñido con la ética. 


El Directorio que integré claramente mejoró la 
gestión de la anterior Administración, porque rever- 
timos una situación económica deficitaria y, a su vez, 
debimos enfrentar en ese período una de las peores 
crisis de la historia del país. A pesar de todo, logra- 
mos sortearlo con obras palpables y cuantificables 
en todo el territorio nacional. 


Permítaseme recordar tan solo una frase que tal 
vez nos ayude a continuar la marcha. El doctor Luis 
Alberto de Herrera nos decía: "Las nubes pasan, el 
celeste queda". 


Muchas gracias. 
(¡Muy bien! Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el miembro informante en mayoría, señor Diputado 
Cánepa. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: nosotros va- 
mos a utilizar un tono calmo en un tema que consi- 
deramos trascendente, importante y grave, como es 
la solicitud de desafuero de un Representante Na- 
cional por parte de la J usticia. 


Para nosotros es muy importante, en primer lu- 
gar, evaluar, estudiar y analizar el concepto de fue- 
ros, la razón jurídica de su existencia y qué es lo que 
implican para los legisladores. 


Adelanto, en nombre de la bancada del Frente 
Amplio, que vamos a aconsejar se conceda el desa- 
fuero del señor Diputado Casas, solicitado por el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
17” Turno, a los efectos de habilitar su comparecen- 
cia para prestar declaración al amparo de lo dis- 
puesto por el artículo 126 del Código del Proceso 
Penal y resolver su situación procesal, en mérito a 
las consideraciones de hecho y de derecho que va- 
mos a exponer, 


Como todos sabemos, las actuaciones a que se 
hace referencia en ese Juzgado fueron iniciadas a 
partir de una denuncia de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, y tras su instrucción el 
Ministerio Público -también llamado Fiscal en nuestro 
derecho- solicitó y requirió el procesamiento y pri- 


sión del citado legislador por un delito continuado de 
fraude -artículo 160 del Código Penal- y tres delitos 
de abuso genérico de funciones en casos no previs- 
tos especialmente por la ley -artículo 162 del Código 
Penal-, todos por reiteración real. 


Es bueno que conste en la versión taquigráfica, 
a pesar de que figura en el informe que redactamos, 
que la Comisión resolvió recibir al señor Represen- 
tante Casas, quien acudió a la sesión del día 16 de 
mayo acompañado por sus asesores letrados, los 
doctores Gonzalo Aguirre Ramírez y Gustavo Bordes 
Leone. Allí se realizaron todas las consideraciones 
que se entendieron pertinentes por parte del señor 
Representante y sus asesores. 


La Comisión resolvió votar la solicitud sin ahon- 
dar en el debate en su seno, en el entendido de que 
este se manifestaría a través de los informes y las 
exposiciones en el plenario. Por lo tanto, en el in- 
forme también damos nuestra opinión y contestamos 
algunos de los argumentos utilizados en esa Comi- 
sión, lo que reitero no hicimos allí por el acuerdo que 
en su momento se realizó entre todos los miembros, 
en cuanto a que el debate se debía dar aquí, en el 
plenario. 


Como dijimos al comienzo, lo primero que de- 
bemos abordar es intentar definir la razón y la finali- 
dad de la existencia de los fueros parlamentarios en 
general y su regulación en nuestra Carta Magna, en 
nuestra Constitución, dentro de un sistema completo 
de incompatibilidades e inmunidades, que conforman 
un verdadero estatuto del legislador. Esto es muy 
importante porque, para nosotros, en el porqué de la 
existencia de los fueros parlamentarios está el propio 
límite de cómo se deben aplicar y comprender. En 
nuestra opinión, aplicarlos de manera incorrecta y 
estirarlos más allá de sus razones históricas de exis- 
tencia y su "ratio legis", puede traer como conse- 
cuencia el nacimiento de un privilegio político impro- 
pio, que los legisladores no tenemos constitucional ni 
políticamente en este país. 


El más importante maestro de derecho constitu- 
cional, doctor Justino Jiménez de Aréchaga, llamado 
"el primero de los Justinos" por las sucesivas gene- 
raciones de constitucionalistas -padre del que fue 
citado en Comisión por el doctor Gonzalo Aguirre y 
abuelo de otro constitucionalista eminente de nues- 
tro país-, ya enseñaba en su obra maestra "El Poder 
Legislativo", en su edición del año 1887, tomo | 
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-pido disculpas al Cuerpo porque en la transcripción 
del informe hubo un error y se tipeó "tomo l!"-, que 
la historia constitucional de todos los pueblos de ins- 
tituciones libres demuestra acabadamente que para 
asegurar la independencia del Poder Legislativo no 
son suficientes las incompatibilidades parlamenta- 
rias, ya que los Poderes Ejecutivos, a través de la 
historia, para influir eficazmente en las decisiones de 
las asambleas representativas, no solo han tratado 
de llevar al seno de ellas funcionarios públicos -y mi- 
litares-, sino que también han empleado los medios 
violentos de las amenazas, la persecución y el casti- 
go de los representantes del pueblo que han puesto 
enérgica resistencia a sus pretensiones ¡legítimas o 
han defendido ideas o principios contrarios a los su- 
yos. 


El mismo maestro enseñaba que en Inglaterra, 
hasta fines del siglo XVII, el Parlamento, para de- 
fender su integridad y su independencia, mantuvo 
una lucha incesante con los monarcas, que pública- 
mente amenazaban a sus miembros de la Cámara de 
los Comunes y hasta los encarcelaban en la Torre de 
Londres porque contrariaban sus aspiraciones y sus 
deseos o porque trataban de limitar sus exageradas 
prerrogativas. 


En Francia, bajo el Terror -en plena época re- 
volucionaria-, los representantes eran perseguidos y 
guillotinados a pretexto de "complicidad con los 
enemigos de la libertad, de la igualdad y del gobier- 
no republicano". Ya después, bajo el Directorio, un 
considerable número de Diputados realistas fueron 
condenados a la deportación y, poco tiempo des- 
pués, cupo igual suerte, bajo el Imperio, a los Dipu- 
tados republicanos. 


Y en Prusia, en los años 1866 y 1867, Bismarck 
hostilizó a los Diputados de la oposición, haciendo 
entablar contra muchos de ellos acciones penales 
ante los Tribunales ordinarios por supuestos delitos 
de calumnias y de ultrajes a los ministros. 


Jiménez de Aréchaga hace ciento veinte años 
decía: "Con el objeto de impedir esos atentados y, 
por consiguiente, para garantir al Poder Legislativo 
una completa libertad en el ejercicio de sus funcio- 
nes, las leyes fundamentales de todas las sociedades 
regidas por el gobierno representativo han estableci- 
do estas dos inmunidades parlamentarias: la irres- 
ponsabilidad legal y la inviolabilidad personal de los 
Senadores y de los Representantes". 


Cuando hablamos de inmunidad no nos referi- 
mos a privilegio, y más adelante vamos a separar las 
funciones jurisdiccionales de la Cámara, las que son 
de contralor legal, las que son inmunidades, lo que 
es considerado un privilegio y lo que es considerado 
una garantía; conceptos que jurídicamente la Carta, 
la Constitución, separa claramente. Esto es impor- 
tante, porque la Cámara de Diputados representa la 
soberanía, pero no es soberana en sí misma jurídi- 
camente, porque tiene el límite de la Constitución y 
de su Reglamento, que la autolimitan. 


La primera inmunidad consiste en que los 
miembros de las asambleas legislativas -nosotros, 
los legisladores-, por todo lo que digan o hagan en 
el desempeño de sus funciones no incurrirán jamás 
en responsabilidad de ningún género. Esta disposi- 
ción se encuentra en el artículo 112 de nuestra 
Constitución, y este sí es un privilegio de los legisla- 
dores. La irresponsabilidad absoluta de nuestros di- 
chos es una garantía y un privilegio al mismo tiem- 
po, porque no existe ningún resquicio donde el le- 
gislador deba dar cuenta o ser responsable de sus 
dichos, mientras cumpla sus funciones. 


Consiste la segunda inmunidad en que ningún 
Senador o Representante podrá ser privado de su li- 
bertad personal ni acusado criminalmente sino por el 
previo consentimiento de la Cámara de que forme 
parte. Esto está dispuesto en los artículos 113 y 114 
de nuestra Constitución. Esto es -como vamos a de- 
cir más adelante- una garantía del funcionamiento 
democrático, pero no implica un privilegio en sí mis- 
mo, porque hay oportunidades en que el legislador, 
si así lo define la Cámara, debe asumir la responsa- 
bilidad de ir a la Justicia a rendir cuenta de su con- 
ducta y de sus actos. 


Es pacífico en nuestra doctrina constitucional 
que estas inmunidades parlamentarias, o sea, los 
llamados fueros -en genérico-, no están establecidos 
con el objeto de crear privilegios en beneficio de los 
legisladores en el sentido lato del término, como si 
constituyesen una casta especial, sino en el sentido 
de garantir la independencia del Poder Legislativo en 
la actuación de sus miembros y en su funciona- 
miento. Así lo avalan todos los constitucionalistas 
más importantes, como los catedráticos Jiménez de 
Aréchaga -padre e hijo-, Korzeniak, Cassinelli Muñoz 
y Alberto Ramón Real, cuyas opiniones se encuen- 
tran en diversas exposiciones e informes jurídicos 
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recabados por la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración durante el tra- 
tamiento de las diversas solicitudes de desafueros 
desde la vuelta a la democracia en el año 1985. 
Adelanto que no las agregué porque el informe en 
mayoría iba a resultar muy largo, pero cualquier le- 
gislador puede leerlas, porque en la versión taqui- 
gráfica de la Comisión constan los informes de estos 
señores constitucionalistas y todos estaban de 
acuerdo en que la Cámara no cumplía función juris- 
diccional cuando trataba el desafuero y que esto no 
es una prerrogativa ni un privilegio del legislador, si- 
no una garantía. 


También todos estaban de acuerdo -ni siquiera 
se planteó como discusión en los informes, tanto en 
mayoría como en minoría, y fue discutido en el pa- 
sado, antes de la dictadura, en este mismo recinto- 
en cuanto a si el fuero era del legislador o del Cuer- 
po. Por suerte, hay un acuerdo mayoritario de la 
doctrina, de la jurisprudencia y también de esta Cá- 
mara en que los fueros son del Cuerpo y no del le- 
gislador. Por eso el señor Diputado Casas, más allá 
de su opinión, no podía renunciar a sus fueros; el 
Cuerpo es el que decide si levanta o no los fueros a 
uno de sus miembros. En eso hay acuerdo y consen- 
SO. 


Sigo adelante. Estas inmunidades parlamenta- 
rias son una garantía del funcionamiento democráti- 
co -como dijimos-, en un sistema representativo re- 
publicano como el que rige en nuestro país. 


Para nosotros es muy importante analizar las 
razones históricas que dieron fundamento al naci- 
miento de los fueros, porque en la razón de su gé- 
nesis es donde encontramos el límite de su correcta 
aplicación y el peligro de desvío de la "ratio legis" 
que él puede traer como consecuencia de la utiliza- 
ción de un privilegio impropio en nuestra democra- 
cia. 


Por eso hicimos este "racconto" histórico, muy 
rápido y somero, acerca de cuál es la razón de la 
existencia de los fueros parlamentarios. 


El artículo 114 de la Constitución Nacional esta- 
blece: "Ningún Senador o Representante, desde el 
día de su elección hasta el de su cese, podrá ser 
acusado criminalmente, ni aun por delitos comunes 
que no sean de los detallados en el artículo 93, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios 


de votos del total de sus componentes, resolverá 
si hay lugar a la formación de causa, y, en caso 
afirmativo, lo declarará suspendido en sus funcio- 
nes y quedará a disposición del Tribunal compe- 
tente". 


Nos tomamos el trabajo de hacer un "racconto" 
acerca de si había variado mucho este artículo desde 
la Constitución de 1830 hasta la que nos rige en el 
día de hoy. 


Las palabras del maestro Jiménez de Aréchaga 
en su obra del año 1887 se podría decir que refieren 
a una Constitución antigua. Pero la Constitución de 
1830, en su artículo 51 -citado por este insigne 
maestro- establecía: "Ningún Senador o Represen- 
tante, desde el día de su elección hasta el de su ce- 
se, podrá ser acusado criminalmente, ni aun por de- 
litos comunes que no sean de los detallados en el ar- 
tículo 26," -actual 93- "sino ante su respectiva Cá- 
mara, la cual, con las dos terceras partes de sus 
votos, resolverá si hay o no lugar a la formación de 
causa, y en caso afirmativo, lo declarará suspenso 
de sus funciones y quedará a disposición del Tribu- 
nal competente". 


La Constitución de 1918, en su artículo 47, es- 
tablecía el mismo texto que la de 1830, pero hacía 
referencia al artículo 25, donde aquella hablaba del 
26. 


Las Constituciones de 1934 y 1942 transforma- 
ron esas normas en los artículos 105 y 104, que es- 
tablecían la disposición actual, con algunas diferen- 
cias. Se referían al artículo 84, actual 93, y además 
-este es el cambio-, en vez de determinar dos ter- 
ceras partes de los votos, se establecía: "con las dos 
terceras partes del total de sus componentes, resol- 
verá si hay o no lugar a la formación de causa". 


Ya la Constitución de 1952, en su artículo 114, 
establecía el texto actual, con la diferencia gramati- 
cal de que decía: "declarará suspenso" en vez de 
"declarará suspendido". 


El propio Jiménez de Aréchaga -que fue citado 
en Comisión-, en el segundo tomo de la "La Consti- 
tución Nacional", comentaba que en la Constitución 
de 1942 se discutió la posibilidad de modificar este 
artículo -tampoco lo pusimos en el informe para no 
aburrir-, pero no hubo mayorías para modificarlo y 
se mantuvo el texto, casi inmodificado, de 1830. 
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La evolución constitucional del artículo citado ha 
sido mínima y su modificación en el tiempo es, a los 
efectos de su alcance, insignificante. Es por esto que 
la lógica de aplicación del procedimiento de desa- 
fuero y su alcance es en nuestra opinión determi- 
nante de la posición original de nuestro primer cons- 
titucionalista, que ha sido la predominante en la co- 
rrecta interpretación del actual artículo 114 y no la 
incorrecta posición -según nuestra opinión- que han 
desarrollado en Comisión los asesores del señor Di- 
putado Casas. 


Quiero destacar que en nuestra doctrina y en la 
historia parlamentaria este artículo, en sus diversas 
numeraciones, ha dado lugar a muchas discusiones y 
verdaderos ríos de tinta han corrido en las funda- 
mentaciones de algunos aspectos de él, que ya va- 
mos a tratar. Sin embargo, las opiniones técnicas 
mayoritarias más calificadas se han ido decantando, 
por lo que consideramos que hay consenso en algu- 
nas cuestiones planteadas que no suscitan hoy ma- 
yores discusiones, como la definición de la expresión 
"acusado" -por "acusado criminalmente", al comien- 
zo del artículo 114-, que debe entenderse en el sen- 
tido de procesado o inclusive de indagado, y no con 
el alcance que las normas del proceso penal otorgan 
a la acusación como comienzo de la etapa final del 
juicio penal, o sea, la etapa del plenario. 


Tal como se decía en el Senado, cuando se 
trató el desafuero del Senador Amaro, también había 
acuerdo en que debía interpretarse con el alcance 
que daba a la audiencia prevista en el artículo 126 
del nuevo Código del Proceso Penal, porque allí se 
puede ir como indagado con una solicitud de proce- 
samiento, pero el que procesa es el Juez y no el Fis- 
cal. El que decide el procesamiento en nuestro dere- 
cho es el Juez, en esa audiencia a la que uno puede 
entrar indagado y salir libre, puede entrar indagado 
y salir procesado, o puede entrar indagado y salir 
procesado con prisión. Pero esto está en el camino 
del futuro, no es un tema que nosotros hoy podamos 
vislumbrar o saber, porque la solicitud de procesa- 
miento no obliga al Juez a procesar. 


Es importante recordar que en anteriores Le- 
gislaturas, en particular cuando se discutió la solici- 
tud de desafuero del Diputado Da Silva Tavares, 
tratado el 26 de junio de 1991, tanto en la Comisión 
como en el pleno existió una larga e importante dis- 
cusión en cuanto a si el desafuero previsto en el ar- 


tículo114 de la Constitución era el artículo que debía 
utilizarse cuando un J uez solicitaba la comparecencia 
de un legislador en calidad de indagado, al amparo 
de lo dispuesto por el artículo 126 del Código del 
Proceso Penal. 


Algunos señores legisladores de la época en- 
tendían que era posible que el legislador asistiese a 
la audiencia prevista en el artículo 126 del Código 
del Proceso Penal y que cuando el Juez tuviese la 
convicción del procesamiento, recién entonces debía 
solicitar el desafuero. 


Esta posición de que el desafuero no corres- 
ponde mientras el Juez no tenga la convicción del 
procesamiento y que para la mera indagación no ne- 
cesita el desafuero, no fue sostenida por nadie en el 
seno de la Comisión; en ningún momento fue soste- 
nida por el señor Representante Casas ni por sus 
asesores. 


Nuestra posición, como sosteníamos antes, es 
que la palabra "acusado" del comienzo del artículo 
114 debe entenderse en el sentido de procesado e, 
inclusive, de indagado. Por lo tanto, es absoluta- 
mente correcta la solicitud de desafuero planteada 
por el señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal de 17” Turno, a los efectos de habilitar la 
comparecencia del citado legislador para prestar de- 
claración al amparo de lo previsto en el artículo 126 
del Código del Proceso Penal y, además, resolver su 
situación procesal. Es ahora, aun sin saber cómo va 
a finalizar esa audiencia, cuando el Juez debe pedir 
el desafuero, porque la audiencia es una sola como 
acto judicial. Por lo tanto, ante la mera posibilidad 
de su procesamiento la Cámara debe resolver con 
respecto a la solicitud de desafuero. Nos alegramos 
de que este punto tampoco estuviera en discusión; 
de la lectura del informe en minoría tampoco surge 
que este alcance estuviera en discusión. SÍ fue dis- 
cutido en el pasado, en particular en 1991, en 
oportunidad del primer pedido de desafuero, luego 
del retorno a la democracia, en que se aplicaba la 
existencia del artículo 126 del Código del Proceso 
Penal. 


Para nosotros, la pregunta clave en todo este 
proceso, frente a esta solicitud, es: ¿qué debe reali- 
zar la Cámara ante un pedido de desafuero? ¿Qué 
debe analizar? ¿Qué debe ver? Es una pregunta ins- 
titucional importante; va más allá de lo que quieran 
el Diputado Cánepa, la bancada del Frente Amplio, el 
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Partido Nacional, el Partido Colorado, el Partido In- 
dependiente o el Parlamento en general. El límite y 
las razones de la existencia del fuero están estable- 
cidos en la propia Constitución. 


Entendemos que la respuesta a esta pregunta 
está definida con meridiana claridad por el citado 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga en su obra "El 
Poder Legislativo". Voy a citarlo porque claridad ma- 
yor es imposible encontrar. Dice así: "Cuando, para 
acusar criminalmente a un Senador o Representante, 
se solicita el previo consentimiento de la respectiva 
Cámara, ¿cómo debe proceder esta? ¿Deberá exa- 
minar el sumario que se haya levantado o la acusa- 
ción como un verdadero tribunal o jurado de califica- 
ción, para resolver si hay o no lugar a formación de 
causa, con arreglo a las disposiciones del Código de 
Instrucción Criminal" -más adelante hablaremos de 
este Código, de 1883, llamado Código Zanardelli, 
modificado luego por nuestro Código del Proceso 
Penal- "que establecen que no corresponde pasar al 
estado de acusación cuando no esté suficientemente 
comprobado el cuerpo del delito, o cuando del su- 
mario solo resulten vagos indicios contra el procesa- 
do y no se presenten medios probables de adelantar 
las investigaciones; o tendrá tan solo la facultad de 
investigar si esa acusación criminal tiene simple- 
mente por objeto el castigo de un delincuente o ha 
sido entablada con el único fin de atacar su integri- 
dad y su independencia, debiendo en el primer caso, 
autorizar el enjuiciamiento, cualquiera que sea el 
mérito legal del sumario o de los fundamentos de la 
acusación, y estando autorizada, en el segundo, para 
impedirlo por más que, de los antecedentes que ha- 
ya examinado, resulte que la acusación reúne todas 
las condiciones exigidas por el Código de Instrucción 
Criminal para ser admitida?". 


Así se preguntaba el doctor Jiménez de Arécha- 
ga. Más claro es muy difícil encontrarlo. 


¿Y cómo responde? Dice así: "No creo que la 
solución de esta cuestión pueda ofrecer dificultad al- 
guna," -1887; doctrina mayoritaria, que no ha en- 
contrado punto diferencial en ciento veinte años en 
la historia de nuestro país- "si para ello se tiene prin- 
cipalmente en cuenta, como es lógico y necesario," 
-y como estamos sosteniendo en nuestro informe- 
"la naturaleza y el fin de las inmunidades parlamen- 
tarias". Y continúa con algo que no debemos perder 
de vista: "Desde que esas inmunidades no se han 


establecido con el objeto de crear privilegios perso- 
nales en beneficio de los legisladores; desde que la 
facultad acordada a cada Cámara de permitir o 
prohibir el enjuiciamiento criminal de sus miembros 
no tiene otro fin que el de impedir que, con acusa- 
ciones desleales y maliciosas, se lleve un ataque a su 
integridad y a su independencia, paréceme evidente 
que cuando, para acusar criminalmente a un Sena- 
dor o Representante, se solicite el previo consenti- 
miento de la Cámara respectiva, esta no tiene más 
derecho que el de investigar si con esa acusación se 
persigue o no el propósito de arrancar de su seno 
algunos de sus miembros para ejercer así una ¡legí- 
tima influencia en sus deliberaciones, a fin de impe- 
dir, en caso afirmativo, que el juicio penal se lleve 
adelante y que se desconozca y se viole una de sus 
más indispensables prerrogativas. Proceder de otra 
manera;" -nos enseña Jiménez de Aréchaga, y ha si- 
do la tradición de este país durante más de cien 
años- "examinar las Cámaras los sumarios y las acu- 
saciones como un verdadero tribunal o jurado de ca- 
lificación, para resolver con arreglo a las disposicio- 
nes del Código de Instrucción Criminal si hay o no 
lugar a formación de causa, sería desnaturalizar por 
completo las inmunidades parlamentarias, convir- 
tiéndolas en un privilegio personal de los miembros 
de las Cámaras que entonces gozarían de un fuero 
especial en materia criminal; sería también descono- 
cer y usurpar las atribuciones del Poder Judicial sin 
necesidad alguna y con positivo perjuicio de la justi- 
cia penal; sin necesidad alguna porque, cuando se 
acusa criminalmente a un Senador o Representante 
sin el propósito de atacar la independencia del Poder 
Legislativo, ningún menoscabo pueden sufrir las 
prerrogativas de este por el hecho de que la acusa- 
ción no tenga suficiente base legal y el Juez haya 
procedido con ligereza al admitirla; con positivo 
perjuicio de la justicia penal, porque es indudable 
que los magistrados judiciales, por su experiencia y 
por sus conocimientos especiales, tendrán general- 
mente que proceder con más acierto que las Cáma- 
ras Legislativas al resolver, en vista de las acusacio- 
nes y de los sumarios, si en una causa criminal debe 
o no pasarse al estado de acusación". 


Como dijimos antes, mayor claridad y contun- 
dencia es difícil de encontrar. Compartimos absolu- 
tamente lo enseñado por el insigne jurista y es dable 
recordar que, como referíamos antes, el artículo ori- 
ginal, el artículo 51 de la Constitución de 1830, es 
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idéntico al actual, por lo que sus conclusiones , que 
han sido la base de la mayor parte de la posición 
doctrinaria en más de un siglo de historia parla- 
mentaria, siguen tan vigentes y válidas como cuando 
fueron escritas. 


Por lo tanto, para nosotros la tesis expuesta por 
el doctor Gonzalo Aguirre en su comparecencia ante 
la Comisión es equivocada e incorrecta, ya que si 
bien en su exposición comparte y dice que la Cámara 
no puede cumplir la función jurisdiccional, de su te- 
sis, de lo que expuso en la Comisión, se desprende 
todo lo contrario, al sostener que la Cámara, ante la 
solicitud de desafuero, debe determinar si hay infra- 
ganti delito o semiplena prueba de él; la consecuen- 
cia lógica del razonamiento del doctor Aguirre, que 
mucho respetamos, es que los legisladores debemos 
ser quienes juzguen si el señor Diputado ha cometi- 
do delito o no. 


En nuestra opinión, esa tesis no solo es errónea 
sino peligrosa, ya que implicaría el desconocimiento 
de la separación de Poderes y la desnaturalización 
del concepto de fueros, como magistralmente lo de- 
finiera el doctor Jiménez de Aréchaga. Entendemos 
que tampoco es correcto lo sostenido en cuanto a 
que la posición expresada por el doctor Jiménez de 
Aréchaga (hijo) sea la que se citó en la Comisión, 
haciendo referencia a la página 261 del segundo to- 
mo de "La Constitución Nacional" de la edición del 
Senado de 1997. El citado profesional, profesor de 
Derecho Constitucional -aquí no vamos a hablar del 
conocimiento del doctor Gonzalo Aguirre, que tanto 
respetamos-, tuvo la posibilidad de anotarlo. En la 
Comisión se citó la mitad de la página 261; yo voy a 
leerla toda. Dice así: "La Cámara respectiva deberá 
tomar conocimiento de esta información. Pero no 
está obligada a pasar por ella. Por el contrario, como 
lo dejó sentado la Cámara de Senadores en el año 
1858, la Cámara tiene el derecho de conocer por sí 
misma las circunstancias de hecho o los actos en los 
cuales haya intervenido el Legislador. Para tal efec- 
to, podrá designar una Comisión que se encargue de 
investigarlos. La Cámara debe actuar con absoluta 
independencia, porque está defendiendo su propia 
integridad. De ningún modo puede aceptarse que 
ella esté obligada a considerar los hechos a través 
de la versión que le proporcione un funcionario de- 
pendiente de otro Poder", 


Aquí terminó la cita del doctor Aguirre, pero la 
página 261 de "La Constitución Nacional", del citado 
jurista Jiménez de Aréchaga, continúa con lo si- 
guiente: "La discusión del caso ante la Cámara no 
representa un antejuicio ni es una cuestión prejudi- 
cial. La Cámara determinará el procedimiento a se- 
guir en ese debate preliminar, después del cual se 
decidirá el allanamiento de los fueros o no hacer lu- 
gar al pedido de desafuero.- Claro es que las Cáma- 
ras deberán proceder según ciertas reglas de cor- 
dura y de buen sentido cuando se trate de decidir si 
se accederá o no al levantamiento de fueros". Y en 
esa parte que no se citó, dice: "Lo razonable es que 
una Cámara no se oponga al desafuero del legislador 
toda vez que, de los antecedentes que se la han re- 
mitido o de la verificación de hechos que haya reali- 
zado por intermedio de sus propios medios, resulte 
que el pedido de desafuero no constituye un injusti- 
ficado ataque del Poder Judicial o de otro Poder 
contra la integridad o la independencia de la Cáma- 
ra". Esa opinión es idéntica a la del doctor Justino 
Jiménez de Aréchaga -el primero, que citamos hace 
un rato-, y no la que se nos dice que tenía en la Co- 
misión. También al finalizar esa página establece Ji- 
ménez de Aréchaga: "Deberá acordarlo siempre que 
se funde en hechos de los que razonablemente deri- 
ve la presunción de que el Legislador ha delinquido". 
Decía "presunción" porque quien decide es el Juez y 
no el legislador, y la función jurisdiccional implicaría 
definir si ha sido bien o mal solicitado el pedido de 
procesamiento y evaluar la actuación del Fiscal y del 
Juez. Tampoco eso es lo que dice este Jiménez de 
Aréchaga. Quiero ser claro en este punto, que el se- 
ñor Diputado Casas mencionó en su intervención. 


En cuanto a la posibilidad de que la Cámara 
creara una Comisión para conocer por sí misma las 
circunstancias de hecho por los actos en los cuales 
haya intervenido el legislador, ya que no está obli- 
gada a considerar los hechos a través de la versión 
que le proporciona el Juez, nosotros estamos total- 
mente de acuerdo. Esa es una potestad que se pue- 
de utilizar cuando está en juego la integridad o 
cuando hay dudas sobre si es un ataque o no al Po- 
der Legislativo; tenemos el derecho y la posibilidad 
de verificar los hechos por nosotros mismos, si así se 
solicita. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Caram) 
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——Sin embargo, ni el Representante Nacional Casas 
ni ningún legislador de ningún partido solicitó en 
momento alguno la constitución de una Comisión |n- 
vestigadora, por lo que se debe inferir, en nuestra 
opinión, que no existe cuestionamiento a la informa- 
ción enviada por el Poder Judicial, máxime cuando 
teníamos la posibilidad de hacer nuestra propia in- 
vestigación de los hechos. 


Entonces, cuando se nos dice que no se dio 
garantía a la investigación, decimos que es una opi- 
nión, y la respetamos, pero no la compartimos por- 
que el legislador, por ser miembro de otro Poder del 
Estado, tiene la posibilidad de solicitar la creación de 
una Comisión Investigadora, y esa Comisión nunca 
fue solicitada en esta Cámara. 


Nosotros acordamos que esa es una posibilidad 
que tiene la Cámara para evaluar los hechos, a 
efectos de determinar si realmente son atacados o 
no los fueros del citado legislador. En nuestra opi- 
nión, tampoco se concluye que esta potestad de la 
Cámara implique la posibilidad de juzgar la conducta, 
sino simplemente tener el poder de decidir investigar 
si los hechos imputados sucedieron o no tal como 
fueron presentados, para luego tomar la decisión. 


En este punto, entramos en un tema clave de 
nuestra intervención en Sala. Es nuestra opinión que 
el otro argumento esgrimido en Comisión para sos- 
tener esta posición equivocada, en cuanto a realizar 
una interpretación exegética de la expresión "si hay 
lugar a la formación de la causa" del artículo 114, sin 
interpretarla en el contexto de todo el artículo, es 
profundamente errónea y efectista. ¿Por qué? Una 
interpretación exegética implica que es piedeletrista, 
significa tomar palabra por palabra y sacar de allí la 
valoración y la interpretación jurídica de cada térmi- 
no. 


Sí se acepta pacíficamente, como se dijo por 
parte del asesor letrado del señor Diputado Casas, 
doctor Gonzalo Aguirre, que la expresión "acusado 
criminalmente", que figura al comienzo del artículo 
114, debe ser interpretada como procesado o inda- 
gado, como referíamos anteriormente. Como bien 
decía el doctor Aguirre en Comisión -lo citamos por- 
que mayor claridad no podríamos tener nosotros-: 
"La expresión ha sido usada no en sentido técnico, 
porque la acusación en materia penal significa que 
ya hay procesamiento y que la causa pasa al estado 
de plenario donde hay dos partes: el Fiscal y el acu- 


sado. Entonces, el Fiscal deduce acusación y allí co- 
mienza la parte realmente contenciosa del proceso 
penal.- Naturalmente que no puede tratarse de una 
acusación criminal en sentido técnico porque en ese 
supuesto la inviolabilidad no habría funcionado, es 
decir, el legislador ya estaría procesado y recién en 
el momento en que el Fiscal deduce acusación inter- 
vendría la Cámara". Compartimos absolutamente la 
claridad y la contundencia para explicar por qué no 
puede ser tomado estrictamente, en el sentido técni- 
co, la expresión "acusado criminalmente", como el 
profesor y doctor Gonzalo Aguirre nos instruyera en 
la Comisión. Pero es incongruente utilizar el argu- 
mento exegético jurídico de la interpretación literal 
para interpretar una expresión que se encuentra en 
la misma oración del artículo y decir con respecto a 
lo que Couture establece de la formación de la cau- 
sa, que la causa significa proceso y, por lo tanto, la 
formación del proceso es definir prejudicialmente si 
hay elementos de convicción que hagan que si hay 
una buena solicitud de procesamiento el Juez debe 
seguir adelante o no con él, de acuerdo con lo que 
dice ese artículo. 


No se puede decir en derecho -porque tiene su 
propia lógica interpretativa- que la expresión "acu- 
sado criminalmente" no es una expresión técnica, 
porque de lo contrario no tendrían sentido las inmu- 
nidades parlamentarias y, tras cartón, utilizar en la 
misma oración los argumentos exegéticos jurídicos 
para sostener una posición que va contra la esencia 
de la existencia de los fueros y que no condice con 
lo que realmente estos significan. 


Esa es nuestra opinión jurídica y política, por- 
que esto también tiene consecuencias sobre el al- 
cance y el valor de los fueros parlamentarios. 


Para nosotros -y creemos que así es para la 
mayoría de la doctrina-, resolver si hay lugar a la 
causa no es otra cosa que la evaluación en cuanto a 
si existe o no un ataque a la independencia del Po- 
der Legislativo o a la independencia del legislador 
del cual se solicita el desafuero, y a si existen ele- 
mentos de convicción suficientes de que las irregu- 
laridades planteadas justifican el desafuero para que 
un Juez realice la indagación correspondiente y sea 
ese Poder del Estado -el Poder J udicial- el que defina 
si debe ser procesado o no, de acuerdo con los he- 
chos imputados. 
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El intento de dar otro alcance y trámite a este 
artículo supondría una absoluta desnaturalización del 
concepto de fueros, tergiversando las razones histó- 
ricas por las cuales nacieron, generando una crea- 
ción injustificada y, a nuestro entender, inconstitu- 
cional de un verdadero privilegio político de los le- 
gisladores, que se arrogarían el derecho a ser juzga- 
dos primero por sus pares y luego por los Jueces 
como cualquier ciudadano. Para nosotros, esta con- 
cepción implica un atentado a la democracia republi- 
cana representativa y un deterioro de la credibilidad 
del sistema democrático en su conjunto y de sus 
actores en particular. 


Al final del informe sostenemos que, sin ningu- 
na duda, llegamos a la conclusión de que no ha sur- 
gido ningún móvil espurio ni indicio de persecución 
política por parte de los Poderes Ejecutivo y Judicial 
que invalide la solicitud de desafuero. Si aquí se 
plantea, se sostiene y se demuestra que hay perse- 
cución política y se acusa de ello, con la gravedad 
institucional que esto implica, lo debemos discutir; 
pero que se plantee. En nuestra opinión, eso no fue 
lo que se sostuvo en la Comisión ni aquí, porque ello 
implicaría una gravedad institucional a tal punto que 
sí entraría en consideración el fuero parlamentario. 


La otra razón para la solicitud de desafuero se- 
ría algún delito vinculado con el artículo 112 de la 
Constitución, porque ahí la irresponsabilidad es ab- 
soluta y total, pero solo de los delitos de opinión. En 
nuestro país no existen los delitos de opinión. En los 
delitos vinculados, como los de difamación e injuria, 
hay irresponsabilidad absoluta, verdadero privilegio 
para el funcionamiento de la Cámara de Represen- 
tantes, que significa no tener responsabilidad por 
nuestros dichos mientras somos legisladores. Este no 
es el caso. 


También es importante recordar que ese mismo 
artículo, el 114, establece que no podrá ser acusado 
criminalmente, ni aun por los delitos comunes que 
no sean los detallados en el artículo 93. Significa que 
no podrá ser acusado criminalmente por la violación 
de la Constitución u otros delitos graves. No se pue- 
de pedir el desafuero por violación de la Constitución 
o por otros delitos graves, en cuyo caso el procedi- 
miento correcto sería el juicio político -esto está es- 
tablecido en los artículos 93, 102 y 103 de la Cons- 
titución- y no el desafuero previsto en el artículo 
114. Inclusive, debemos destacar que la diferencia 


más importante entre ambos institutos jurídicos es 
que el juicio político es la Única situación en la que el 
Parlamento cumple una verdadera función jurisdic- 
cional por mandato constitucional, y vamos a expli- 
car por qué. Función jurisdiccional -los colegas abo- 
gados saben que viene de la expresión "juris dictio", 
dictar derecho, dictar y resolver derecho con res- 
pecto a una acusación- es acusar por lo que está 
previsto en el artículo 93; se instruye por esta Cá- 
mara y resuelve el Senado. Eso es función jurisdic- 
cional. Hay una verdadera sentencia jurídica; el Par- 
lamento define si el juicio político da para destituir o 
no al Presidente de la República, al Vicepresidente, a 
los Intendentes, a los legisladores o a todas aquellas 
autoridades que figuran en el artículo 93. No lo es el 
desafuero, que es una suspensión de las actividades 
del señor legislador. No se lo destituye de su cargo; 
eso es posible solamente a través del juicio político. 
Solo se lo suspende para que rinda cuentas ante un 
Juez y, luego de resuelta su situación procesal, si no 
es conculcada su libertad, vuelve a cumplir su fun- 
ción. No hay destitución, como en el juicio político; 
no hay función jurisdiccional. Tampoco la hay en el 
artículo 303 de la Constitución nacional, porque si 
bien este artículo también está citado correcta e in- 
teligentemente en el informe en minoría, en nuestra 
opinión -y dicho con todo respeto-, hay una confu- 
sión entre función jurisdiccional y función de contra- 
lor. Decimos esto porque cuando hay un decreto de 
la Junta Departamental o del Intendente que es im- 
pugnado por mil ciudadanos o por un tercio de los 
Ediles, según el artículo 303 de la Constitución, lo 
que nosotros debemos definir es si ese decreto es 
contrario a la Constitución o a la ley. No dictamos 
una sentencia sobre el fondo del asunto, sino que 
controlamos la legalidad del hecho; no nos expedi- 
mos como el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, sino acerca de la pertinencia o no del decreto y 
acerca de si es contrario a derecho, contrario a la ley 
o a la Constitución. 


En nuestra opinión, claramente, este es un ar- 
tículo de contralor. Mucho se ha discutido si eso es 
una función jurisdiccional o no. En nuestra opinión 
-apoyada por la mayoría de los constitucionalistas-, 
la única función jurisdiccional es la del artículo 93, 
relativo al juicio político, porque incluye acusación, 
instrucción de un proceso y sentencia, y el propio 
Parlamento decide si destituye o no a quienes ocu- 
pan los cargos mencionados en ese artículo. 
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Este punto se debatió en el pasado, en particu- 
lar en 1972, cuando un Juzgado Militar solicitó el de- 
safuero del Representante Ferrer por atentado a la 
Constitución. En esa oportunidad, la Comisión co- 
rrespondiente recibió a los doctores Jiménez de 
Aréchaga y Korzeniak, quienes sostuvieron que el 
procedimiento a seguir para el caso de los delitos 
comprendidos en el artículo 93 era el del juicio políti- 
co, en el que intervienen las Cámaras, y no el del 
desafuero, en el cual solo interviene la Cámara a la 
que se lo solicita. Este fue el criterio de la Cámara de 
la época; creo que es el criterio que, pacíficamente, 
sostenemos hoy en esta Legislatura. Si el pedido de 
desafuero se planteara por alguno de los delitos pre- 
vistos en el artículo 93 habría que negarlo, decidien- 
do que no procede el desafuero sino otro procedi- 
miento, que es el juicio político. 


En la Comisión se plantearon cuestionamientos 
a los delitos previstos en los artículos 160 y 162 del 
Código Penal y a la actuación del Juez y del Fiscal. 
De acuerdo con lo sostenido en todo este informe 
sobre qué es lo que debemos evaluar cuando se so- 
licita el desafuero de un legislador, es claro que no 
entraremos en un detallado comentario de la perti- 
nencia o no de la solicitud de procesamiento del se- 
ñor Fiscal. Creo que es claro que todos podemos te- 
ner opinión política y personal; cualquiera puede 
opinar si está bien o mal hacer una solicitud de pro- 
cesamiento o puede manifestarse acerca de la sen- 
tencia de un Juez, pero lo que estamos debatiendo 
es qué es lo que debe discutir institucionalmente el 
Poder Legislativo, como Poder del Estado, para res- 
ponderle a otro Poder del Estado, y qué es lo que 
debe evaluar. Lo planteo porque el Parlamento no es 
un tribunal de alzada que pueda definir si un Fiscal o 
un Juez actuó bien o mal. Eso no es aceptable en 
nuestra Constitución nacional; no es lo que corres- 
ponde al fuero parlamentario, como lo hemos venido 
demostrando en nuestro informe. Tergiversar y des- 
naturalizar el fuero también es juzgar y empezar a 
hablar de la pertinencia o no pertinencia en estos 
casos. Cualquier legislador tiene la libertad para ha- 
cerlo, pero no puede hacerlo la Cámara institucio- 
nalmente, como Poder del Estado. 


Quiero que se entienda esta diferencia. Reitero: 
no discuto -al contrario, la defiendo- nuestra posibi- 
lidad de opinar acerca de si está bien o mal un pedi- 
do de procesamiento o la sentencia de un Juez. Eso 
no constituye una violación de la independencia de 


Poderes; no es una violación de la independencia de 
los Poderes opinar sobre actos de otro Poder del 
Estado. Lo que constituye una violación es que, por 
encima de las potestades constitucionales de la Cá- 
mara, esta decida institucionalmente decir que no 
comparte el pedido de procesamiento de un señor 
Fiscal y que antes de que un señor Juez decida si 
procesa o no se utilice como argumento para no 
proceder al desafuero el de que no se comparten los 
argumentos dados por el Fiscal. 


Como decía, hubo cuestionamientos de los ase- 
sores letrados respecto a la constitucionalidad del ar- 
tículo 162 del Código Penal y a la pertinencia de la 
aplicación del delito previsto en el artículo 160 del 
Código Penal, y también quejas respecto de lo ac- 
tuado por el señor Juez hasta este estadio de la cau- 
sa. 


Con respecto a la primera consideración de la 
supuesta inconstitucionalidad del artículo 162 del 
Código Penal, podemos discutir muchísimo desde el 
punto de vista político y jurídico, pero voy a hablar 
de lo que creo que corresponde institucionalmente, 
porque para eso estamos citados cuando tratamos 
algo tan grave e importante como la solicitud de de- 
safuero de un colega legislador de nuestra Cámara. 


Nuestro ordenamiento jurídico prevé la posibili- 
dad del planteo de la acción de inconstitucionalidad 
como defensa por la vía de excepción, de acuerdo 
con lo preceptuado por el numeral 2* del artículo 
258 de la Constitución, y la de oponerla en cualquier 
procedimiento judicial. Y agrego que esto puede ha- 
cerse en cualquier momento; ya podría haberse he- 
cho. 


Este es el camino que, en nuestra opinión debe 
seguir la defensa del señor Representante Casas si el 
señor legislador se considera lesionado en su interés 
directo, personal y legítimo, porque quien declara 
una ley inconstitucional por razón de forma o de 
contenido es la Suprema Corte de Justicia, de acuer- 
do con el artículo 257 de la Constitución, y no la 
Cámara de Representantes. 


En el Capítulo 1X, que incluye los artículos 256 a 
261, aparece claramente la posibilidad que tiene la 
defensa de cualquier ciudadano e, inclusive, de un 
legislador, de alegar que se le está aplicando una 
norma inconstitucional. Desde el punto de vista ins- 
titucional -no estoy dando una opinión personal- no 
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le corresponde al Parlamento sostener ni justificar 
una posición diciendo que considera una norma in- 
constitucional. El legislador tiene la posibilidad de 
presentar un proyecto de ley que modifique esa 
norma o también -como dijimos- puede plantear la 
excepción, según lo establece el numeral 2” del ar- 
tículo 258 de la Constitución. Puede hacerlo en cual- 
quier momento, inclusive antes de la audiencia lla- 
mada ratificatoria, prevista en el artículo 126 del Có- 
digo Penal, si considera que la solicitud de procesa- 
miento está basada en una norma inconstitucional y 
que eso lo afecta en su interés directo, personal y 
legítimo. 


También nos parece muy importante destacar 
que aunque el señor Juez no haya utilizado la posibi- 
lidad establecida en el artículo 258 de la Constitución 
de solicitar de oficio la declaración de inconstitucio- 
nalidad y su inaplicabilidad, es incorrecto sostener 
que está viciada procesalmente su actuación, como 
manifestó el doctor Gonzalo Aguirre en la Comisión. 
Voy a citar lo que dijo, porque para nosotros este 
punto es muy importante. Señaló: "Y si bien un Juez 
no puede declarar por sí la inconstitucionalidad de 
una ley, si cree que la ley que va a aplicar es in- 
constitucional o tiene dudas respecto de su constitu- 
cionalidad, lo que debe hacer es, de oficio, como lo 
establece el artículo 258 de la Constitución, suspen- 
der los procedimientos y elevar el expediente a la 
Suprema Corte de Justicia para que esta determine 
si la ley aplicable en el caso es constitucional o in- 
constitucional". 


Dice el doctor Gonzalo Aguirre en la Comisión, 
defendiendo al Diputado Casas y atacando la actua- 
ción del señor Juez: "Si lo es, el Juez debe, no es 
que puede, debe, de oficio, solicitarle a la Suprema 
Corte de Justicia que así lo declare. Este Juez no lo 
hizo, lo que vicia procesalmente su actuación en este 
caso, incluyendo el pedido de desafuero que le ha 
cursado a la Cámara para aplicar una ley penal in- 
constitucional". 


Lamento discrepar con el profesor Aguirre -que 
de esto sabe muchísimo más que quien habla y por 
quien siento un respeto enorme-, pero sostener que 
el Juez debía solicitar de oficio la declaración de in- 
constitucionalidad es un error, porque la Constitución 
establece con meridiana claridad en el penúltimo in- 
ciso del citado artículo 258 que "El Juez o Tribunal 
que entendiere en cualquier procedimiento judicial, o 


el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en su 
caso, también podrá" -es una potestad, no una obli- 
gación- "solicitar de oficio la declaración de incons- 
titucionalidad de una ley y su inaplicabilidad antes de 
dictar resolución". Por ello, reiteramos que, en 
nuestra opinión, lo planteado carece de sustento. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——No se puede sostener que lo actuado por el J uez 
está viciado procesalmente porque no utilizó una 
potestad pues, a su leal saber y entender, ese ar- 
tículo no es inconstitucional, máxime cuando el le- 
gislador, como ciudadano que es, tiene la posibilidad 
de recurrir a la vía de la excepción, sin depender de 
que el Juez pida la declaración de inconstitucionali- 
dad de oficio. 


Con respecto al abuso innominado de funciones 
que se ha planteado, en nuestra opinión no se debe 
entrar en esta discusión... 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Señor Diputado: 
ha culminado su tiempo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Solicito que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 


SEÑOR PRESI DENTE (Caram).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y cuatro en sesenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría, quien dispone de quince minutos. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: agradezco al 
Cuerpo la paciencia de escucharme y la posibilidad 
de continuar haciendo uso de la palabra. 


Decíamos que el Parlamento, en el año 1998, 
discutió y revisó la conducta de este delito y no solo 
lo mantuvo, sino que, además, agravó la pena con el 
objetivo expreso de dar una señal con respecto a las 
situaciones de corrupción pública de la época; fue 
así que se aprobó la Ley N” 17.060. Reitero que esto 
fue en 1998; este Parlamento tenía otras mayorías, 
pero se discutió lo que hoy se plantea no solo como 
inconstitucional, sino en el sentido de que no debería 
estar en nuestro ordenamiento jurídico. 


También quisiera aclarar que, de acuerdo con 
los tratados internacionales firmados por la Repúbli- 
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ca, existe la obligación de tener legislación respecto 
al abuso de funciones. 


Asimismo, quiero aclarar un error que se tras- 
mitió a la prensa -no por quien habla ni por otros Di- 
putados, sino vinculado al Senado de la República y 
a algún ex Presidente-, cuando se dijo que el abuso 
innominado de funciones era un instituto que apare- 
cía en el Código Penal de 1934 y que tenía reminis- 
cencias fascistas porque provenía del Código Rocco. 
¡Vaya si habremos dicho en esta Cámara, como ban- 
cada del Frente Amplio -hemos propuesto y estamos 
trabajando en la reforma de ese Código Penal- que 
muchas de sus disposiciones se inspiran en ese Có- 
digo Rocco y que deberíamos cambiarlas! Lamenta- 
blemente, se equivocan: ya estaba establecido el 
abuso de funciones en nuestro Código de Instrucción 
Criminal del año 1883, en el Código Zanardelli; el 
abuso de funciones ya existía. Tenía una redacción 
un poco diferente, pero ya existía. Por lo tanto, en 
este caso, es otra la discusión a llevar adelante, y 
esto es una digresión. 


En cuanto a la pertinencia del delito de fraude 
previsto en el artículo 160 del Código Penal en rela- 
ción con la conducta del señor Representante Nacio- 
nal Casas, en nuestra opinión -y dicho con total res- 
peto- entendemos que la oportunidad procesal debe 
ser planteada ante el Juez, porque el que juzga si la 
conducta encuadra o no en el tipo penal es el Juez y 
no la Cámara de Representantes, tal como hemos 
sostenido a lo largo y ancho de todo este informe. 


En cuanto a las quejas sobre la actuación y las 
decisiones procesales del señor Juez, decimos que 
son legítimas porque cualquier ciudadano -como lo 
sabemos todos los abogados- puede plantearlas en 
cualquier momento, En nuestro derecho la defensa 
tiene la posibilidad de plantear la recusación del se- 
ñor Juez o del señor Fiscal, si cree que tiene los 
elementos suficientes para ello. Reitero: puede 
plantear la recusación del señor Juez o del señor Fis- 
cal, si cree que tiene los elementos suficientes para 
ello. Pero no compete institucionalmente a esta Cá- 
mara emitir dictámenes con respecto a los procede- 
res de un Fiscal o de un Juez. Sí se pueden dar opi- 
niones políticas o de la Cámara respecto a si nos 
gusta o no una sentencia. Pero acá estamos hablan- 
do de una relación institucional; hay un pedido ins- 
titucional de un Poder del Estado a otro, relativo al 
desafuero de un legislador, y la respuesta es institu- 


cional, no refiere a meras opiniones personales so- 
bre cada una de las decisiones que ha tomado un 
Fiscal o un Juez. Y, como dije al comienzo -y lo re- 
calco nuevamente porque no quiero que de mis pa- 
labras se desprenda que acá no se puede opinar so- 
bre las sentencias o los pedidos de procesamiento de 
un señor Fiscal o de un señor Juez-, siempre se pue- 
de opinar, y eso no implica la violación de la inde- 
pendencia del Poder Judicial. Sí se viola, si se toma 
como argumento eso para institucionalmente res- 
ponder que se comparten o no los argumentos da- 
dos para el pedido de procesamiento. Eso no com- 
pete a la Cámara de Representantes. 


En definitiva -para terminar y agradeciendo 
nuevamente a la Cámara la paciencia-, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 114 de la Constitu- 
ción, hemos evaluado, en primer lugar, si existen 
elementos que ataquen la independencia o integri- 
dad del Poder Legislativo o del Representante Nacio- 
nal referido, señor Diputado Alberto Casas, y quere- 
mos ser claros y terminantes en nuestras conclusio- 
nes, a las que hemos llegado sin ningún tipo de he- 
sitación, sin la más mínima duda: no ha surgido nin- 
gún móvil espurio o indicio alguno de persecución 
política por parte de los Poderes Ejecutivo y Judicial 
que invalide la solicitud de desafuero. 


Del estudio del expediente remitido, concluimos 
en la convicción de que existen elementos suficien- 
tes como para habilitar la comparecencia del legisla- 
dor referido a la audiencia prevista en el artículo 126 
del Código del Proceso Penal. ¿Por qué habilitamos 
la comparecencia? Porque no juzgamos los méritos, 
pues eso lo juzga el Juez, y porque lo que analiza- 
mos del expediente es si hay un ataque o no a la in- 
dependencia del legislador, si hay un ataque o no a 
la independencia del Cuerpo legislativo y si lo solici- 
tado tiene, por lo menos, una mínima expresión de 
fundamento; si no, se podría rechazar "in límine" en 
el caso de que lo planteado fuera absolutamente ri- 
dículo. 


Más allá de ese límite -como hemos sostenido 
en todo nuestro informe-, en nuestra opinión, no le 
compete otra cosa a este Parlamento, máxime te- 
niendo en cuenta que cuando el Juzgado envió la 
documentación referida a esos hechos que se le im- 
putan, se tuvo la posibilidad de verificarlos o deter- 
minarlos por parte de un Poder independiente, como 
lo es el Legislativo, y de hacer una investigación 
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hasta el final a efectos de ver si realmente existieron 
o no, para, a partir de allí, tomar una decisión en 
cuanto a si se daba o no el desafuero. Esto lo hubié- 
semos compartido, porque creemos que se tenía esa 
posibilidad; pero en ningún momento nadie lo soli- 
citó en esta Cámara. 


Es por todo lo expuesto que, de acuerdo con 
este artículo 114, se debe hacer lugar a la formación 
de causa, con el alcance que nosotros explicitamos 
en este informe, y suspender al señor Representante 
Casas en sus funciones, para que quede a disposi- 
ción del Tribunal competente. 


En definitiva, admito, con todo respeto, que 
para nosotros lo que está en juego aquí es el valor 
de la utilización correcta de las instituciones de la 
República, el valor de la defensa de un señor legisla- 
dor. 


Y ahora voy a hablar a título personal, no de mi 
bancada, porque no lo he conversado con todos sus 
integrantes. Si tuviera la más mínima duda -bastaría 
una mínima duda- de que aquí hay persecución polí- 
tica o de que existe alguna intencionalidad de ataque 
por parte del Poder Judicial o del Poder Ejecutivo 
para con nuestro Poder Legislativo, no votaría nin- 
gún desafuero en esta Cámara. Pero estoy convenci- 
do de que esto no es así. Creo que extralimitar el al- 
cance del fuero es crear un privilegio especial que la 
Constitución no nos da, que no tenemos, y esto no 
le hace bien al sistema político en general ni a esta 
Casa en particular. 


Por todo lo dicho es que hemos sostenido estas 
posiciones en este informe, en nombre de nuestra 
bancada del Frente Amplio. 


Muchas gracias. 


16.- Prórroga del término de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Dese cuenta de 
una moción de orden presentada por los señores 
Representantes Cardozo Ferreira y Orrico. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se prorrogue el término 
de la sesión". 


——Se va a votar. 


(Se vota) 


——Cincuenta y siete en cincuenta y ocho: AFIRMA- 
TIVA. 


17.- Señor Representante Alberto Casas. 
(Solicitud de desafuero). 


Continúa la consideración del asunto en debate. 


Tiene la palabra el miembro informante en mi- 
noría, señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: 
antes de entrar al análisis del tema, quiero hacer al- 
gunas precisiones que considero imprescindibles. 


Estamos hoy ante un caso muy delicado en el 
que está en juego la honorabilidad de una persona. 
En virtud de ello es que trataremos el tema con su- 
ma prudencia, ponderación y tino y con la responsa- 
bilidad en la que nos ha puesto la Constitución de la 
República en este momento, a través del artículo 
114, que nos coloca como jueces para resolver si 
hay lugar a la formación de causa. 


Pero antes de entrar a las consideraciones de 
hecho y de derecho -que nos llevarán a aconsejar a 
la Cámara de Representantes no hacer lugar a la so- 
licitud de desafuero del señor Diputado Casas-, debo 
decir algo que me parece muy importante. El doctor 
Alberto Casas es una persona de bien. El doctor Al- 
berto Casas es una persona honesta. El doctor Al- 
berto Casas es una persona que administró los bie- 
nes públicos en OSE con eficiencia, con sensibilidad 
social, con inteligencia y con total honestidad. Nunca 
tomó una resolución en provecho propio y adminis- 
tró como un buen padre de familia. ¡Y desafío a 
cualquier miembro de este Cuerpo a que diga lo 
contrario! 


Dicho esto con la convicción que nos da el co- 
nocimiento de la persona, pasaremos a informar y a 
demostrar por qué la Cámara no debe votar el de- 
safuero solicitado por el señor Juez Letrado de Pri- 
mera Instancia en lo Penal de 17” Turno. 


Ya lo decía Washington Beltrán en 1973, en 
ocasión del desafuero del Senador Erro: "Conside- 
rando que el fuero es un mecanismo de defensa de 
la independencia del Poder Legislativo, cuando viene 
un pedido de desafuero lo que tenemos que consul- 
tarnos es si detrás de él hay un intento o no de ava- 
sallar esa independencia que quiso consagrar el 
constituyente". 
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Decimos desde acá, con tranquilidad pero con 
firmeza, que no vamos a permitir que un Juez y un 
Fiscal que no han reunido pruebas, que solo se guían 
por indicios -como ellos mismos lo dicen, y lo vamos 
a demostrar-, que invierten la carga de la prueba, 
echen sombra sobre la actuación de uno de los 
miembros más honorables de este Cuerpo; y, peor 
aún, que echen sombra sobre el prestigio mismo del 
Parlamento. De eso se trata, señores legisladores; se 
trata de defender el prestigio de este Parlamento. Y 
yo lamento haber escuchado ciertas afirmaciones 
que me hacen dudar de que todos estemos en la 
misma sintonía. 


Debo decir que no estoy hablando del Poder 
Judicial; estoy hablando de un mal Juez y de un peor 
Fiscal. 


Antes de entrar al análisis del tema, quiero se- 
ñalar que el miembro informante por la mayoría ha 
dicho que es ante el Juez y el Fiscal que se deben 
dirimir estos asuntos. No va a contestar Borsari sino 
el señor Senador Zelmar Michelini en 1973. En oca- 
sión del desafuero del señor Senador Erro, Zelmar 
decía: "Yo espero que en el seno de la discusión se 
dé alguna respuesta a los argumentos que voy 
aportando por aquellos que votan el desafuero, por- 
que el caso no es tan simple o tan banal como para 
ignorar las afirmaciones que se realizan, no solo el 
artículo 341 y los artículos que cité, con la opinión 
que les pueden merecer a los señores senadores, si- 
no esta sentencia del Juez, este prejuzgamiento. 
¿Qué posibilidades hay de interrogarlo" -a Erro- "si 
ya establece que hay plena prueba y ya tipifica el 
delito? Es evidente que quiere" -el Juez- "que se le 
desafuere para meterlo preso. Y eso va contra todo 
el instituto del desafuero, contra todo lo que significa 
no en nuestro país, sino en la historia de la doctrina 
jurídica, el instituto del desafuero". 


Nosotros, en minoría, aconsejamos a la Cámara 
de Representantes desechar esto, votar en contra de 
esta solicitud de desafuero realizada por el señor 
Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
17* Turno. 


Vamos a entrar a las razones de hecho y de 
derecho que tenemos para aconsejar de esta ma- 
nera a la Cámara. Vamos a introducirnos en un te- 
rreno cuasi jurisdiccional, porque así nos lo manda el 
artículo 114. Admitámoslo, porque no es la única 
oportunidad en que la Constitución nos manda hacer 


esto, y lo vamos a demostrar. Este artículo dice: 
"Ningún Senador o Representante, desde el día de 
su elección hasta el de su cese, podrá ser acusado 
criminalmente, ni aún por delitos comunes que no 
sean de los detallados en el artículo 93, sino ante su 
respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos 
del total de sus componentes, resolverá si hay lugar 
a la formación de causa [...]". 


Señores Legisladores: tenemos la responsabili- 
dad de resolver antes que el Juez y el Fiscal si hay 
lugar o no a la formación de causa, y no hay que 
eludir esta responsabilidad. La tenemos nosotros, los 
legisladores; y esta responsabilidad no es delegable. 
Luego, el artículo continúa: "[...] y, en caso afirmati- 
vo, lo declarará suspendido en sus funciones y que- 
dará a disposición del Tribunal competente". 


No es este el único caso en el que la Constitu- 
ción encomienda al legislador erigirse en juez. El ar- 
tículo 303 constituye a la Cámara en una especie de 
tribunal de alzada ante el cual se pueden recurrir los 
decretos de la Junta Departamental y las resolucio- 
nes de los Intendentes Municipales contrarios a la 
Constitución y a las leyes. Y peor aún, el artículo 93 
dice que "Compete a la Cámara de Representantes 
el derecho exclusivo de acusar ante la Cámara de 
Senadores a los miembros de ambas Cámaras, al 
Presidente y el Vicepresidente de la República, a los 
Ministros de Estado, a los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia, [...] por violación de la Constitu- 
ción u otros delitos graves, después de haber cono- 
cido sobre ellos a petición de parte o de alguno de 
sus miembros y declarado haber lugar a la formación 
de causa". 


Dicho esto, voy a comenzar leyendo algo que 
me parece muy importante; es una declaración que 
tenemos grabada y filmada del actual Presidente de 
OSE, señor Carlos Colacce. El 21 de setiembre de 
2005, cuando se ponían en conocimiento de la J usti- 
cia supuestos actos irregulares de miembros del an- 
terior Directorio de OSE, dijo lo siguiente: "La situa- 
ción de Alberto Casas, que estaba siendo nombrado 
como involucrado en ciertas irregularidades, si bien 
nosotros veníamos manteniendo silencio porque no 
nos gusta manejar nombres en estas circunstancias, 
seguramente al haber sido Director del Organismo 
quedó involucrado en una nómina." -quedó involu- 
crado en una nómina- "Nosotros no tenemos ningún 
elemento que diga que Alberto Casas ha cometido 
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algún tipo de irregularidad. Así que quiero dejar bien 
claro esto". El periodista volvió a preguntar, y con- 
testó: "Yo no tengo ningún elemento que determine 
que haya habido alguna irregularidad de Casas. Por 
el contrario", afirma. 


Con respecto a los fueros, creemos que el 
constituyente estableció claramente que antes de 
que proceda acto jurisdiccional alguno, en el caso de 
un legislador, hay una cuestión de previo y especial 
pronunciamiento, que es decidir si hay lugar o no a 
la formación de causa. La Cámara debe juzgar, se- 
ñores legisladores. No le tengamos miedo a eso, 
porque mañana, cuando venga alguna otro caso, 
vamos a querer establecer si hay lugar o no a la 
formación de causa. Y debemos analizar y resolver 
antes de la decisión del Juez si su requerimiento es 
fundado. 


Ya que se ha nombrado a Justino Jiménez de 
Aréchaga, diremos que el jurista enseñaba -préstese 
atención- en "La Constitución Nacional": "La Cámara 
respectiva deberá tomar conocimiento de esta in- 
formación. Pero no está obligada a pasar por ella." 
-por la del Juez- "Por el contrario, como lo dejó 
sentado la Cámara de Senadores en el año 1858, la 
Cámara tiene el derecho de conocer por sí misma las 
circunstancias de hecho o los actos en los cuales ha- 
ya intervenido el Legislador. Para tal efecto, podrá 
designar una Comisión que se encargue de investi- 
garlos. [...]". 


El señor Diputado miembro informante por la 
mayoría ha dicho que no se formó ninguna Comi- 
sión, y eso no es así. La Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración actúa 
como tal. Y el profesor Justino Jiménez de Aréchaga 
en "La Constitución Nacional" -se puede leer, si lo 
duda el señor miembro informante- lo dice, en un 
caso de aquella época: que la Comisión de Constitu- 
ción y Códigos, en ese caso del Senado, se constituía 
en Comisión Investigadora con todos los poderes. Y 
este es el caso: la Comisión de Constitución, Códi- 
gos, Legislación General y Administración trató el 
tema y cada uno lo estudió. Habrá sido discutido o 
no en ella, pero cada uno estudió ese voluminoso 
expediente, y para eso estamos hoy discutiendo acá. 


Culmina Jiménez de Aréchaga diciendo: 'De 
ningún modo puede aceptarse que ella" -la Cámara- 
"esté obligada a considerar los hechos a través de la 


versión que le proporcione un funcionario depen- 
diente de otro Poder". 


Dice Cassinelli Muñoz, por si Jiménez de 
Aréchaga no alcanza: "A diferencia de los particula- 
res, que pueden ser procesados según la opinión del 
Juez, sobre la base de las pruebas aportadas, los le- 
gisladores solo pueden ser procesados según la opi- 
nión de su Cámara y no de la del Juez [...]". Dice 
Cassinelli -repito-: "[...] los legisladores solo pueden 
ser procesados según la opinión de su Cámara y no 
de la del Juez [...]". Continúa diciendo: "Por ejem- 
plo: si se lo encuentra infraganti delito se lo detiene 
y se da cuenta a la Cámara en lugar de dársele 
cuenta al Juez”. 


Entonces, señores legisladores, señor Presi- 
dente, no perdamos de vista lo que cada Cámara y 
el Parlamento deben hacer. Hemos dicho aquí du- 
rante mucho tiempo que sin Parlamento, nunca más. 
Hemos dicho aquí que nunca más golpe de Estado. 
Hemos dicho aquí: defendamos al Parlamento. Pues 
tenemos que empezar a defenderlo, con sus prerro- 
gativas, con sus derechos, que son estos, y que no 
son atribuibles a otro Poder del Estado, por más ho- 
norable que este sea y por más respeto que le ten- 
gamos al Poder Judicial. Para juzgar a un legislador, 
antes se debe pasar por la Cámara de Representan- 
tes o por la Cámara de Senadores. Esto no es un 
privilegio. Hay algunos que andan escondiendo la 
cola; hay algunos que andan pidiendo perdón ante el 
espejo porque son legisladores. ¡No! El tema es que 
el derecho o la prerrogativa no se le da al legislador. 
Esto, que es tan viejo como la historia de los Parla- 
mentos -que no tienen armas, que no tienen poder 
de imperio como el Poder Ejecutivo, que no tienen 
tanques, que no tienen fusiles ni ametralladoras co- 
mo el Poder Ejecutivo, que están hecho para que los 
Poderes Ejecutivos no se desborden-, se da al Cuer- 
po para que los Parlamentos puedan actuar libre- 
mente y para que los parlamentarios puedan decir 
libremente lo que quieran. No es un beneficio al le- 
gislador; no se lo pone por encima de los mortales. 
¡No! Se pone al Parlamento con determinadas pre- 
rrogativas para defender al ciudadano que votó a 
sus representantes; en definitiva, para defender al 
pueblo, señor Presidente, que es el que nos pone 
acá. 


También se ha hecho así desde tiempos inme- 
moriales para defenderse del Poder Judicial, porque, 
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como bien expresaba el señor miembro informante 
al principio de su informe, en épocas lamentables de 
la historia de la humanidad los Parlamentos no solo 
eran avasallados por Poderes Ejecutivos, monarcas o 
jueces, sino que los parlamentarios, los represen- 
tantes del pueblo, eran muertos, degollados, tortu- 
rados por desbordes de otros Poderes. 


Por eso se ha introducido esta norma: para de- 
fender la independencia de los Parlamentos y de los 
parlamentarios; no para otra cosa. 


Lo dice Zelmar Michelini en 1973: "Otro magis- 
trado italiano, Franmario,[...] cuando habla de los 
jueces, lo que reclama es que estén por encima de 
la pasión de los problemas que se discuten. Cuando 
reclama que los jueces no tengan ninguna relación 
con las partes y no tengan que estar sometidos a la 
presión o contacto con la gente que de alguna ma- 
nera puede influirlos," -nosotros vamos a demostrar 
cómo aquí un magistrado ha sido objeto de esto- "lo 
que quiere es que estén por encima de la pasión, del 
interés enunciado, que puede ser expuesto por las 
partes en pugna". 


También vamos a demostrar a través de algu- 
nos testimonios históricos -que me parece impor- 
tante compartir- cómo a través de un expediente se 
puede torcer la realidad. En el desafuero solicitado 
para el Senador Enrique Erro en 1973, un mes antes 
del golpe de Estado, decía él, compareciendo en el 
Senado: "Señor Presidente: he comparecido ante 
esta Comisión con el ánimo sereno del que tiene su 
conciencia limpia y del que sabe que dice la verdad, 
y nada más que la verdad. Simplemente he expresa- 
do al señor Presidente y a los colegas del Senado, 
que este expediente que invalido, este expediente 
falso, este expediente que para nosotros no existe, 
por lo que no podemos, por cierto hablar de él, no 
hay que tenerlo en cuenta. Dejo absolutamente rea- 
firmada nuestra posición, a los efectos de que los 
señores integrantes de la Comisión que, desde lue- 
go, tendrán una tarea muy importante que cumplir, 
no sean demorados por nuestra palabra". Quiere de- 
cir que el Senador Erro ya descartaba de plano la 
validez de un expediente que iba a atacar los fueros 
de un parlamentario. 


Tenemos que recordar que la tarea del legisla- 
dor es, por encima de todas, la de opinar. Si no es- 
tuviera consagrado un estatuto legal para proteger 
su independencia, el legislador podría quedar al ar- 


bitrio de un Juez, un Fiscal o un Poder Ejecutivo ar- 
bitrarios que atropellaran su independencia de crite- 
rio y, por lo tanto, desnaturalizaran el necesario 
equilibrio de los Poderes. 


Pero, miren, señor Presidente y señores legisla- 
dores, que esto no es ninguna elucubración abs- 
tracta; la historia nos lo marca. Las libertades for- 
males -algunos que peinamos canas nos acordamos 
de que muchas veces no les dimos la importancia 
que hoy les damos- fueron arrasadas en 1973 en 
nuestro país. Quizás los que integrábamos aquellas 
generaciones no nos dimos cuenta de cuán impor- 
tantes eran esas libertades formales. ¿Qué otra cosa 
fue sino un atropello del Poder Ejecutivo, de Juan 
María Bordaberry, al Poder Legislativo, la solicitud de 
desafuero del Senador Enrique Erro? Se llegó a decir 
que el procesamiento del Senador se hacía de cual- 
quier manera, con o sin desafuero. Allí está el ejem- 
plo más claro de cómo uno de los Poderes del Esta- 
do invade las prerrogativas del otro y se produce el 
desequilibrio que lleva inevitablemente a que el que 
posee la fuerza prevalezca en forma ilegítima, ava- 
sallando la Constitución, las leyes, y culminando con 
un golpe de Estado que, a su vez, terminó con los 
derechos de las personas. 


"Mutatis mutandis", dirían los juristas: defender 
la soberanía del Poder Legislativo no es otra cosa 
que defender, en última instancia, los derechos del 
pueblo, de las personas que conforman una nación. 


Voy a señalar algunos conceptos de Michelini y 
de Wilson Ferreira Aldunate en aquella instancia tan 
dramática para nuestro país, como lo fueron los días 
previos al golpe de Estado. Decía Wilson: "Tengo en 
mi poder -agrego que fuera del país- los originales. 
De estos documentos surge que se acordó entres 
estos oficiales del Ejército y el señor Amodio Pérez 
efectuar diversas publicaciones, de la cual surgiría la 
vinculación de políticos de muy diversos sectores, 
prácticamente de todos los sectores políticos con la 
Organización Tupamara.- Se acordó, además, diría, 
el orden" -estoy trayendo esto a colación para saber 
cómo se puede gestar una operación en contra de la 
institución Parlamento- "en que se irían haciendo las 
denuncias del caso a efectos de obtener, progresi- 
vamente, la destrucción del régimen civil para susti- 
tuirlo por una dictadura militar progresista, con o sin 
el mantenimiento del Presidente de la República, 
[...].- Hago este planteamiento" -decía Wilson- 
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"ahora, porque confieso que de este expediente, que 
ha llegado a conocimiento del Senado, lo que me ha 
irritado, lo que me ha parecido una bofetada a las 
instituciones nacionales, lo que me ha parecido in- 
dignante, es la inclusión del testimonio de este señor 
Amodio Pérez, sabiendo quiénes enviaron esta de- 
claración, la existencia de este complot que, repito, 
fue denunciado personal y oficialmente por mí, y cu- 
ya exactitud pudo ser comprobada por el señor Co- 
mandante en Jefe del Ejército". 


Y Michelini lo interrumpe diciendo: "La misma 
calificación del señor senador Ferreira Aldunate para 
la declaración de Amodio Pérez, la misma tesis que 
está exponiendo cabe para la declaración de Píriz 
Budes, mencionado por aquella persona como uno 
de los pilares sobre los cuales se basaba esa campa- 
ña de calumnias". 


Wilson continúa diciendo: "Quiero que se me 
entienda bien. Hay un expediente en el cual el señor 
Rosencof declara y habla, solamente, de la vincula- 
ción con Amodio Pérez; pero el otro expediente ha- 
bla, únicamente, de otro senador, y otro en que se 
refiere exclusivamente a otro senador. [...] a dispo- 
sición del Poder Ejecutivo [...] hay una colección de 
expedientes que le permiten elegir qué senador, de 
qué grupo político será el siguiente en la mira de los 
solicitadores de desafueros". 


Esta era la maniobra que se estaba urdiendo 
para desprestigiar al sistema democrático en 1973. 


Voy a señalar otros elementos a los efectos de 
que vean cómo se puede debilitar un Poder del Es- 
tado tan frágil como el Parlamento. 


El doctor Gonzalo Aguirre, que acompañó en su 
carácter de asesor letrado al señor Representante 
Casas -y a quien tanto aludió el señor legislador Cá- 
nepa-, profundiza el concepto. Dice: "Entiendo que 
este tema hay que analizarlo en el contexto constitu- 
cional y no examinar el artículo 114 como una norma 
aislada, porque forma parte de un sistema de pro- 
tección de la independencia de las Cámaras frente a 
los demás centros de poder y del Gobierno, de ma- 
nera de garantizar no solo la independencia de las 
Cámaras sino la independencia de sus integrantes". 


Justino Jiménez de Aréchaga, en "La Constitu- 
ción Nacional", dice: "Este principio de irresponsabi- 
lidad es el que se llama también libertad de palabra 
o libertad de voto y discurso y, en el Derecho parla- 


mentario inglés, 'freedom of speach'. Es, en síntesis, 
un privilegio, es decir una ley privada o especial re- 
lativa al Legislador, destinada a proteger la libertad 
de acción del Cuerpo y no de cada uno de los inte- 
grantes particulares; este privilegio es irrenunciable". 


En el fondo, estamos hablando de la indepen- 
dencia del Parlamento. Muchas veces -ahora, casi 
todos los días- nos preguntan por la radio: "¿Por qué 
no va a declarar a la Justicia?", como se ha dicho 
aquí. No se trata de una cuestión tan simple. ¡No!; 
se trata de si nosotros antes asumimos la responsa- 
bilidad como legisladores de establecer si hay lugar o 
no a la formación de causa, señor Presidente. De- 
bemos tener la responsabilidad y la personalidad 
para decir a la opinión pública y a la prensa que el 
constituyente por algo consagró estas normas en to- 
do el mundo, desde tiempos inmemoriales. 


La independencia del Parlamento es defendida 
fuertemente, por ejemplo, por el doctor Aníbal Luis 
Barbagelata en aquella instancia del desafuero del 
Senador Erro, en un informe solicitado por el Senado 
de la República, y no me resisto a la tentación de 
compartir con los compañeros de Cámara algunos de 
sus pasajes, por lo menos para que vean la impor- 
tancia que dan los doctrinos a este tema. Decía Bar- 
bagelata al Senado en 1973: "El sentido natural y 
técnico de esa expresión -que no se utiliza con fre- 
cuencia, para análoga situación, en el derecho com- 
parado general- y la ilustración que en cuanto a su 
exacto contenido significativo pueda extraerse del 
empleo que la Constitución Nacional hace de ella en 
el Art. 93, al referirse al juicio político, revela con to- 
da evidencia que en el derecho constitucional verná- 
culo la Cámara a la que corresponde actuar tiene 
respecto al pedido de desafuero y a los elementos 
en que tal pedido se apoya, amplios poderes de 
contralor, que debe ejercer siempre, pero con mayor 
estrictez si cabe". Y sigue Barbagelata: "No hay 
pues, en tal hipótesis, lesión del principio de separa- 
ción de Poderes o 'invasión' de la competencia pro- 
pia de un Poder o, siquiera, mínimo agravio a la in- 
dependencia o autonomía funcional de los jueces, 
como no la hay tampoco cuando la Cámara resuelve 
-como está habilitada expresamente para hacerlo- 
que 'no hay lugar a la formación de causa' y, por 
ende, no decreta el levantamiento de la inmunidad 
impetrado.- En consecuencia, no existe la 'ratio juris' 
que el eminente Aréchaga [...] encuentra para no 
aceptar ese tipo de contralor, ya que ejerciéndolo el 
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órgano parlamentario no se sustituye al juez". Y se- 
guía informando Barbagelata al Senado: "La Cámara 
que debe decidir no tiene por qué pasar por lo que 
del expediente resulta. Puede legítimamente servirse 
de otros medios de esclarecimiento de la situación. Y 
debe hacerlo toda vez que entienda que así lo exige 
la irrenunciable defensa de la integridad y de la in- 
dependencia del Parlamento". 


Estas palabras de Barbagelata en 1973 son irre- 
batibles asegurando la independencia del Parlamento 
que nosotros debemos defender. Hay algunos legis- 
ladores que son muy jóvenes para recordar aquella 
época en la cual el escribano y Senador Dardo Ortiz 
solicitó a Amodio Pérez en la cárcel que escribiera 
una frase; el señor Diputado Rosadilla se acuerda 
bien de ello, porque está asintiendo con la cabeza. 
Todos quienes vivimos aquella época fuimos testigos 
del "capolavoro" de ese Senador que hoy no está 
entre nosotros y que demostró una infamia que iba a 
ser inferida a todo el poder político. ¡La importancia 
de los fueros! Fíjense que cuando iba a ser desafo- 
rado Erro, Dardo Ortiz solicita al Ministro del Interior, 
por aquel entonces Ravenna, que compareciera ante 
el Senado. En negociaciones con el Poder Ejecutivo 
de la época se acordó que lo iba a entrevistar la Co- 
misión de Constitución y Legislación del Senado a no 
recuerdo qué unidad militar. Pero lo importante es lo 
siguiente. Dice Dardo Ortiz: "Luego de terminada la 
reunión, se retiró Amodio Pérez y cuando nos 
aprestábamos a retirarnos nosotros, los senadores y 
también el Ministro, y cuando ya estábamos de pie, 
el Coronel Trabal -que tengo entendido es Jefe de 
Inteligencia Militar- expresó, dirigiéndose a mí, que 
yo debía entregarle el documento, o sea, la hoja de 
papel en la que Amodio Pérez había escrito unas po- 
cas palabras.- Ante mi negativa de entregarlo," -dice 
Ortiz- "manifestó que, en ese caso, yo no podría salir 
del establecimiento militar. Le señalé si sabía lo que 
eso significaba y con toda claridad expresó el Coro- 
nel Trabal, que tenía plena conciencia de que estaba 
violando la ley, la Constitución y mis fueros de sena- 
dor, pero que obedecía órdenes superiores.- Esto fue 
dicho en presencia de los señores senadores 
Grauert, Beltrán, Paz Aguirre y Singer y del señor 
Ministro Walter Ravenna.- El Ministro no tuvo ni una 
palabra de reacción, ante lo cual le señalé que si el 
Coronel Trabal decía obrar por orden superior, él, 
como Ministro, era el superior máximo y podía dar la 
contraorden.- Ante su vacilación le pedí que hablara 


con el Presidente de la República y le expresé mi de- 
seo de hablar yo mismo con el titular del Poder Eje- 
cutivo". Continúa Ortiz: "Aceptado este tempera- 
mento nos dirigimos, el Ministro, el Coronel Trabal y 
yo, a otro recinto donde estaba instalado el teléfono. 
Aguardamos unos instantes debido a que el teléfono 
estaba siendo utilizado, en ese momento, por algu- 
nos Oficiales. Al cabo de un rato, dichos Oficiales hi- 
cieron pasar al Coronel Trabal a esa habitación, en la 
que estaba el teléfono, quedando el Ministro y yo 
aguardando. Salió el Coronel Trabal luego de unos 
minutos y me dijo: 'Por disposición del Comandante 
en Jefe puede usted guardar el documento y retirar- 
se con él'. Agregó: 'En lo personal, le pido disculpas, 
no así en lo funcional, porque estaba cumpliendo ór- 
denes superiores". 


Esto que les parecerá increíble a quienes no ha- 
yan sido testigos o a quienes no hayan leído la his- 
toria, pasó en nuestro país. ¡Y se llevaron por de- 
lante los fueros! ¡Y se llevaron por delante el Parla- 
mento! ¡Y vaciaron el Parlamento! ¡Y dieron el golpe 
de Estado! ¡Es por eso que hago una defensa, hasta 
si se quiere, furibunda de la independencia de este 
Poder del Estado, que no debe ceder ni un centíme- 
tro de sus prerrogativas y de sus derechos en favor 
de ningún otro Poder del Estado! 


Y ese complot contra la democracia estaría 
asentado -y sigo con la historia porque es impor- 
tante tener presentes todas estas cosas- en un libro 
que el señor Amodio Pérez iba a publicar diciendo 
quién sabe qué cosas sobre los principales dirigentes 
políticos de nuestro país. 


Dijo el señor Paz Aguirre en aquella oportuni- 
dad: "Simplemente a los efectos de documentar to- 
dos estos hechos, debo decir que la copia fotostática 
de una carta que llevaba el señor senador Ortiz, si 
yo no entiendo mal, era una carta cuya letra coinci- 
día exactamente con la que se obtuvo. No soy perito 
calígrafo, pero no creo que sea necesario serlo, para 
darse cuenta que era exactamente la misma letra". 
Eso quería comprobar Ortiz. "Esa era un carta dirigi- 
da por una persona que escribía igual al señor Amo- 
dio Pérez al señor Fasano en la cual se hablaba de 
ese complot o de esa connivencia entre las Fuerzas 
Armadas con los tupamaros para desprestigiar a los 
políticos y a los partidos políticos, en función de un 
libro que escribiría el señor Amodio Pérez y que sería 
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revisado o perfeccionado con la técnica que le reco- 
nocemos al señor Fasano". Eso decía Paz Aguirre. 


Michelini -Zelmar- decía lo siguiente: "En se- 
gundo término, al que descarto totalmente, es al se- 
ñor Fasano; fue gracias a su intervención que todo 
esto abortó. Y creo que el señor senador Ferreira Al- 
dunate -que fue actor principalísimo en estos he- 
chos, porque se condujo de una manera sumamente 
rápida y definida- puede, quizás, certificar lo que yo 
digo. El señor Fasano se negó, terminantemente, a 
la redacción y publicación del libro, y puso, de inme- 
diato, a nivel político y en las personas que le pare- 
ció pertinente, el conocimiento de la maniobra que 
se estaba tramando, ofreciendo la documentación 
correspondiente y desechando una abultadísima su- 
ma de dinero". 


Y Ferreira Aldunate dijo lo siguiente: "Creo que 
para hablar del señor Fasano tengo autoridad.- El 
señor Fasano no me merece la más mínima simpa- 
tía. Si hay alguien que tiene motivos para sentir 
contra él legítimos agravios, soy yo. No tengo por el 
señor Fasano, repito, ninguna simpatía, entre otras 
razones -no tengo por qué ocultarlo-, por la de ha- 
ber practicado en el país, durante largo tiempo, un 
estilo de periodismo delictivo que mucho daño le hi- 
zo a la República y a las instituciones nacionales". 


Y sigue Ferreira: "El señor Fasano, en uno de 
los diarios que editaba, inventó, poco antes de las 
últimas elecciones, la repugnante calumnia de que 
mi candidatura presidencial estaba financiada por la 
Esso Standard Oil. Yo no soy de aquellos que olvi- 
dan, fácilmente, este tipo de delitos -porque estos 
son delitos, y de los peores-, pero también debo de- 
cir que Fasano, en esta emergencia, no sé por qué 
motivo o debido a qué móviles que pudieren haber 
motivado su actuación, contribuyó, eficazmente, a 
desbaratar una conjura contra las instituciones y el 
sistema político del país. Creo que si el libro de 
Amodio no apareció publicado, fue pura y exclusiva- 
mente porque este intento se pudo poner en cono- 
cimiento de militares de honor que contribuyeron a 
impedir la publicación. Por otra parte, creo que el 
solo hecho del anuncio previo, volvía imposible, 
frustraba el objetivo perseguido naturalmente que 
no por las Fuerzas Armadas, ni por un sector de las 
mismas, sino por malos ciudadanos integrantes de 
ellas, que los tienen como cualesquiera otros niveles 
de la vida social". 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Ha finalizado el 
tiempo de que disponía el señor miembro informante 
en minoría. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¡Que se prorrogue! 
SEÑOR PRESI DENTE (Caram).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y siete en cincuenta y ocho: AFIRMA- 
TIVA. 


Puede continuar el señor miembro informante 
en minoría, quien dispone de quince minutos más de 
tiempo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Gracias, señores le- 
gisladores. 


Decía Ferreira entonces: "No tengo, pues, nin- 
gún motivo de no señalar al Senado que, en aquella 
oportunidad, en aquel episodio, la contribución del 
señor Fasano fue eficaz y coadyuvó a desbaratar, 
repito, esta maniobra". 


Vaya esto dicho, señores colegas y señor Presi- 
dente, para saber que no es la primera vez que se 
trató de avasallar a nuestro Parlamento, que se trató 
de pasar por encima de las instituciones democráti- 
cas y que debemos ser celosos, hasta extremos que 
no podamos creer, de esta independencia del Poder 
Legislativo. 


Ahora vamos a entrar al análisis de lo que han 
dicho y hecho el Juez y el Fiscal de la causa. Se trata 
de desentrañar si la decisión judicial de pedir el de- 
safuero y el correspondiente dictamen fiscal están 
arreglados a derecho o, por el contrario, son expre- 
sión de un voluntarismo subjetivo que ha invadido a 
Juez y a Fiscal, y que estamos ante un evidente caso 
de politización de la J usticia. 


Vayamos por partes. Nosotros sí vamos a en- 
trar, por todas las causas que hemos dicho, a anali- 
zar caso por caso los presuntos delitos atribuidos a 
Alberto Casas, como no se hizo en el informe en ma- 
yoría. Porque de eso se trata aquí: de saber si hay 
lugar o no a la formación de causa; de lo contrario, 
estaríamos rehuyendo nuestra responsabilidad. Es 
muy fácil decir: habilitemos el camino de la Justicia. 
Y el artículo 114 de la Constitución, ¿para qué está? 
¿Para qué sirve? Y la obligación del legislador de ex- 
pedirse si hay lugar o no a la formación de causa, 
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¿para qué sirve? ¿Para qué está? Y la independencia 
del Poder Legislativo, ¿adónde la dejamos? Respe- 
tamos al Poder Judicial, respetamos a los Jueces, 
¡pero que nos respeten a nosotros también! ¿Volve- 
remos acaso a despreciar nuevamente las libertades 
formales? 


Se acusa al doctor Casas de haber incurrido en 
el delito de fraude, y no lo vamos a rehuir; iremos 
caso por caso. ¿Qué es lo que se debe probar en el 
caso del delito de fraude? Fraude deriva del latín 
"fraus-dis", que significa "daño causado a alguien"; 
por si no lo saben el señor Juez y el señor Fiscal, 
queda en la versión taquigráfica. Dicha figura delicti- 
va presupone que se actúe de la siguiente manera: 
a) que se proceda con engaño; b) que se dañe a la 
Administración, y c) que la finalidad sea beneficiarse 
económicamente el agente o un tercero. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Pintado) 


——.Decía el doctor Bordes en la Comisión de Cons- 
titución, Códigos, Legislación General y Administra- 
ción: "Debe probarse entonces que el señor Casas, 
en su calidad de Director de OSE y actuando de mala 
fe, procedió a engañar, actuó con estratagemas para 
favorecer que personas de su secretaría cobraran 
por viajes no realizados. Las personas a las que se 
refiere el señor Fiscal son Miguel Adán y Juan Fer- 
nández, funcionarios de la secretaría que concurrían 
al interior del país. Sin embargo, ni de la propia in- 
vestigación administrativa de OSE ni del propio pre- 
sumario penal surge que estos funcionarios no ha- 
yan realizado los viajes al interior". 


Antes bien, los propios funcionarios solicitaron 
al Juez prueba testimonial de Intendentes, de cho- 
feres, de comisiones barriales para que dijeran si 
estuvieron o no allí. ¿Y saben qué pasó? Denegación 
de derechos. No se citó a ninguno de los que habían 
sido pedidos para aportar pruebas. Y yo me pre- 
gunto, ¿por qué se denegaron estas diligencias que 
eran fundamentales para la prueba del presunto de- 
lito? Lamentablemente, señor Presidente, tengo que 
decir que en este caso el Juez ha actuado sin reco- 
nocer el derecho al diligenciamiento de la prueba 
consagrado en el artículo 113 del Código del Proceso 
Penal, en la redacción dada por la Ley N* 17.773, 
del año 2004, es decir, de hace muy poco, y que 
votamos muchos de los que estamos acá. El funda- 
mento de la modificación aprobada y de esa potes- 


tad probatoria es poner en pie de igualdad al defen- 
sor y al Fiscal, así como el reclamo a los Jueces de 
velar por esa igualdad, como lo destaca el informe 
de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de setiembre de 2003 al 
poner en consideración de la Cámara ese proyecto 
de ley. Son muy elocuentes -basta leerlas- las ma- 
nifestaciones de los señores Representantes Orrico, 
Barrera y Bergstein, entre otros, quienes destacaron 
el avance que ello significa en el ámbito de los dere- 
chos humanos, las garantías individuales y el debido 
proceso. Pues aquí, señores, esos derechos huma- 
nos, esas garantías individuales y ese debido proce- 
so a que aludían los señores Representantes Orrico, 
Barrera y Bergstein, el Juez se los pasó por arriba, 
por no decir otra cosa. Este era el reclamo del Cole- 
gio de Abogados y de prestigiosos catedráticos, pero 
en este caso no se actuó de acuerdo a derecho. 


Por otra parte, debemos decir que el doctor Ca- 
sas, como Director de OSE, nunca firmó un solo trá- 
mite de viáticos de sus secretarios ni estaba dentro 
de sus cometidos autorizarlos. Dichos trámites eran 
objeto de una reglamentación de viáticos de la OSE 
bastante extensa que tengo por aquí, que establece 
pormenorizadamente cómo debe actuarse con estos. 
Además, eran regidos y reglamentados por una Co- 
misión Especial integrada por Jefes, Dirección J urídi- 
ca, Gerentes de Recursos Humanos, etcétera. En 
ninguno de esos momentos intervenía el Director 
Casas. A la vez que el procedimiento era meridiana- 
mente claro a través de dicho reglamento, en el pe- 
ríodo de actuación del doctor Casas en la OSE nunca 
hubo observaciones a la legalidad del procedimiento 
por parte del Tribunal de Cuentas ni del órgano au- 
ditor interno: la Inspección General. 


¿Dónde está -preguntamos nosotros- el proce- 
dimiento intencionalmente engañoso del doctor Ca- 
sas, elemento fundamental para configurar el delito 
de fraude? En ningún lado, colegas; brilla por su au- 
sencia. ¿Dónde está el daño a la Administración, si 
todo está documentado y avalado por una Comisión 
y un reglamento de viáticos perfectamente ajustado 
a derecho y plenamente vigente al momento de rea- 
lizarse las encomiendas a los funcionarios? 


Nada está probado, señor Presidente, y todo 
está mal diligenciado, tanto es así que no se admitió 
prueba testimonial clave para el caso. Esto indica 
que la sentencia judicial tiene vicios inadmisibles 
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para una buena administración de justicia. El Juez 
nunca debió cursar la solicitud de desafuero sin ha- 
ber antes agotado todas las instancias que el proce- 
so penal establece como garantía para el adminis- 
trado. El Juez no dirigió el proceso con diligencia, si- 
no que lo hizo con impericia, invirtiendo la carga de 
la prueba, por lo que consideramos que el pedido de 
desafuero es totalmente improcedente. 


Nota aparte cabe en cuanto al dictamen fiscal. 
Lo que debe probar el señor Fiscal es que estos dos 
funcionarios no concurrieron a realizar los encargos 
encomendados en el interior del país. En ningún lado 
-reto a cualquier legislador que haya leído el expe- 
diente a que lo traiga y lo lea- surge la prueba de 
que los señores Miguel Adán o Juan Fernández no 
hayan concurrido al interior; ni de la investigación 
administrativa de OSE ni del propio expediente penal 
surge ninguna prueba de esto. En ningún pasaje de 
su vista en el Capítulo |, sobre el cobro de viáticos 
por funcionarios del organismo, el Fiscal aporta 
prueba alguna. Antes bien, para nuestro asombro, 
en el punto 1.2 de dicho capítulo el Fiscal dice: "So- 
bre los hechos narrados se han recogido los si- 
guientes indicios". ¡Por indicios está tratando de pro- 
cesar a una persona de bien! 


Los señores Adán y Fernández pidieron que de- 
clararan los Intendentes Municipales de Durazno y 
de Florida, las comisiones barriales de las distintas 
localidades donde desempeñaron funciones, pero no 
se hizo lugar a esa prueba fundamental, lo cual pa- 
rece por lo menos ser un desatino desde el punto de 
vista jurídico o, inclusive, una negación de justicia. 
Podemos afirmar rotundamente que no hay pruebas 
de que los dos funcionarios aludidos no hayan con- 
currido a los lugares comisionados. No hay prueba 
alguna. Y esa es la tarea del señor Fiscal: probar la 
culpabilidad, cosa que ha incumplido a cabalidad. 


Se acusa al señor legislador Casas, ex Director 
de OSE, de abuso de funciones en casos no previs- 
tos especialmente por la ley. El propio "nomen juris" 
de esta figura delictiva, prevista en el artículo 162 
del Código Penal, nos habla de la inconstitucionali- 
dad de él, puesto que todo lo que no está previsto 
en la ley debe estar permitido, o sea que es lícito. Es 
inconstitucional porque viola un principio esencial del 
derecho, el de legalidad. Según el mismo, toda con- 
ducta delictiva debe ser escrita y estricta, o sea, 
clara. 


Queda claro que este tipo delictivo no cumple 
con el principio básico de legalidad, que es uno de 
los principios en los cuales el Estado fundamenta su 
derecho y poder de castigar. Si no cumple con ese 
principio, así como el de culpabilidad o el de lesivi- 
dad, el Estado no tiene derecho a castigar ciertas 
conductas. Antes bien, en un Estado democrático y 
de derecho, el poder de castigar tiene una barrera 
muy clara que es que se configuren esos presu- 
puestos. 


El doctor Miguel Langón, Profesor Grado 5 de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la Repúbli- 
ca y de la Universidad de Montevideo, dice respecto 
del artículo 162 del Código Penal: "Este es uno de 
los delitos más lamentables, por su corte claramente 
autoritario, que existen en nuestra legislación. En 
efecto, su propio nombre denuncia su flagrante vio- 
lación al principio de legalidad ya que reconoce que 
se trata de abusos no previstos especialmente por la 
ley, y lo no previsto expresamente por la ley no debe 
ser delito". "Y es el caso que el derecho penal liberal 
y democrático rechaza la existencia de delitos inno- 
minados, o sea de aquellos en que, como en el ob- 
jeto de estudio, no existe una descripción concreta 
del hecho punible, y que, por la forma en que deben 
ser integrados, vulneran la regla de la prohibición de 
analogía. En definitiva, serán delictivas las conductas 
abusivas que los magistrados entiendan que lo son, 
sin poderse determinar concretamente, con anticipa- 
ción, cuáles son los lineamientos del supuesto de 
hecho, cuál es la descripción típica de lo prohibido". 


Por encima de estas consideraciones, señores 
Representantes, vamos a demostrar que el señor 
Representante Casas no ha rozado tan siquiera los 
presupuestos de hecho establecidos en el artículo 
162 del Código Penal. 


¿De qué se acusa al ex Director de OSEÉ Alberto 
Casas? 


En primer lugar, en la vista fiscal se acusa "a los 
señores Directores de OSE el dar órdenes de que los 
coches a ellos asignados fueran enviados para su 
mantenimiento y reparación al taller Puerta Grande". 
De la lectura pormenorizada del dictamen fiscal no 
surge una sola prueba del hecho imputado, ¡ni una 
sola! ¡Ninguna! Lo que sí surge de los distintos tes- 
timonios es que la responsabilidad del área de man- 
tenimiento... 


64 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de julio de 2007 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——Por la importancia del tema, señor Presidente, le 
pido que sea indulgente con mi exposición; me fal- 
tan unos minutos. 


Lo que también surge de todo el expediente es 
que la OSE hacía veinte años que mandaba reparar 
los automóviles a dicho taller. Pero lo más impor- 
tante está en el expediente judicial, en el cual se di- 
ce que los señores Torres y De Clerck "[...] manda- 
ron muchas circulares a los talleres que no se acep- 
taba ninguna factura que no fuese emitida la orden 
por ellos. La mayoría de las veces sucede con los 
vehículos de los directores, que llega el vehículo y se 
realiza la reparación. Siempre con cosas establecidas 
y previa comunicación con la gerencia. Durante el 
período actual también se trabajó de esta forma; yo 
llegué a atender los autos del Presidente y venían y 
había que hacer un servicio y por lógica no puede 
pasar determinado límite". Quiere decir que aquí se 
está haciendo cargo a estas personas y no a otras de 
mandar los automóviles a este taller. 


Pero es necesario saber y dar a conocimiento 
de la Cámara un hecho muy significativo que segu- 
ramente el señor Fiscal no averiguó. O sea: ¿cuánto 
dinero gastaba la OSE en el mantenimiento de su 
flota de automotores antes del doctor Casas y 
cuánto después de él? Acá va la respuesta: en el año 
2000, antes de su ingreso, el gasto era de 
US$ 700.000, y cuando se fue era de US$ 250.000. 


Señor Presidente, señor Juez y señor Fiscal: si 
hubiera que poner un ejemplo de buena administra- 
ción de los recursos del Estado, pues está acá a mi 
lado y tendríamos que recurrir a él para saber cómo 
hicieron para rebajar ese gasto. 


En segundo término, se imputa al Directorio de 
OSE haber propiciado, mediante perforaciones, el 
suministro de agua a instituciones sin fines de lucro, 
como ser clubes deportivos, escuelas, hogares de 
ancianos. Se ejecutaron mediante convenio con el 
Ejército Nacional. Las obras procuraron que esos 
sectores de la población tuvieran acceso al agua, de 
acuerdo con los fines sociales establecidos en la 
Carta Orgánica de OSE. No puede desprenderse de 
esto que exista una conducta recriminada penal- 
mente. Sin embargo, el Fiscal dice: "La conducta de 
los indicados ex Directores [...] encuadra en el delito 
de abuso de funciones en casos no previstos espe- 


cialmente por la ley". ¡Es increíble! ¡Por haber hecho 
una perforación para dar agua potable! 


Pero ¿sabe qué es lo más increíble, señor Presi- 
dente? Cuando se resolvió y se hizo esta perforación 
del Club Universal de San José, el señor Diputado 
Casas ya estaba muy lejos; hacía meses que había 
renunciado a OSE y estaba trabajando en el Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Quiere decir 
que el señor Fiscal ni siquiera se tomó el trabajo de 
leer lo que debía leer. 


Aquí tengo un remitido del Club Atlético Univer- 
sal de cuando se hizo la perforación; también tengo 
el dictamen del Fiscal, desconociendo absolutamente 
las fechas en que el señor Diputado Casas estaba en 
la OSE. Pero esto no es una sorpresa. Esto linda con 
otras figuras sobre las que realmente no sé si el Fis- 
cal de Corte y Procurador General de la Nación no 
tendrá que tomar las medidas correctivas que co- 
rresponda. 


Además de que el señor Diputado Casas no es- 
taba, quiero decir que el actual Directorio de OSE -y 
no me parece mal- sigue haciendo perforaciones. Me 
parece muy bien que lleve el agua, como lo hacía el 
anterior Directorio, a distintos lugares que la nece- 
siten. Aquí está la prueba, por si hacía falta. Quizá 
este Fiscal va a pedir el procesamiento de los actua- 
les Directores de OSE. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- La Mesa solicita 
al señor Diputado que vaya redondeando. Conozco 
la importancia que tiene el tema, pero hay una larga 
lista de oradores que me están reclamando. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ya termino, señor 
Presidente. Se comprenderá que le doy mucha im- 
portancia a esto porque está en juego el honor de 
una persona de bien. 


¿Dónde está, entonces, la arbitrariedad? ¿Dón- 
de está el interés espurio? ¿Dónde está el perjuicio 
inferido a la Administración o a los particulares? Nin- 
guno de estos presupuestos se ha dado. Por lo tan- 
to, no hay abuso de funciones alguno, así como no 
hubo fraude alguno. 


Del mismo modo, la Suprema Corte de Justicia 
condenó a lllarietti a pasar ese calvario de dos años, 
cuando fue acusado también de abuso de funciones, 
y en casación deroga esa sentencia diciendo: "Se 
coincide con la discordia en cuanto a que en autos 
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no surge articulado el perjuicio (moral o material) 
inferido por la conducta del imputado a la Adminis- 
tración o a los particulares requerido como referen- 
cia subjetiva del artículo 162 del Código Penal, ex- 
presión que al decir de Bayardo Bengoa es la pauta 
psíquica que sirve de base a la intención del sujeto 
activo. [...] En conclusión, estima la mayoría de la 
Corte que la Sala de mérito aplicó erróneamente el 
art. 162 del Código Penal al no ponderar la ausencia 
del perjuicio para la Administración, legalmente re- 
querido, por lo que corresponde casar la sentencia 
recurrida y absolver al imputado". 


Por último, se acusa al señor Diputado Casas de 
haber incurrido en el delito de abuso de funciones 
por la gestión del Directorio de OSE en cuanto a la 
contratación de publicidad oficial. El cargo es la "ine- 
xistencia de una distribución equitativa e imparcial 
de la publicidad [...]", etcétera. 


Lo primero que debemos dejar claro es cuál fue 
el comportamiento en cuanto a contratación de pu- 
blicidad en el período 2001-2003. ¿Sabe, señor Pre- 
sidente, cuánto era el gasto en publicidad cuando 
entró el señor Diputado Casas? US$ 500.000. ¿Sabe 
cuánto era al irse el señor Diputado Casas? 
US$ 150.000. ¿Dónde está el daño? ¿Dónde está el 
perjuicio? ¿Dónde está el beneficio personal? En nin- 
gún caso. No hubo abuso de funciones. 


Las tremendas irregularidades cometidas por el 
señor Fiscal lo llevaron a realizar comunicaciones 
directas con los denunciantes, y aquí tengo la prue- 
ba. El señor Fiscal no puede hacer comunicaciones 
directas porque se lo prohíben la Constitución y las 
leyes de nuestra República. Deben pasar por el Po- 
der Ejecutivo, por el señor Fiscal de Corte y por el 
Ministro respectivo. Aquí se dice que, en forma per- 
sonal, le cursó un oficio al señor Daoiz Uriarte, Se- 
cretario General de OSE. Veremos qué consideracio- 
nes nos merece esta actuación de este señor que ha 
violado la Constitución y las leyes. Para ello prescin- 
dió de la obligatoria intervención del señor Juez en la 
causa, que de acuerdo con nuestro Código del Pro- 
ceso Penal es la persona encargada de la instrucción 
del proceso, por lo menos mientras no se modifiquen 
nuestras normas. Luego de más de dos meses de 
iniciado el proceso penal, el 24 de noviembre de 
2005, el Fiscal cursó una comunicación escrita al Se- 
cretario General de OSE, a la que caratuló como 
"PERSONAL" -como hemos demostrado-, en un 


destacado en mayúsculas, mediante la cual 
-haciendo referencia a conversaciones telefónicas 
mantenidas con el denunciante- solicita documenta- 
ción para remitir al Juzgado. Esto, señor Presidente, 
vulnera en forma absoluta el debido proceso. 


En primer lugar, el Fiscal incurre en actuaciones 
absolutamente ajenas a sus cometidos. En segundo 
término, el Fiscal avasalló las facultades del Poder 
Judicial, que es quien instruye la prueba en todo 
proceso penal. En tercer lugar, nos preguntamos: 
¿han decaído tanto las garantías de los derechos en 
nuestro país? En cuarto término, nos preguntamos: 
¿es que tal conducta no constituye directamente la 
comisión de un delito de usurpación de funciones 
que corresponden al señor J uez? 


El Fiscal Fernández Dovat es el mismo que soli- 
citó el desafuero del entonces Diputado Mujica, ac- 
tual Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
cuando en 1996 lo acusa del delito de sedición como 
Director de CX 44. Parecería que este Fiscal tiene al- 
guna desviación mental o animosidad contra el Par- 
lamento, y no lo vamos a permitir. ¡Que quede claro 
que no lo vamos a permitir, por la independencia de 
este Poder! 


Finalmente, me permito transcribir una perla 
que estampó el señor Juez de la causa: "Conviene 
dejar asentado que, fuera de las comunicaciones 
necesarias" -se refiere a la publicidad- "para aten- 
der el fin específico, no se entiende el porqué un 
ente monopólico estatal, en medio de una debacle 
económica debe utilizar sus escasos recursos en 
publicitarse cuando resulta razonablemente lógico 
que ese mismo dinero invertido en obras redun- 
daría en una ampliación y mejora en la calidad del 
servicio que se brinda a los usuarios y así el re- 
torno de la inversión estaría plenamente asegu- 
rado". 


Señor Presidente: creo que cualquier partido 
político que llegue al poder en el próximo período 
llevará a este señor a la Presidencia de la OSE, a los 
efectos de que administre como corresponde los re- 
cursos de ese organismo. El señor Juez está para 
administrar justicia y no para opinar sobre la conve- 
niencia o inconveniencia de un acto administrativo. 
En todo caso, su función es opinar sobre su legali- 
dad. 


Por lo tanto, ... 
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SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Señor Diputa- 
do: por favor... 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Por lo tanto, pre- 
sentamos el proyecto de resolución que tiene en sus 
manos la Mesa, que propone que la Cámara de Re- 
presentantes resuelva que no hay lugar a la forma- 
ción de causa por no haberse cumplido con los ex- 
tremos previstos por la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


Muchas gracias. 


(¡Muy bien!) 


18.- Comisión Investigadora de las razo- 
nes que llevaron al Banco Central 
del Uruguay a revocar la resolución 
por la que se inhabilitó al economis- 
ta Luis Porto para el desarrollo de 
actividades en el sistema financiero. 
(Prórroga de plazo). 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Dese cuenta de 
una moción presentada por la señora Diputada Peña 
Hernández y los señores Diputados Gandini, Amorín 
Batlle, Orrico, Trobo y Roballo. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se prorrogue por se- 
senta días la fecha de finalización de la actua- 
ción de la Comisión Investigadora de las razo- 
nes que llevaron al Banco Central del Uruguay a 
revocar la resolución por la que se inhabilitó al 
economista Luis Porto para el desarrollo de ac- 
tividades en el sistema financiero". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 


19.- Asuntos entrados fuera de hora. 


Dese cuenta de una moción de orden presenta- 
da por el señor Diputado Menéndez. 


(Se lee:) 


"Mociono para que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 


——Se va a votar. 


(Se vota) 
——Sesenta y nueve en setenta: AFIRMATIVA. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera de 
hora. 


(Se lee:) 
"DE LA CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite el proyecto de 
ley, aprobado por dicho Cuerpo, por el que se auto- 
riza la salida del país del 31 de julio al 27 de octubre 
de 2007, de la Plana Mayor y Tripulantes del buque 
ROU 04 “General Artigas” y del contingente de rele- 
vo de tropas uruguayas que integran la misión de 
mantenimiento de la paz en la República de Haití. 

C/1922/007 


- A la Comisión de Defensa Nacional". 


20.- Intermedio. 
SEÑOR TROBO.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.- Señor Presidente: en nombre del 
Partido Nacional, vamos a solicitar un intermedio por 
treinta minutos. 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Se va a votar. 
(Se vota) 
——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
La Cámara pasa a intermedio. 
(Es la hora 20 y 50) 
——Continúa la sesión. 
(Es la hora 21 y 29) 


21.- Señor Representante Alberto Casas. 
(Solicitud de desafuero). 


———Continúa la consideración del asunto en debate. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 


el señor miembro informante en mayoría. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: continuando 
con el tono de firmeza que hemos usado tanto el se- 
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ñor miembro informante en minoría como quien ha- 
bla, en el mismo marco de respeto y sin entrar nue- 
vamente en una discusión -no porque se trate de un 
diálogo de sordos, sino porque en algunos casos lle- 
gamos a iguales conclusiones, pero no damos la 
misma finalidad al instituto-, no quiero ahondar, 
porque creo que no hay necesidad, en debates que 
ya han sido plasmados en los informes que se han 
trasmitido, pero sí voy a aclarar dos cosas que me 
parecen importantes, dicho -reitero- con el debido 
respeto. 


Creo que ha quedado claro que la importancia 
de los fueros está fuera de discusión para esta Cá- 
mara y para todos los legisladores que estamos aquí. 
Lo que se discute es su alcance y su aplicación. 
También está fuera de discusión la defensa y la in- 
dependencia de esta Casa, la integridad de esta Ca- 
sa y el valor como Poder del Estado. Por eso deci- 
mos con tranquilidad que son correctas las citas del 
fallecido, del asesinado ex Senador Zelmar Michelini, 
y con mucha tranquilidad digo también -sin ánimo de 
debate, porque estas son convicciones- que a mi jui- 
cio no es posible comparar el contexto político y so- 
cial de los comienzos de la década del setenta con el 
que vivimos hoy en día. Y, sin duda, el pedido de 
desafuero de Erro era y cumplía precisamente con la 
función de un ataque a la independencia del Poder 
Legislativo y a la integridad e independencia del 
Cuerpo; en ese caso, sí funcionan los fueros. Tam- 
bién se recordará -porque es claro para todos- que 
en esa época fue la llamada Justicia Militar la que 
solicitó ese desafuero, que de justicia solo tenía el 
nombre, en eso podemos estar de acuerdo. 


En mi opinión, por el contrario, todo lo que se 
cita ratifica que el fuero se instrumenta cuando 
existe un ataque a la independencia del legislador o 
a la integridad de este Cuerpo, y en ese caso no es 
un privilegio, sino una garantía para el funciona- 
miento de nuestro sistema democrático. 


Para terminar, quiero hacer una aclaración o 
bien expresar una opinión divergente. Creo que, con 
inteligencia pero no correctamente, el señor Diputa- 
do Borsari Brenna intenta decir que la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración puede fungir de Comisión Investigadora, 
en base a lo que hemos citado hasta el hartazgo, 
esa página 261 de "La Constitución Nacional", que 
al decir de Jiménez de Aréchaga -el segundo de los 


Jiménez- establece: "[...] la Cámara" -de Senado- 
res- "tiene el derecho de conocer por sí misma las 
circunstancias de hecho o los actos en los cuales 
haya intervenido el Legislador. Para tal efecto, po- 
drá designar una Comisión que se encargue de in- 
vestigarlos [...]". Puede ser la Comisión de Consti- 
tución, Códigos, Legislación General y Administra- 
ción; es correcto. No investigamos por nosotros 
mismos; al contrario, si bien no estamos obligados 
a considerar los hechos a través de la versión que 
nos proporciona el Poder Judicial, fue precisamente 
a través de esa versión que comenzamos a consi- 
derar los hechos. Hemos aceptado la posibilidad 
-insisto, con total tranquilidad-, porque nadie soli- 
citó que la Cámara iniciara una investigación por sí 
misma, ni que lo hiciera la Comisión. Si se hubiera 
solicitado, lo habríamos acompañado. Esa era la 
perspectiva. 


Creo que el razonamiento inteligente del señor 
Diputado no es correcto, porque si bien es la misma 
Comisión la que puede fungir como investigadora, 
esa es una función que debe plantearse que cumpla, 
y no fue así; máxime cuando el señor Diputado Ca- 
sas planteó -en todo su derecho; yo no lo comparto- 
que no hubo garantías en las investigaciones reali- 
zadas en función de las cuales se tomó la decisión 
de solicitar su desafuero. 


Se hubiese podido utilizar la verificación de los 
hechos independientemente, pero insisto en que ni 
el señor Diputado Casas ni sus defensores ni nadie 
nos lo solicitó. Aclaro que no estoy haciendo una 
valoración de hechos, sino que trato de relatar lo 
que consideramos que no se hizo en su momento. 


Por último, quiero decir que tan correctamente 
están citados Zelmar Michelini y todos los demás le- 
gisladores a los que se recurrió -seguramente, por lo 
menos en mi caso, estoy bastante lejos de llegar a la 
grandeza de esos hombres-, que con mucho respeto 
digo que, al contrario, de ese modo se fundamentó 
que si había un caso en que los fueros se vieron 
violentados y en que el desafuero estaba mal pedi- 
do, fue precisamente el de Erro, porque allí se ata- 
caba la independencia del Poder Legislativo y la 
esencia misma de la independencia del legislador. Y, 
con sinceridad, no creo que este sea el caso. 


Era cuanto tenía para decir por ahora. 
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SEÑOR BORSARI BRENNA.- Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- ¿Por una alu- 
sión? El señor Diputado Cánepa estaba en uso de 
una aclaración. 


Tiene la palabra el señor Diputado Ortuño, que 
está esperando desde hoy. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: 
ante las aclaraciones del señor Diputado Cánepa, 
simplemente quiero decir que yo he traído todo el 
contexto de los años setenta porque quienes vivimos 
esa época también tenemos que coincidir en que 
nadie o muy pocos pensaban que se podría producir 
una caída institucional en ese momento. No estoy 
comparando épocas. Nada que ver. Estoy diciendo 
cómo debemos cuidar la independencia y la integri- 
dad de este Poder. 


Por eso hice toda esa referencia histórica, con la 
cual podremos estar de acuerdo -seguramente que 
sí-, pero no es en vano recalcarla, recordarla y 
traerla a colación una y otra vez. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORTUÑO.- Gracias, señor Presidente. 


Estamos discutiendo un tema que algunos con- 
sideramos muy importante en términos instituciona- 
les y en términos políticos. 


Debo confesar -y espero no ser infidente al de- 
cir esto- que varios legisladores de esta Cámara me 
han consultado, preocupados por el tono de la inter- 
vención que íbamos a hacer en Sala, por el tenor de 
los planteos. En primer lugar, quiero decir que, como 
siempre, lo que vamos a plantear será a partir de un 
análisis realizado con la honestidad intelectual y la 
franqueza con que siempre hemos actuado en esta 
Cámara, a partir de un estudio serio de la cuestión, a 
partir de convicciones políticas profundas que tene- 
mos en estas cuestiones y también -quizás- con la 
pasión que generan las convicciones profundas so- 
bre temas que, a nuestro modo de ver, hacen no 


solo a cuestiones puntuales y concretas, sino tam- 
bién a las concepciones políticas y éticas con las que 
asumimos el trabajo político. Esto para algunos es 
fundamental y no tenemos problema en avanzar en 
la línea de nuestras convicciones en ese sentido. 


El tema que discutimos hoy no es -y no debe 
ser, por lo menos para quien habla- tomado como 
una oportunidad para las chicanas políticas, para la 
búsqueda de rédito de tal o cual partido en desme- 
dro de tal o cual colectividad, y mucho menos de tal 
o cual legislador o legisladora. El tema en cuestión 
pone sobre la mesa y tiene en juego no solo la posi- 
ción del Parlamento sobre el pedido de la Justicia 
con relación al caso del señor Diputado Casas, que 
sin duda es importante, sino que también pone en 
juego otras cuestiones que son las que vamos a 
tratar de fundamentar y las que deben informar, 
desde mi punto de vista, la posición definitiva a la 
que arribe el Cuerpo. 


Esta es una decisión con fundamentos jurídicos, 
pero es una decisión política; y es una decisión polí- 
tica con amplia fundamentación jurídica la que lleva 
a mi bancada a votar y a recomendar al Cuerpo vo- 
tar afirmativamente el levantamiento de los fueros 
solicitados por la Justicia. Ese es el primer punto que 
tenemos en consideración. 


¿Cuál es la reacción, cuál es la actitud que asu- 
me el Parlamento ante el planteo del Poder Judicial, 
que involucra denuncias sobre uno de sus miembros, 
de un tenor que no dudamos en calificar de grave, 
como es el abuso de funciones y, sobre todo, las 
acusaciones de fraude? Y no es al Parlamento al que 
le corresponde juzgar. No estoy prejuzgando al se- 
ñor Diputado Casas, a quien he escuchado con total 
responsabilidad y respeto en los descargos que ha 
realizado en Sala y en Comisión, así como también 
he escuchado al señor Diputado Borsari Brenna. Pero 
lo que el Parlamento tiene que resolver es si hay su- 
ficientes elementos de convicción para que sea la 
Justicia la que en última instancia determine si hay 
elementos para procesar o si, efectivamente, como 
aquí se ha defendido, el involucrado es inocente. 


Lo que decimos es que si hay acusaciones gra- 
ves sobre integrantes de este Cuerpo vinculadas a la 
transparencia, a la gestión en la función pública, 
como institución lo mejor que podemos hacer es 
respaldar al Poder Judicial para que allí se aclaren 
definitivamente y se diriman culpabilidades o inocen- 
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cias. Lo mejor que podemos recomendar o asumir, si 
nos preocupa la situación de los legisladores que se 
ven involucrados en esas circunstancias, es que el 
Parlamento proceda al levantamiento de los fueros 
para que no quede ningún lugar a dudas de cuáles 
han sido y cuáles son nuestras conductas. 


Y esto vale para legisladores del Partido Nacio- 
nal, del Frente Amplio, del Partido Colorado y del 
Partido Independiente y para cualquier otro partido 
que tenga el honor de ser puesto aquí por el pueblo. 
Transparencia absoluta, y vamos a la Justicia como 
va cualquier ciudadano que tiene que enfrentar una 
denuncia. Esa es la mejor garantía que damos a los 
fueros del Parlamento. 


En segundo lugar, creemos que más allá de la 
cuestión concreta, está en juego el relacionamiento 
entre dos Poderes del Estado. Y en una democracia, 
el funcionamiento independiente y la colaboración 
entre ellos es fundamental. Creemos que este Poder 
Legislativo no solo debe colaborar con el Poder J udi- 
cial para que lleve adelante investigaciones que in- 
volucren actores políticos, sino que este Parlamento 
debe exigir y respaldar al Poder Judicial para que in- 
vestigue a cada uno de nosotros en la gestión públi- 
ca y, si encuentra elementos de duda, nos convoque 
para aclararlos, porque tenemos obligación entre no- 
sotros como pares, pero sobre todo tenemos una 
obligación y un compromiso con la ciudadanía. Esto 
también es defender la democracia y esto también 
es defender al Parlamento. Entonces, apostamos a la 
colaboración con el Poder Judicial y rechazamos las 
acusaciones que se han hecho al Juez y al Fiscal, 
porque creemos que no es la actitud institucional 
que mejor le hace a la democracia. Separación de 
Poderes, respeto a la separación de Poderes y a la 
acción de los distintos Poderes del Estado. 


Y si los señores Jueces tienen que investigar le- 
gisladores y lo hacen, no con el ánimo de menosca- 
bar la independencia del Poder Legislativo ni de me- 
noscabar la libertad de acción y de pensamiento de 
ningún legislador, cuenten con el respaldo de esta 
bancada y seguro que cuentan con el respaldo de 
quienes están afuera, que si hay algo que vienen re- 
clamando hace años es una Justicia y un Poder J udi- 
cial fuerte, que juzgue a todos los ciudadanos por 
igual. 


En tercer término, y quizás más importante, 
estamos definiendo hoy, como en cada acto, prece- 


dentes sobre cuál es el alcance que damos a los 
fueros parlamentarios. Permítaseme decir que a par- 
tir de esa interpretación, además de ajustarnos a 
una definición jurídica, nos vamos a estar ajustando 
a una definición de cómo concebimos la actividad y 
el rol del Representante Nacional y cuáles son los 
ejes de conducta que entendemos que deben guiar- 
nos y que debemos trasmitir al resto de la sociedad. 
Se ha dicho -y se ha dicho bien- por parte de Repre- 
sentantes de ambos partidos, que los fueros están y 
han sido creados para garantizar el funcionamiento y 
el ejercicio de los roles del Parlamento y de los par- 
lamentarios de legislar, controlar al Poder Ejecutivo y 
representar a los ciudadanos sin ningún tipo de pre- 
siones. Para eso están los fueros, para amparar la 
tarea del legislador de legislar, representar y con- 
trolar; no para cualquier cosa, señor Presidente. Los 
fueros no son un escudo para amparar cualquier si- 
tuación. Esto ha sido demostrado con solvencia por 
el miembro informante en mayoría, señor Diputado 
Cánepa. 


Creo que esa es la línea que tenemos que 
plantearnos: defender los fueros, sí, con firmeza, sí, 
pero para lo que fueron concebidos, que es garanti- 
zar la independencia y el trabajo de este Poder Le- 
gislativo. 


Entonces, cuando sentimos que estas cosas 
están en juego, lo primero que queremos es inter- 
cambiar criterios entre nosotros y construir una no- 
ción institucional acerca de cuál es el alcance de los 
fueros, que no deben ser ni ser percibidos nunca 
como un privilegio frente al resto de los ciudadanos 
ante ninguna situación. Tenemos una enorme res- 
ponsabilidad y para eso la ley y la Constitución nos 
dan garantías, es decir, para que funcionemos de 
acuerdo con ese mandato, para nada más. Además, 
estamos dando una señal a la ciudadanía cuando 
discutimos estos temas, en primer lugar, de defensa 
del Parlamento y de sus fueros. Ya se acaba de de- 
cir, pero quiero reafirmar que si hay un caso emble- 
mático que define y fundamenta la existencia del 
fuero como amparo a la tarea parlamentaria y como 
salvaguarda de los abusos de poder, tanto del poder 
político expresado en el Poder Ejecutivo del Gobierno 
de turno, como por desvíos en la acción del Poder 
Judicial, es el de Erro, que se trajo a Sala. Lo que no 
se puede es comparar cosas que no tienen absolu- 
tamente nada que ver, porque en ese caso sí había 
un intento de socavar la independencia del Parla- 
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mento. En esa circunstancia sí había intención de 
acallar a un parlamentario que molestaba. En esa 
situación sí estaban en juego los valores democráti- 
cos. Y en esa situación quienes promovían el desa- 
fuero, en el marco de la ley de seguridad del Estado, 
eran los poderes militares que venían ascendiendo 
en el poder en contra de todos los valores democrá- 
ticos que identificaban a esta Casa y a los parla- 
mentarios como sus principales adversarios. ¡Y claro 
que reconocemos el valor de la actitud de legislado- 
res como Wilson Ferreira, Dardo Ortiz y tantos otros 
como Zelmar Michelini y todos los representantes del 
Frente Amplio en defender aquellos fueros! Pero no 
podemos comparar aquella situación, cuando lo que 
promovía el desafuero eran las acciones de la J usti- 
cia Militar, a la que se le habían conferido, inacepta- 
blemente, las potestades de acción en determinadas 
situaciones que se consideraba que atentaban contra 
la seguridad nacional, que contaban con el empuje 
del propio Poder Ejecutivo en la misma dirección y 
contra el Parlamento, con la situación que vivimos 
hoy, por suerte en una democracia fortalecida, no 
asediada, ante un planteo de un Poder Judicial inde- 
pendiente, de un Juez y de un Fiscal que coinciden 
en valorar la conveniencia de investigar a fondo es- 
tos casos. 


Señor Presidente: estas son las actitudes que 
marcan la estatura de un Poder Legislativo y las se- 
ñales que se dan a la sociedad con relación a la Jus- 
ticia y a cuestiones tan caras como la transparencia 
en el ejercicio de la actividad política. 


Voy a dar algunos elementos que fundamentan 
esta posición. El doctor Gelsi Bidart, consultado por 
esta Cámara, estableció con absoluta claridad lo si- 
guiente: "[...] lo que se procura es el mejor ejercicio 
de la función legislativa, para lo cual se atribuye al 
legislador ciertas inmunidades que solo el propio Po- 
der Legislativo (a través de sus órganos competen- 
tes) puede dejar, transitoria o definitivamente sin 
efecto". 


Ante la misma consulta, el doctor Cassinelli Mu- 
ñoz, como siempre contundente, decía: "El sentido 
de los fueros, según opinión unánime de la doctrina 
y de la jurisprudencia, es asegurar la independencia 
del Poder Legislativo y la independencia interna del 
Legislador respecto del resto de sus colegas.- [...] El 
riesgo que se quiere prevenir con la existencia de los 
fueros parlamentarios, es de que el Poder Ejecutivo 


arrestando o el Poder Judicial procesando y juzgan- 
do, o dando órdenes de arresto, intimiden a los Le- 
gisladores,[...]". ¡Y vaya si había estos planteos en 
los prolegómenos de la dictadura militar a los que se 
hicieron referencia! 


Más adelante, continúa diciendo: "Para apreciar 
si hay lugar a formación de causa, la Cámara tiene 
que examinar la seriedad del pedido y ver si no hay 
una intención o designio desviado tendiente a me- 
noscabar la independencia del Poder Legislativo. 
Para ello, se puede hacer una breve indagación so- 
bre la imputación y pruebas que existan. Pero el 
objeto de esa decisión primaria de la Cámara no es 
un juzgamiento sobre la apreciación de dichas prue- 
bas; basta con que exista una verosimilitud general y 
que no haya indicios de intención desviada del Poder 
Judicial al formular una solicitud de desafuero". 


Yo digo con total firmeza que no hay ningún ar- 
gumento que fundamente la afirmación de que en 
estas circunstancias el Poder Judicial está guiado por 
intenciones desviadas en el uso del poder. 


El doctor José Aníbal Cagnoni entregó al Parla- 
mento una pieza en el año 1991 sobre estas cues- 
tiones que nos parece absolutamente relevante. Di- 
ce: "La Constitución de la República menciona con- 
cretamente 'el estatuto y fuero de los Legisladores', 
artículo 148 inciso décimo; en sentido amplio, el es- 
tatuto puede ser entendido como el conjunto de dis- 
posiciones que regulan la situación jurídica general y 
abstracta de carácter excepcional (por contraposi- 
ción a la común de los demás habitantes del Estado) 
comprensiva a la vez de beneficios excepcionales (o 
derechos así definidos) y de prohibiciones e incom- 
patibilidades, también excepcionales. El fuero (o los 
fueros) de acuerdo a uno de sus significados (poder, 
jurisdicción) en un sentido más estricto puede ser 
entendido como aludiendo a los derechos atribuidos 
al legislador. Uno de estos, precisamente, es el de la 
inviolabilidad, como lo denomina la doctrina que lo 
declara exento de arresto, artículo 113, y de acusa- 
ción criminal, artículo 114". 


Pero lo relevante viene a continuación. Dice: 
"Para que el Parlamento pueda desarrollar libre- 
mente su actividad, todos y cada uno de los miem- 
bros de cada Cámara deben poder cumplir a su vez, 
libremente, su propia actividad, lo que es obvio, co- 
mo ejercicio de la representación de la Nación que 
los legisladores tienen jurídicamente y políticamente 
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como expresión de las distintas corrientes intrínsecas 
al pluralismo democrático.- Los derechos excepcio- 
nales que significa el fuero, no están dados a las 
personas sino en virtud de la función que a cada le- 
gislador asigna la Constitución; [...] el fuero está li- 
gado al mandato o función mientras es desempeña- 
da.- El fuero no es un privilegio personal, sino fun- 
cional; es, por ello, un instrumento dirigido a la acti- 
vidad del Parlamento. Y así armoniza con el principio 
de igualdad de las personas dictado en el artículo 
8”", Acá llamo la atención sobre esta cuestión, señor 
Presidente, que más allá del fundamento legal que 
voy a leer, es un elemento fundamental: los legisla- 
dores deben responder ante la generalidad de las 
cuestiones de la vida de un país en un plano de 
igualdad que el resto de los demás ciudadanos. 


(Murmullos.- Campana de orden) 
——Gracias, señor Presidente. 


"La igualdad en el Estado democrático es uno 
de los fundamentos del Estado, garantizado en el ar- 
tículo 8% de la Constitución; ella impide radicalmente 
cualquier distinción, discriminación o privilegio, salvo 
las que resulten de los talentos y las virtudes. En 
síntesis, ninguna distinción o fuero como posesión 
de derechos excepcionales puede basarse en la con- 
dición de la persona, sea esta de carácter social, 
económico, político o el que fuere". Este es el princi- 
pio de igualdad ante la ley, salvo las cuestiones que 
garantizan nuestros roles como representantes del 
pueblo. 


Esas son las convicciones que estamos defen- 
diendo esta noche y las concepciones que nos llevan 
a asignar particular importancia a la decisión de 
avanzar en este sentido. 


Con estas cuestiones estamos dando una señal 
a la ciudadanía, la que sin duda no es afecta a las 
discusiones jurídicas que hacemos aquí, en la Cá- 
mara. Yo no voy a seguir por ese camino, salvo una 
excepción. Se ha invocado y se invoca reiterada- 
mente a quien el doctor Gonzalo Aguirre califica co- 
mo un maestro, al doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Sé que hay mu- 
chas reuniones, pero solicito a los señores Diputados 
que presten atención y se mantengan en silencio. 


Puede continuar el señor Diputado Ortuño. 
SEÑOR ORTUÑO.- Gracias, señor Presidente. 


Dice el doctor Justino Jiménez de Aréchaga -y 
pido especial atención a quienes les interesen estos 
temas-: "Lo razonable es que una Cámara no se 
oponga al desafuero del Legislador toda vez que, de 
los antecedentes que se le han remitido o de la veri- 
ficación de hechos que haya realizado por intermedio 
de sus propios miembros, resulte que el pedido de 
desafuero no constituye un injustificado ataque del 
Poder Judicial o de otro Poder contra la integridad o 
la independencia de la Cámara". Lo razonable es que 
una Cámara no se oponga al desafuero del legisla- 
dor, salvo que haya un ataque del Poder Judicial a la 
independencia del Poder Legislativo. Yo afirmo enfá- 
ticamente que no estamos ante esa situación y que 
corresponde votar el desafuero y habilitar la actua- 
ción de la Justicia en este caso. 


Voy a ir a las valoraciones políticas, lo que me 
parece igualmente importante que los fundamentos 
jurídicos que, como siempre, acompañan la postura 
de esta bancada de Gobierno del Frente Amplio. No 
estamos hablando de cualquier situación; hablamos 
de denuncias con relación a la función de conducción 
y administración de los entes del Estado y, por lo 
tanto, del ejercicio de la función pública y de la ad- 
ministración de recursos y dineros que son de todos 
nosotros. En ese sentido, todos -no un partido, sino 
todos-, como Parlamento, debemos dar una señal de 
extremado celo y rigor en el cuidado de la transpa- 
rencia en la administración de la cosa pública, de 
reacción inmediata y contundente ante cualquier in- 
dicio de duda sobre irregularidad, hecho delictivo o 
corrupción en cualquier ámbito de la Administración, 
sea del partido que sea. Creemos que esta es una 
excelente oportunidad para dar una contundente se- 
ñal a la sociedad uruguaya en el sentido de que este 
Parlamento está comprometido con esta causa y va 
a reaccionar ante esta u otras circunstancias simila- 
res respaldando la investigación y la transparencia 
absoluta en el ámbito que corresponde de acuerdo 
con el Estado de derecho, que es el Poder Judicial. 


En estos temas va el prestigio del Parlamento y 
de nosotros como parlamentarios y como actores 
políticos. 


¿Sabe qué es esto que tengo acá, señor Presi- 
dente? Es el estudio sobre la percepción que los ciu- 
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dadanos tienen acerca de la exclusión social y la dis- 
criminación. 


En este estudio, que arroja los resultados de 
una amplia consulta a las ciudadanas y a los ciuda- 
danos de este país, se estableció lo que los sociólo- 
gos responsables denominaron el "índice de toleran- 
cia social". Este informe establece: "Hemos interro- 
gado a la población preguntando cuál de estas per- 
sonas preferiría no tener como vecinos ni familiares. 
La lista era extensa: deportistas, gente de otra raza, 
gente que vivía en un asentamiento, gente joven, 
homosexuales o lesbianas, políticos, personas en- 
fermas de SIDA, personas con alguna discapacidad 
física, personas adultas mayores, extranjeros de ori- 
gen asiático o latino, gente que ha estado en la cár- 
cel, periodistas de radio y televisión, militares, ex- 
tranjeros de origen europeo, personas con alguna 
discapacidad mental, personas con ideas políticas 
muy distintas a las suyas". Lamentablemente, más 
adelante, el informe expresa que en el "podium" de 
esta lista de rechazo de los uruguayos se encuentran 
los actores políticos. Establece: "El tercer grupo 
nombrado fueron los políticos. Este era uno de los 
grupos que junto a periodistas de radio y televisión, 
deportistas y otros se introdujo entre las opciones 
para tener mayor diversidad y no orientar al en- 
cuestado en que se le estaba proponiendo un listado 
de grupos estigmatizados. Para nuestra sorpresa, el 
18% no los quiere tener como vecinos y un 15% 
tampoco como familiares. Este alto nivel de rechazo 
se da con mayor énfasis entre los jóvenes, donde el 
32% no los quiere como vecinos y entre los sectores 
sociales más pobres, que doblan en porcentajes a 
los de más altos ingresos”. 


Estas son las cosas que queremos combatir, se- 
ñor Presidente; esta imagen sobre la política tradi- 
cional. Y a ello alude esta circunstancia. Creemos 
que el Parlamento debe dar señales claras de com- 
bate a determinadas prácticas, señales de transpa- 
rencia y, sobre todo, de igualdad, porque la sociedad 
uruguaya, lamentablemente, tiene fundamentos para 
mirar al sector político como a un sector que ha sido 
privilegiado. 


Redondeo, señor Presidente. Promovemos y 
votamos el levantamiento de los fueros porque en- 
tendemos que hay elementos de convicción sufi- 
cientes para que trabaje y juzgue la Justicia. No nos 
erigimos en jueces del señor Diputado Casas ni de 


nadie, pero decimos que ante estas situaciones el 
Parlamento debe reaccionar rápido y en forma con- 
tundente. 


En segundo término, decimos que no cabe otra 
posibilidad, ante estas situaciones de pedido de de- 
safuero de colegas por actos cometidos antes de su 
función parlamentaria, y máxime si son por acusa- 
ciones sobre tareas de ejercicio de gobierno, que el 
Parlamento colabore contundentemente con la J usti- 
cia, y lejos de atacar a los Jueces, respalde su acción 
para que tengan una actitud implacable sobre estas 
cuestiones. 


En tercer lugar, aconsejan esta actitud razones 
de conducta política, de ética política que deben 
trasmitir una clara preocupación a la ciudadanía de 
la apuesta a una ética radical en la función pública 
basada, precisamente, en el apego a los principios 
de buena administración de los recursos de todos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——Digo también que estas señales deben colocar 
aquí una referencia ineludible para el sistema demo- 
crático sobre estas cuestiones éticas y de responsa- 
bilidad de gobierno. 


Para terminar, una vez más vamos a recurrir a 
una referencia que en la Vertiente y en el Frente, 
por suerte, es permanente: la del ideario artiguista. 
Dijo Artigas, con mucha claridad, sobre estas cues- 
tiones, cuando le tocó la tarea dura de administrar 
funciones de gobierno: "Los primeros en la repre- 
sentación popular deben ser los ejemplares en los 
que aprendan las virtudes los demás ciudadanos". 
¡Ojalá estemos a la altura de ese desafío! 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Finalizando la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Diputado 
Posada. 


SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: creo que esta 
es, verdaderamente, una instancia muy importante 
para el Parlamento; creo que es de esas instancias 
en las que, necesariamente, deben ponerse los ar- 
gumentos arriba de la mesa y, a nuestro juicio, el 
informe sustentado por la mayoría de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración ha puesto esos argumentos y ha arribado 
a las conclusiones adecuadas y ajustadas a derecho. 


Martes 17 de julio de 2007 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 73 


Yo creo en la inocencia del señor Diputado Ca- 
sas, creo en sus dichos; pienso que, ciertamente, 
tiene elementos de juicio que podrían ser funda- 
mentales a la hora de defenderse, pero yo no soy el 
Juez. 


(Murmullos) 


——Las funciones jurisdiccionales que nos enco- 
mienda la Constitución de la República están per- 
fectamente determinadas: son las establecidas en el 
artículo 93 y también las comprendidas en el artículo 
303. Por lo tanto, los fundamentos respecto de la 
inocencia deben esgrimirse ante el Poder que admi- 
nistra justicia. Al Parlamento no le compete estable- 
cer si en definitiva ha existido en este caso delito. Lo 
que sí tiene que comprobar es que en efecto se haya 
cumplido con los requisitos establecidos en el ar- 
tículo 114, esto es, que notoriamente exista una 
verdadera acusación, que en este caso existe y se 
hizo por parte de un Fiscal. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


——Rechazo algunos argumentos que se han expre- 
sado aquí en el sentido de que en este caso está 
cuestionado el Parlamento. Creo que, claramente, ha 
habido un cumplimiento expreso de lo que establece 
el artículo 114 de la Constitución, y no se puede du- 
dar respecto de que en este caso no está en cues- 
tión la integridad del Parlamento. 


Rechazo también que esto sea comparable al 
contexto político institucional en que se analizó el 
desafuero del Senador Enrique Erro. Lo rechazo por- 
que es indudable que en ese contexto estaban ame- 
nazadas las instituciones, como efectivamente se 
comprobó algunas semanas después. Y, además, soy 
de los que piensan que el golpe de Estado en reali- 
dad se dio en el mes de febrero; lo de después 
-como alguna vez definió magistralmente Carlos 
Quijano- fue, simplemente, el fin del principio. 


Por lo tanto, en el ejercicio de nuestras compe- 
tencias como legisladores, vamos a acompañar la 
suspensión de los fueros recomendada por la mayo- 
ría de la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración, de forma tal que sea 
la Justicia, como corresponde, la que se exprese en 
el sentido que se establezca. Lo haremos, entre 
otras cosas, para dar a quien resulta acusado por la 
Justicia la oportunidad de defenderse. 


No se discute en la doctrina que la negación del 
desafuero claramente interrumpe los plazos en lo 
que refiere a la acusación de delitos. Por ende, 
mientras se niegue el desafuero no correrán los pla- 
zos para la prescripción de los eventuales delitos que 
persiga el Poder Judicial. Por tal razón, porque creo 
en la inocencia del señor Diputado Casas, voy a 
acompañar el pedido de desafuero a los efectos de 
que realmente pueda defenderse ante quien corres- 
ponde, o sea, ante la J usticia. 


Gracias, señor Presidente. 


22.- Sesión especial. 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Dese cuenta de 
una moción de orden presentada por los señores Di- 
putados Trobo, Orrico, Cánepa, Bernini, Posada, Ma- 
chado y Cardozo Ferreira. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna 
en sesión especial para considerar el Presu- 
puesto de Secretaría de la Cámara de Repre- 
sentantes (Carpeta N” 1817/007) el día martes 
31 de julio, a la hora 15". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Setenta y cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA, 
Unanimidad. 


23.- Señor Representante Alberto Casas. 
(Solicitud de desafuero). 


Continúa la consideración del asunto en debate. 


Pediré a los señores Secretarios que lean, en 
primer lugar, el proyecto de resolución en mayoría y, 
en segundo término, el proyecto de resolución en 
minoría. Pondremos a votación primero el proyecto 
en mayoría, para cuya aprobación, como ustedes 
saben, se requiere una mayoría especial de dos ter- 
cios de componentes del Cuerpo. Si no se obtiene 
esa mayoría, el proyecto de resolución será rechaza- 
do y la Mesa entiende que no será necesario poner a 
votación el otro proyecto de resolución. 


Léase nuevamente el proyecto de resolución en 
mayoría. 
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(Se vuelve a leer) 


——Léase nuevamente el proyecto de resolución en 
minoría. 


(Se vuelve a leer) 


——Se va a votar el proyecto de resolución en ma- 
yoría. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante en mayoría. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: vamos a soli- 
citar la votación nominal del proyecto de resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Se va a votar lo 
solicitado por el señor legislador, pero aclaro que se 
requiere un tercio de votos de los presentes para 
que así se proceda. 


(Se vota) 


——sSetenta y ocho en ochenta y nueve: AFIRMATI- 
VA. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 
SEÑOR VI ERA.- Afirmativa. 
SEÑOR VEGA LLANES.- Afirmativa. 
SEÑOR VARELA NESTI ER.- Afirmativa. 
SEÑOR TROBO.- Negativa. 
SEÑORA TRAVI ESO.- Afirmativa. 
SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Afirmativa. 
SEÑOR SI GNORELLI .- Negativa. 
SEÑOR SCHI APPAPI ETRA.- Negativa. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Afirmativa. 
SEÑORA ROSOTTI.- Negativa. 


SEÑOR ROSADI LLA.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Brevemente, quiero decir que no voy a entrar 
en los aspectos jurídicos sobre lo que aquí se ha dis- 
cutido, y que acompaño con convicción y confianza 
la posición que ha sostenido mi bancada, pero tam- 
bién quiero dejar expresado que en el poco tiempo 
en que conozco al señor Diputado Casas, lo creo un 


hombre de bien, no lo creo un "jodedor" -para de- 
cirlo en términos bien claritos- y pienso que el mejor 
camino a recorrer es el de la Justicia. Esperemos a 
ver qué resuelve la Cámara. En definitiva, quería se- 
parar estas dos cosas. 


SEÑOR ROMBYS.- Afirmativa. 

SEÑOR ROBALLO..- Afirmativa. 

SEÑOR POZZI .- Afirmativa. 

SEÑOR POSADA.- Afirmativa. 

SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Afirmativa. 

SEÑOR PÉREZ.- Afirmativa, y voy a fundar el voto. 


Creo que es bueno dar señales claras al pueblo. 
Dar señales claras al pueblo significa que, ante la 
duda, es conveniente ceder el paso a la Justicia. Esa 
es la manera en que vamos a devolver a nuestro 
pueblo la confianza en el poder político. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Afirmativa. 
SEÑOR PEREYRA.- Afirmativa. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Negativa, y voy a 
fundar el voto. 


En la tarde y en la noche de hoy hemos asistido 
a Una sesión que realmente hubiera deseado evitar. 


En caso de que este desafuero se lleve a cabo, 
todos aquellos que han votado en forma afirmativa 
la solicitud de desafuero del compañero Alberto Ca- 
sas, dentro de tres años, cuando la Justicia con toda 
seguridad se expida dando la razón al señor Diputa- 
do Alberto Casas, van a tener que pedir que en la 
primera página de los diarios le limpien el nombre y 
le devuelvan la tranquilidad que por todo este tiem- 
po no ha tenido. 


Ha llegado a este Parlamento, para que noso- 
tros tomemos la decisión, el pedido de desafuero 
sobre una base de mentiras. El pedido de desafuero 
se hizo en un paquete de tres y en el período al que 
refieren muchas de las acusaciones el compañero 
Alberto Casas -como todos sabemos- ni siquiera es- 
taba en el Directorio. Cuando acusamos y tenemos 
que ver la paja en el ojo ajeno, la vemos. Sin em- 
bargo, cuando hay Directorios que fallan, los culpa- 
bles son los Gerentes, y en este caso, un Director de 
la minoría, en desconocimiento de la mayor parte de 
los hechos que generaron las acusaciones que se le 
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han hecho, es el culpable de las cosas que pasaron. 
¿Quién va a devolver a Casas y a su familia la tran- 
quilidad, el honor y el nombre que una Justicia que 
todos conocemos puede tardar muchos años en de- 
volverle? Lo más factible es que muchos quieran que 
se los devuelvan después de la elección. 


Desgraciadamente, señor Presidente, he tenido 
que asistir a una sesión de este tipo. Si las acusacio- 
nes hubieran sido válidas, si las acusaciones hubie- 
ran sido reales y se hubieran ajustado a lo que el 
Juez y el Fiscal tendrían que haber leído cuando el 
compañero Casas contestó -que lo hizo por escrito y 
todos lo conocemos-, les aseguro que esto no hu- 
biera transcurrido de la manera que ocurrió. 


Lamento tener que estar presente en esta se- 
sión. Espero que a lo largo de todo este tiempo pue- 
dan, de alguna manera, catalogar el daño moral, éti- 
co y político que le hacen a una persona de bien. 
Espero que a lo largo de estos años que me queda 
estar acá, alguno de los demás integrantes de esta 
Cámara no tenga que pasar por este mal momento. 
Espero, porque acusar, e injustamente, puede ha- 
cerlo cualquier persona. Acusar en vano puede ha- 
cerlo cualquier persona y es muy fácil, muy fácil. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Afirmativa. 


SEÑOR PATRONE.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Compartiendo el énfasis que el señor Diputado 
Posada ponía con relación al planteo que se ha for- 
mulado en esta Cámara en el día de hoy, debo agre- 
gar que mi conocimiento del señor Diputado Casas 
es muy anterior, por razones profesionales y de tra- 
bajos conjuntos, a su gestión como Director de OSE. 
Él como funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca gozó del respeto unánime tanto 
técnico como humano y digamos que, por supuesto, 
cuenta con mi solidaridad humana. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA PASSADA.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Apoyo lo resuelto sobre este tema por la mayo- 
ría de la Comisión. También estoy de acuerdo con lo 
expresado en esta Cámara por los miembros infor- 
mantes, señores Diputados Cánepa y Ortuño. 


Y agrego, simplemente, que mi bancada ya dio 
ejemplos de dejar actuar a la Justicia en situaciones 
semejantes. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ORTUÑO.- Afirmativa. 


SEÑOR ORRICO.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Señor Presidente: considero que este tipo de 
sesiones no nos es grato a ninguno de nosotros. 


He sido toda mi vida abogado defensor y, por lo 
tanto, tengo más exacerbado el sentido de la miseri- 
cordia que, tal vez, el de la propia justicia. 


Creo que estas sesiones suelen ser muy duras 
por múltiples razones: afectivas, de respeto a la per- 
sona y porque nosotros no somos seres indiferentes 
que no somos capaces de meternos en el corazón, la 
mente y el cuerpo de otros. 


Más allá de todo esto, Batlle y Ordóñez siempre 
hablaba del no siempre claro camino del deber. Y 
uno tiene el deber de estar en estas sesiones y 
"bancársela", y "bancar" sus sentimientos y aun los 
malos humores de gente que uno quiere mucho, 
porque esto es muy duro; esta es una actividad muy 
dura. 


Pero, más allá de la dureza, debo decir dos co- 
sas. 


En primer lugar, acá no estamos declarando 
culpable ni inocente a nadie. Eso es muy claro. Nadie 
se está expidiendo sobre la culpa o no. Creo que 
esto tiene que quedar despejado. 


En segundo término, debo decir que he asistido 
a horrorosas sesiones de Cámara en las que se per- 
dieron todos los estribos y todos los códigos. Hoy 
hemos asistido a una sesión civilizada. Yo no he par- 
ticipado en esta sesión, pero deseo felicitar real- 
mente a quienes han intervenido en ella porque, 
más allá de las posiciones que defendió cada uno, se 
hizo con altura, con solvencia y se estudió mucho. 


En cuanto a las conclusiones, todos somos se- 
res humanos y acá nadie tiene la verdad de ninguna 
manera. 


En consecuencia, naturalmente, voto por la 
afirmativa; así lo decidió mi bancada y es correcto 
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que así lo haga, pero tenía la necesidad moral y es- 
piritual de expresar esto que acabo de decir. 


Gracias, señor Presidente. 
(¡Muy bien!) 


SEÑOR OLANO LLANO.- Negativa, y voy a fundar 
el voto. 


Todos los que participamos de la actividad polí- 
tica sabemos que nos sometemos al juicio de la ciu- 
dadanía. Somos juzgados por una ciudadanía que no 
nos ve como prohombres ni como representantes 
iluminados de ella misma, sino que, producto entre 
otras cosas del accionar de los mismos políticos, nos 
ve como un grupo de avivados que aprovecha su lu- 
gar en la sociedad para beneficiarse. Los que partici- 
pamos en esto sabemos que nos sucedieron o nos 
van a suceder cosas, como que nuestros hijos ma- 
ñana van a ir a la escuela y algún compañerito les va 
a decir: "Ah, vos sos hijo del político. Tu padre es un 
corrupto o es ladrón, porque los políticos son todos 
ladrones". Vivimos siempre el doble discurso, de que 
somos demócratas, pero, a su vez, manifestamos y 
trasmitimos el concepto de que la política es una co- 
sa sucia y mala. No logramos asociar que no hay 
democracia sin actividad política. 


Entonces, quienes participamos de esto, mu- 
chas veces, nos vemos sometidos injustamente al 
escarnio público. Y algún día deberá comenzar la 
defensa del Parlamento y de los parlamentarios, co- 
mo así también la limpieza que el pueblo uruguayo, 
empezando por los políticos, deberá hacer de las 
muchas personas que participan honesta y desinte- 
resadamente en la vida política. 


He votado esto en forma negativa, porque me 
basta un solo elemento: que los Fiscales no hayan 
leído adecuadamente y que uno de los elementos 
por los cuales estemos juzgando al señor Diputado 
Casas haya sido un suceso ocurrido cuando él ya no 
estaba ocupando un cargo en el Directorio de OSE. 
No me sirve venir acá, votar en forma afirmativa y 
después fundamentar el voto lavándome las manos, 
quedando bien con la gente y diciendo: "Yo voté en 
forma afirmativa, pero creo que el señor Diputado 
Casas es una buena persona". 


Acá hay que decir las cosas según las convic- 
ciones propias, sin miedos y sin temores. El que cree 
que hay causa, que diga que la hay y que vote en 


forma afirmativa; el que no, que vote negativamen- 
te; pero que lo diga, que se anime, con vergúenza y 
con valor. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR NOVALES.- Negativa. 
SEÑOR NAYA.- Afirmativa. 
SEÑOR MUSETTI.- Negativa. 
SEÑOR MUJ | CA.- Afirmativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Afirmativa. 
SEÑOR MESA.- Afirmativa. 
SEÑOR MENÉNDEZ.- Afirmativa. 
SEÑOR MAZZULO.- Negativa. 


SEÑOR MASEDA.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Quiero dejar sentado en Sala que esto no es 
nada personal. Lo que está haciendo el Cuerpo no es 
un juzgamiento. Expreso mi voto afirmativo a total 
conciencia. Creo que de esta forma esta bancada 
está dando la posibilidad al señor Diputado Casas de 
que se presente ante la Justicia y pruebe su inocen- 
cia, como corresponde. 


SEÑOR MARTÍ NEZ HUELMO.- Afirmativa. 
SEÑOR MAÑANA.- Negativa. 
SEÑOR MACHADO.- Negativa. 


SEÑOR LORENZO.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


A pesar de las muchas intervenciones que se 
han hecho pretendiendo fundamentar en sentido 
contrario, esta Cámara debe analizar el fondo del 
asunto. Debe hacer un análisis sustantivo. Si no se 
hiciera, no tendría sentido que esta Cámara se pro- 
nunciara. El solo cumplimiento de ciertos requisitos 
formales de la solicitud hecha por el Juez haría que 
acá debiéramos dar curso al desafuero. O sea, hay 
que hacer un análisis sustantivo, lo que inclusive ha 
surgido de la fundamentación del informe en mayo- 
ría. 


En ese análisis sustantivo, no hay que mirar el 
corazón o la moral del señor Diputado Casas, lo que 
de por sí ya bastaría; hay que mirar el expediente; 
nada más. En ese expediente hay lo que se dijo en 
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el informe en mayoría, con citas textuales; hay acu- 
saciones desleales y maliciosas; hay ataques injusti- 
ficados. No se corrobora si las irregularidades plan- 
teadas justifican el desafuero, y todo eso resulta 
claramente del expediente, que constituye una ver- 
gúenza ya no solo para el Juez y el Fiscal, sino para 
el Poder Judicial y el Ministerio Público. Y esto es 
institucional. ¡Es una vergúenza! 


No puede ser que aquí se vote solo desde una 
perspectiva formal cuando hay un Juez que invierte 
la carga de la prueba y que fundamenta la acusación 
con frases como "No se entiende el porqué", más 
allá de que no esté en el expediente. No se entiende 
el porqué y, sin embargo, se pide el desafuero. La 
verdad es que hacía tiempo que no veía un disparate 
tan grande. 


Espero que esos argumentos que se han ma- 
nejado acá para aceptar el desafuero tan liviana- 
mente se manejen cuando entre al Senado alguna 
solicitud para el procesamiento por estafa de algún 
legislador. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LONGO FONSALÍ AS.- Afirmativa. 
SEÑOR LACALLE POU.- Negativa. 
SEÑOR HERNÁNDEZ.- Afirmativa. 
SEÑOR GUARI NO.- Afirmativa. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Negativa. 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Negativa. 
SEÑORA GAUTHI ER.- Afirmativa. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Negativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Con toda convicción es que nosotros hemos 
votado negativamente este pedido de desafuero. No 
es necesario conocer de toda la vida a un dirigente 
político, en este momento legislador, como el señor 
Diputado Casas, para darse cuenta de que acá hay 
cosas que no cierran desde el punto de vista de la 
realidad. 


En estos años de legislador, y antes como Di- 
rector de OSE y como dirigente político, el señor Di- 
putado Casas ha seguido una línea de conducta en 
su departamento y en su proyección nacional que 


uno ha podido percibir en sus conversaciones con él 
en estos cuatro o cinco años. 


También lo percibe por los comentarios de 
quienes son sus vecinos en el departamento y de 
quienes son sus compañeros de partido y por las 
conversaciones que uno mismo ha mantenido en 
este no tan largo tiempo con el mismo Diputado Ca- 
sas. Eso solo me bastaría para comparar la realidad 
que yo veo con respecto a su persona y lo que hoy 
nos pide la Justicia, y para decidir mi voto de esta 
manera. Eso solo me alcanzaba. Pero por si fuera 
poco, aquellos legisladores que participaron del tra- 
tamiento de este tema en la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administración, 
lo han dejado establecido con notoria claridad. Me 
refiero concretamente al señor Diputado Borsari 
Brenna, y a algunos pocos elementos que en su fun- 
damento de voto pudo plantear el señor Diputado 
Lorenzo. 


Es claro lo que se ha dicho. No hay mérito para 
conceder este desafuero. Y, señor Presidente, ¿sabe 
una cosa? Yo no estoy dispuesto a viabilizar con mi 
voto que se cometa una injusticia con el señor Di- 
putado Casas. ¡Es una injusticia! Y parecería contra- 
dictoria con lo que se nos pide esta noche. ¡Una in- 
justicia! Porque después del manoseo, del enchastre 
ante la opinión pública, nadie, absolutamente nadie, 
le puede devolver el cien por ciento de lo que se 
merece este hombre. Por lo tanto, lo dicho: nuestro 
voto es negativo porque no soportaríamos una in- 
justicia de esa naturaleza. 


Gracias. 
SEÑOR GARCÍA.- Negativa. 


SEÑOR GANDINI.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


He votado negativamente con la más absoluta 
convicción de que en esta solicitud del Juez no existe 
mérito para formar causa, y esto es lo que compete 
al Cuerpo cuando analiza la solicitud. Del mismo 
modo, digo aquí que cuando entienda en otra opor- 
tunidad que existe causa, sin importar más que eso 
votaré afirmativamente para que la Justicia actúe. 
Espero que quienes han afirmado aquí que siempre 
se debe dar paso a la Justicia actúen sin cambiar el 
discurso en el futuro, no sea cosa que cambien se- 
gún el color del que sea aquel para el que se pide el 
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desafuero. Porque el mundo es redondo y otros ven- 
drán. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GAMOU.- Afirmativa, y voy a fundar el vo- 
to. 


Voté afirmativamente, y quisiera hacer algunas 
reflexiones. 


En primer lugar, considero que no hay ámbito 
menos objetivo que esta Cámara de Diputados o que 
la Cámara de Senadores para asumir un papel juris- 
diccional, porque no hay nada más político que esta 
Cámara o la Cámara de Senadores para andar ju- 
gando con la objetividad jurisdiccional. 


En segundo término, hablaron por ahí de disci- 
plina partidaria y de que hay que jugársela. ¡Ah, 
bueno! El problema es entre los que creen que es- 
tamos acá porque conseguimos un montón de votos 
y los que creen que estamos acá por partidos políti- 
cos o por sectores políticos que en democracia inter- 
na mandan. 


En tercer lugar, como creo en la independencia 
del Poder Judicial, me parece absolutamente absur- 
do que doscientos cincuenta años después de que se 
consagrara este recurso del fuero y la posibilidad de 
pedir un desafuero, todavía sigamos con el instituto 
del desafuero. Eso significa que ha fallado la demo- 
cracia, porque si el Poder Judicial, que debe ser in- 
dependiente, todavía necesita de institutos como el 
desafuero, ¡ah, señor Presidente!, es que hemos fa- 
llado. 


En cuarto término, confirmo lo dicho por el se- 
ñor Diputado Rosadilla: yo no conozco mucho, pero, 
bueno, por lo que conozco, se es inocente hasta que 
se demuestre lo contrario. 


En quinto lugar, podremos discutir, y yo aspiro 
a que el día de mañana esta Cámara no tenga que 
sentir la vergúenza y el escozor de andar votando 
desafueros, porque aspiro a que un día los desafue- 
ros no existan. Así ha actuado mi sector político y así 
lo haremos en el futuro. Nosotros nunca pondremos 
énfasis en la existencia de los fueros. No decimos 
que somos mejores ni peores que nadie, pero aquí 
hay un problema. Cuando se nos pide en un ámbito 
político como este que juzguemos, estamos en 
enormes problemas. Por el bien de este Parlamento, 


aspiro a que terminemos con esta cuestión de los 
fueros parlamentarios, que tiene prácticamente dos- 
cientos cincuenta años de antigúedad. Para eso pre- 
cisamos un Poder Judicial independiente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLO | MPERIALE.- Afirmativa. 
SEÑOR GALLO CANTERA.- Afirmativa. 
SEÑOR FRACCHIA.- Afirmativa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (don Julio César).- Afirma- 
tiva. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (don David).- Negativa. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Negativa, y voy a fundar 
el voto. 


Voté negativamente con la total convicción de 
que acá no hay mérito para el desafuero. Pero lo 
más triste es escuchar a algún compañero o a algún 
colega -realmente, la palabra compañero es para mis 
compañeros de Partido; los demás son colegas- 
cuando dice: "Hemos juzgado". La verdad es que me 
rechina en los oídos que acá se pueda decir que al- 
guien juzga a otro compañero. Lo acabo de escuchar 
de algún colega que ha fundado el voto, y ello 
consta en la versión taquigráfica. 


Por otro lado, se habla de solidaridad, pero es 
mejor que no se diga nada. Es mejor que se vote 
afirmativamente, pero que no se hable de solidari- 
dad, que no se hable de qué bueno es el compañero 
Casas, qué buena persona, qué honorable. ¡Perdón! 
¡No pidan disculpas al señor Diputado Casas ni a su 
familia ni a sus hijos! ¡Basta! Se vota afirmativa- 
mente y se calla la boca. 


¿De qué solidaridad se habla para con el cole- 
ga? El Partido Nacional no necesita la solidaridad de 
nadie, porque este compañero tiene la solidaridad de 
su Partido, que lo bancó acá y lo bancamos todo el 
día para respaldarlo. Debe estar muy, muy afectado, 
porque desde hace más de dos años lo están afec- 
tando con mentiras. Entonces, que no se hable más 
acerca de qué bueno es el señor Diputado Casas, 
porque si es tan bueno y no había mérito para el de- 
safuero, hoy esto tendría que haber sido votado ne- 
gativamente por unanimidad. 


Gracias, señor Presidente. 
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(Interrupción del señor Representante Gamou.- 
Respuesta de la oradora) 


SEÑOR ENCISO CHRISTIANSEN.- Negativa, y 
voy a fundar el voto. 


Los legisladores de nuestro Partido -creo que es 
un hecho natural, primero como compañeros y no 
como definición partidaria de la bancada- están vo- 
tando individualmente, a conciencia de cada uno. 
Acá no hubo necesidad de un mandato partidario; no 
hubo necesidad de que hubiera una definición políti- 
ca de la bancada. Estamos votando, primero, porque 
creemos que no hay causa judicial habilitante y, 
además, porque respaldamos individual y personal- 
mente a alguien que creemos que es una persona de 
bien. 


Decía el gran poeta alemán Goethe: "Haz lo 
justo, lo demás vendrá solo". Acá hacemos lo justo 
con el Cuerpo y con el compañero Casas. El futuro 
dirá, y creo que vamos a andar en una buena huella. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR DUARTE.- Afirmativa. 


SEÑOR DELGADO.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


He votado negativamente el pedido de desa- 
fuero del señor Diputado Casas. Creo, por supuesto, 
que no hay mérito, pero además considero que es- 
tamos ante un proceso plagado de vicios, de false- 
dades, con errores de fondo y de forma. 


A su vez, quiero dejar constancia de que creo 
que el señor Diputado Casas es una persona de bien, 
es un compañero honesto, un administrador honesto 
y un blanco cabal. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA CHARLONE.- Afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


Primero que nada, haciendo acuerdo con el se- 
ñor Diputado Orrico, creo que tuvimos una sesión 
difícil pero respetuosa, y es bueno seguir en esos 
términos. 


Voy a hacer mía la intervención del señor Di- 
putado Cánepa. Realmente, no soy Juez, pero tam- 
poco Fiscal, y creo en la separación de Poderes. 
Cuando digo que no soy Juez ni Fiscal y que creo en 


la separación de Poderes, no digo que los Jueces no 
cometan errores, que los Fiscales no cometan erro- 
res, que los parlamentarios no cometamos errores o 
que los señores Ministros o el señor Presidente de la 
República -quien sea que tenga esa investidura- no 
cometan errores. Por lo tanto, no creo que se haga 
mal a la separación de Poderes cuando alguien dice 
que se cometen errores en otro Poder. Hace poco, 
mi Ministra del Interior reclamaba al Poder Judicial 
que se pusiera las pilas con respecto a las penas. 


Como decía: yo no soy Juez; no voy a juzgar. 
Juzgará la Justicia; soy Parlamento. Sé que hay di- 
versas bibliotecas respecto de este tema, pero me 
inclino a mantener la separación institucional. De to- 
dos modos, mi voto no implica un acuerdo en la 
materia ni ninguna actitud de demérito hacia la con- 
ducta del señor Diputado Casas. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CHARAMELO..- Negativa. 
SEÑOR CUSANO.- Negativa. 
SEÑOR CUADRADO.- Afirmativa. 
SEÑORA COSTA.- Afirmativa. 
SEÑORA CATALOGNE.- Afirmativa. 


SEÑORA CASTRO.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


He votado afirmativamente por un par de razo- 
nes que quiero señalar. 


En primer lugar, por supuesto que esta ha sido 
una sesión dura. ¡Vaya si lo ha sido! Me tocó estar 
en el Senado cuando se votó el pedido de desafuero 
del señor Senador Amaro, y también lo fue. Pero de- 
bo decir, colegas, que felizmente tenemos funcio- 
nando un Parlamento, para que se den estos proce- 
sos. Mucho más duro y peor sería que las cosas se 
dieran de otra forma. Me felicito por ello. La verdad 
es que a ninguno de los que estamos aquí sentados 
nos pusieron un revólver en el pecho para asistir a 
esta sesión. Vinimos voluntariamente. Por lo tanto, 
las durezas que tengamos que afrontar son parte de 
nuestras propias elecciones. 


En segundo término -como han dicho otros co- 
legas, compañeros y compañeras-, creo firmemente 
en la separación de Poderes, lo que no implica, co- 
mo dijo la señora Diputada Charlone, que no poda- 
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mos hacer nuestras valoraciones sobre las personas 
que actúan en un lado y en otro; pero tenemos ex- 
periencia histórica reciente de cuando no había esa 
posibilidad y todos los sufrimientos que nos trajo, no 
solo a nosotros, sino al propio pueblo uruguayo. 


En consecuencia, el pronunciamiento a favor del 
desafuero es muy claro; no implica que nos constitu- 
yamos como jueces ni como tribunal de alzada, sino 
dar una posibilidad para que un colega se presente 
ante la J usticia. 


Por último, quiero resaltar que con todo dere- 
cho se ha expresado en Cámara la desaprobación 
hacia quienes expresan o valoran características per- 
sonales del señor Diputado cuyo desafuero se pide. 
Señor Presidente, ¿sabe lo que pasa? Yo no conozco 
al señor Diputado, pero creo -esto es válido para 
cualquier persona- que una cosa es cómo nos mo- 
vemos en el ámbito personal o privado, o cómo po- 
demos establecer los vínculos, y otra es nuestra ca- 
racterística o nuestras condiciones como administra- 
dores. Creo que la cosa va por ahí y no más allá. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CASÁS.- Negativa. 


SEÑOR CASARETTO.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Creo en la separación de Poderes, pero antes 
creo en la Constitución de la República, que en este 
momento da a la Cámara de Representantes la fun- 
ción jurisdiccional. 


Hoy, esta Cámara ha perdido la oportunidad de 
hacer lo que la Constitución dice. La principal prueba 
del error que hoy se está cometiendo es que el par- 
tido de Gobierno no quiso entrar en el fondo del 
asunto. Si hubiese habido ilícitos, delitos o incon- 
ductas, no quepa duda de que habría existido escar- 
nio público. No lo hubo, y el Parlamento estaba hoy 
convocado, a través de esta Cámara, para ejercer 
justicia. 

Felicito al señor Diputado Borsari Brenna porque 
ha definido precisamente los errores y, diría, las 
aberraciones que un Fiscal y un Juez han llevado 
adelante y frente a las cuales un sector de este Par- 
lamento ha hecho silencio. 


No creo en los Jueces ni en los Fiscales impu- 
nes. Vamos a tener que empezar a buscar -y esto no 


significa violentar la separación de Poderes- medidas 
para cuando suceden estas cosas. 


El daño moral que se ha causado a una persona 
no va a poder ser enmendado. 


Además, considero que ha habido una gran do- 
sis de cinismo, y lo digo con muchísimo respeto. Esa 
fundamentación de voto diciendo "respeto", "acep- 
to", "conozco", "respaldo" pero marche preso, y 
sembrar la duda, contiene una gran dosis de cinis- 
mo. Dios es bueno pero el diablo no es tan malo, no 
es una buena estrategia para este Parlamento. 


(Alusión suprimida por disposición del señor 
Presidente) 


(Interrupciones) 


——No estoy aludiendo, señor Presidente. Simple- 
mente, estoy reaccionando cuando no se asumen 
responsabilidades y no se dice que se levanta el 
fuero de un parlamentario porque se tiene sospe- 
chas. Que se diga, lo acepto. Que se diga, lo respe- 
to. Pero que no se diga aquí que la forma de transar 
o de sacarse el lazo de encima no es otra que violar 
la Constitución y no hacer lo que ella establece: que 
esta Cámara cumpla la función jurisdiccional y no 
vuelva a enviar este tema a la Justicia, que -como 
hoy ha sido demostrado- no ha dado las garantías 
del caso. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Negativa, y voy a 
fundar el voto. 


Brevemente, voy a hacer mías las palabras del 
actual Presidente de OSE, ingeniero Carlos Colacce, 
que dice que no tiene ningún elemento que señale 
que Alberto Casas ha cometido algún tipo de irregu- 
laridad. 


SEÑORA CARDOZO.- Afirmativa. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Negativa, 
y voy a fundar el voto. 


El expediente que llegó a la Cámara de Repre- 
sentantes para ser considerado fue desprolijo, mal 
encausado, deficiente y mal leído por el Fiscal y por 
el Juez. El expediente relativo al desafuero del señor 
Diputado Casas enviado a consideración de la Cá- 
mara no da garantías. 


Quien más me preocupa no es el señor Diputa- 
do Casas, sino los ciudadanos que se enfrentan a 
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Jueces y Fiscales como estos, porque no tienen ga- 
rantías, porque no tienen estos debates ni estas 
oportunidades que hemos tenido de ventilar un pé- 
simo expediente judicial y un pésimo procedimiento 
judicial, hecho por un Fiscal y por un Juez que se 
tomaron atribuciones que no tienen, haciendo de- 
claraciones públicas. A esta altura, no puedo recono- 
cer cuál es su tentación. No es la primera vez que 
veo un expediente como este. No es la primera vez 
que veo a un Juez y a un Fiscal como estos. Tengo 
en mi memoria al Fiscal Barrios y al Juez Balcaldi, 
ambos autores de procedimientos similares a estos. 
No me preocupa el señor Diputado Casas; me preo- 
cupan los ciudadanos que se exponen a este tipo de 
juicios y a este tipo de actitudes judiciales sin ningu- 
na garantía. 


No sé si esto se hace para lograr notoriedad 
televisiva, fama dentro del Poder Judicial o por la 
ausencia de condiciones técnicas y de solvencia 
profesional para evaluar una causa como esta. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Negativa, y 
voy a fundar el voto. 


Como han dicho algunos colegas, voto con total 
convicción de que no existe mérito alguno para la 
formación de causa. Lo hago sintiendo la más abso- 
luta responsabilidad de estar dando cumplimiento al 
mandato que la gente me puso por delante. 


No me siento capacitado para juzgar a los cole- 
gas, al resto de los compañeros, por lo que hacen o 
por lo que votan. No me siento Juez ni Fiscal, y creo 
firmemente en la separación de Poderes, pero no 
estoy haciendo otra cosa que dar cumplimiento a lo 
que establece la Constitución de la República: que 
un señor legislador tenga la oportunidad de pronun- 
ciarse a favor o en contra, cuando se dan este tipo 
de situaciones. Si no tuviéramos la oportunidad, si 
no tuviéramos la posibilidad de pronunciarnos y si no 
estuviese establecido en la Constitución de la Repú- 
blica, esta sesión no habría tenido sentido. 


Creo estar dando mis razones sin hacer alusio- 
nes ni contestar un montón de fundamentaciones. 


Tengo la más plena convicción de que mi cole- 
ga, el señor Diputado Alberto Casas, no cometió nin- 
gún delito al frente de la Administración Pública y de 
que es un hombre honesto, de bien, y por ello doy 
mi voto negativo. 


SEÑOR CARAM.- Negativa, y voy a fundar el voto. 


Hemos cumplido con nuestro deber, hemos 
cumplido con nuestra obligación y hemos ejercido un 
derecho. Es curioso. Qué mejor instancia que la vo- 
tación nominal para fundamentar mi voto y decir que 
estoy votando con mi conciencia, solito, convencido 
de que lo que hago es correcto. 


No tengo temor a equivocarme porque sé que 
no lo hago. Además, reitero que cuando ejercemos 
este derecho no estamos haciendo nada que no se 
ajuste a derecho, que no se ajuste a la norma o que 
no sea constitucional. Desde el lugar de cada uno, 
estamos haciendo lo que pensamos que es correcto. 
Cuando ejercemos este derecho, todos estamos ha- 
ciendo lo correcto: pronunciarnos sobre la situación 
de un compañero. 


Creo en Alberto Casas, lo considero una perso- 
na de bien, un buen hombre, lo creo absolutamente 
alejado de todo aquello de lo que fue acusado y, si 
bien no tengo especialización técnica en la materia 
que refiere a estos temas, la abogacía, tengo sentido 
común. Y a mí el sentido común y la lógica me se- 
ñalan que no hay méritos, a partir del expediente 
que recibió este Parlamento, para habilitar el desa- 
fuero a fin de que el señor Diputado Casas sea so- 
metido a la Justicia. Somos nosotros quienes tene- 
mos esa potestad y la ejercemos, cada cual conven- 
cido de lo que entiende correcto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Afirmativa. 


SEÑOR CABRERA.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


He votado negativamente, entre otras cosas, y 
además de las consideraciones jurídicas que no voy 
a hacer pues las han hecho otros compañeros, por- 
que escuché un reportaje al señor Juez en el que 
como fundamento del fallo que había dictado decía 
que no comprendía por qué un ente monopólico rea- 
lizaba publicidad. 


Ese es un razonamiento que el señor Juez pue- 
de hacer en la tranquilidad de su casa, cenando con 
amigos o como ciudadano, pero no lo puede hacer 
en un expediente judicial, porque no trata de lo jurí- 
dico, sino del mérito de la acción de gobierno. Y 
cuando el señor Juez opina sobre la acción de go- 
bierno, no desde el punto de vista de la tipificación 
del delito penal, sino del mérito, de la conveniencia 
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de ella, viola la separación de Poderes; no lo hace 
este Cuerpo, sino el señor Juez. Si el señor Juez 
quiere opinar sobre la acción de gobierno o quiere 
dirigir, debe conseguir 25.000 voluntades en Monte- 
video o participar de los partidos políticos y hacer 
carrera política para asumir responsabilidades en la 
gestión administrativa. Pero cuando a los argumen- 
tos jurídicos -que, insisto, no comparto, pero no los 
repito para no seguir con este debate- se les agre- 
gan elementos de conveniencia y de mérito y un 
Juez cree que puede analizar el mérito y no la juridi- 
cidad de la acción de un político, hay violación de la 
separación de Poderes. 


Gracias. 
SEÑOR BRUNO.- Negativa, y voy a fundar el voto. 


Simplemente manifiesto que mi voto es negati- 
vo a conciencia, porque mi Partido no ha establecido 
ninguna línea partidaria para votar de esta manera. 
Esto debe quedar muy claro, porque creo que un 
asunto de este tipo es de los que deben ser votados 
a conciencia por cada uno de los legisladores. Noso- 
tros estamos convencidos de que lo que está pidien- 
do el Juez está fuera de lugar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BRENTA.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voy a hacer cuatro afirmaciones. 


En primer lugar, voto por la afirmativa porque 
de las intervenciones de mis compañeros, los señores 
Diputados Cánepa y Ortuño, se desprende claramente 
que hay sobrados argumentos jurídicos y de fondo 
para habilitar la solicitud de desafuero en virtud de 
una acusación por delito de fraude continuado en 
reiteración real y dos delitos de abuso de funciones. 


En segundo término, porque tengo confianza en 
el Poder Judicial y no hablo contra el Poder Judicial 
ni recorro Juzgados haciendo denuncias, porque el 
mundo es redondo. Es verdad. 


(Alusión suprimida por disposición del señor 
Presidente) 


——En cuarto término, porque si el ex Senador Enri- 
que Erro, que nació blanco y murió en el Frente Am- 
plio, y que algún periodista calificó como el fiscal de 


la nación, estuviera sentado aquí, en esta bancada, 
sin duda votaría a favor. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Todas las alu- 
siones políticas que se han hecho a lo largo de los 
fundamentos de voto serán revisadas y eliminadas 
de la versión taquigráfica. Tendría que haberlo avi- 
sado antes, pero aprovecho la exposición de algún 
colega amigo para que la oposición no sienta que la 
estamos discriminando. 


Continúese tomando la votación nominal. 
SEÑOR BOTANA.- Negativa, y voy a fundar el voto. 


En esta Cámara y en este Cuerpo todos sabe- 
mos -todos sabemos- que el señor Diputado Casas 
es un hombre de honor y es absolutamente inocente 
de los cargos que se le imputan, y todos sabemos, 
además, que está muy mal fundada la solicitud de 
desafuero hecha por la Justicia. 


La votación, como corresponde, va a tener re- 
sultado negativo. Acá no va a haber desafuero, co- 
mo corresponde, pero creo que la Cámara debería 
reflexionar sobre algún tema. Deberíamos pensar 
cómo tenemos que actuar, porque tengo la sensa- 
ción de que hay legisladores que lejos de hacerlo 
con la Constitución en una mano y la ley en la otra, 
están actuando con el diario en una mano y con una 
encuesta en la otra. Por temor a la opinión pública 
son capaces hasta de torcer la representación de un 
departamento; por temor a la opinión pública son 
hasta capaces de incumplir lo que la Constitución y 
la ley claramente mandan. Yo creo, señores Repre- 
sentantes, que los legisladores tenemos que asumir 
nuestra responsabilidad de ser jueces cuando debe- 
mos juzgar. Yo pregunto: si los fueros son meros 
trámites, ¿para qué están? ¿Para qué existe el insti- 
tuto del fuero si lo que hay que hacer es sencilla- 
mente pasar el tema a la J usticia? 


Por otra parte, para saber si el Juez está ac- 
tuando de la manera debida y no está violentando a 
otro Poder del Estado, para saber si existen motivos 
para la formación de causa, ¿cómo hacemos? Tene- 
mos que estudiar, tenemos que investigar, tenemos 
que evaluar y tenemos que juzgar. O sea, no hay 
otro camino que el de juzgar. 
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(Alusión suprimida por disposición del señor 
Presidente) 


——Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Léase el ar- 
tículo 83 del Reglamento. 


(Se lee:) 


"En el curso de la votación nominal o des- 
pués de la sumaria podrá fundarse el voto, dis- 
poniéndose al efecto hasta de tres minutos. (Ar- 
tículo 153, inciso tercero).- En los fundamentos 
de votos no se admitirán interrupciones ni po- 
drán hacerse aclaraciones o rectificaciones a lo 
expresado por los oradores. La Mesa llamará al 
orden al Representante que, fundando el voto, 
hiciera alusiones personales o políticas, dispo- 
niendo la eliminación de su fundamento de la 
versión taquigráfica". 


——Actuaremos en consecuencia. 

Continúese tomando la votación nominal. 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Negativa. 
SEÑOR BLASI NA.- Afirmativa. 

SEÑORA BIANCHI .- Afirmativa. 
SEÑOR BIANCHI .- Negativa. 


SEÑOR BERNINI.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


En primer lugar, aprovecho el fundamento de 
voto para saludar el brillante informe que, en nom- 
bre de la bancada del Frente Amplio, hizo nuestro 
compañero, el señor Diputado Cánepa, y luego la 
brillante intervención política que hizo nuestro com- 
pañero Diputado Ortuño, con solidez técnica, con 
fundamentos. Si alguna duda quedaba, la pondera- 
ción y la contundencia de los argumentos esgrimidos 
aventaron cualquier tipo de planteo en discrepancia. 


Voto convencido de lo que hago, con la tranqui- 
lidad espiritual de que no obnubila mi ánimo ninguna 
otra cosa que el tema político y la situación plantea- 
da en sí, y siendo fiel a la Constitución de la Repúbli- 
ca. Lo hago también por el bien del propio sistema 
democrático y republicano, en el que la separación 
de Poderes es un aspecto trascendente, a respetar; 
y flaco favor hacemos a la democracia si no lo visua- 
lizamos en esos términos. No es bueno juzgarse en- 


tre pares. Eso es producto de sociedades elitistas y 
de tiempos remotos que las repúblicas logramos re- 
solver. 


A su vez, una máxima, definición de la demo- 
cracia, que yo creo que nos enseñan en la escuela, 
aquello de que todos los ciudadanos somos iguales 
ante la ley, la sabe hasta mi botija, que está en 
quinto de escuela, y es una de las cosas que se im- 
primen con más fuerza como valor democrático. Y yo 
creo que acá estamos defendiendo precisamente 
eso: que todos seamos iguales ante la ley, aun ante 
una Justicia que puede ser considerada, en general, 
con dificultades, porque, en definitiva, desde mi 
punto de vista estaremos cometiendo una terrible 
injusticia si damos un tratamiento diferente al que se 
da a los cientos y cientos de uruguayos que tienen 
que pasar por los Juzgados. Entonces, no creo que 
sea un privilegio que una Cámara haga especial hin- 
capié en algo exclusivamente cuando le toca a uno 
de sus pares, sino que tendríamos que preocuparnos 
por el conjunto de la ciudadanía. 


Por otra parte, también digo honestamente que 
por el propio compañero Diputado Casas he votado 
afirmativamente. ¿Por qué digo esto? Porque yo no 
creo que él pueda resolver ese nivel de exposición 
pública -que entiendo que le duela- si no pasa por 
los Juzgados, porque, objetivamente, los diarios, en 
el día de mañana -es lamentable que sea así, para el 
propio señor Diputado Casas- van a seguir manejan- 
do el tema de que se eludió a la Justicia en este 
sentido. 


(Interrupción del señor Representante Botana) 


——A su vez, voto afirmativamente por el fortaleci- 
miento de este Parlamento y su credibilidad pública. 
¡Flaco favor hacemos al Parlamento si no damos a la 
Justicia la facultad para actuar, dando la sensación 
de que lo que distingue a algunos ciudadanos de 
otros -cuando, claramente, no estamos en el Uru- 
guay de 1973 y aquí no hay una persecución políti- 
ca- es el solo hecho de ser Diputados! 


SEÑOR BENTOS.- Negativa, y voy a fundar el voto. 


Lamento profundamente que un Juez y un Fis- 
cal hayan hecho lo que considero un agravio a la 
clase política, aquí representada, en esta Cámara de 
Diputados, en la persona de nuestro compañero Al- 
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berto Casas, considerado por todos una persona de 
bien e intachable en su conducta. 


SEÑORA BENÍTEZ.- Afirmativa. 


SEÑOR BATALLA.- Afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Nosotros sufrimos una Justicia de hecho, ¡y va- 
ya que nos fue mal! Y añoramos el derecho, añora- 
mos la Justicia en el marco del derecho, esa Justicia 
que ha procesado a gente porque la denunciaron por 
haber carneado una oveja y que procesó a banque- 
ros porque alguien dijo que robaban. Entonces, co- 
mo dicen los muchachos, ¡es lo que hay!, y a ella 
debemos atenernos. 


SEÑORA ARGI MÓN.- Negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Brevemente, quiero, en lo personal, manifestar 
mi solidaridad con el señor legislador Casas. En lo 
profesional, como legisladora, me parece que esta 
reunión fue muy buena, porque tanto el informe de 
la mayoría como el de la minoría mostraron un ex- 
haustivo trabajo de los compañeros que participaron 
en la redacción de los documentos. 


Si hay algo que tengo en claro es que el legisla- 
dor Casas se va absolutamente fortalecido en la no- 
che de hoy. Me parece bueno trasladarlo y que la 
versión taquigráfica, cuando se pueda leer -sobre 
todo por su familia, que tanto ha sufrido en los últi- 
mos tiempos-, permita observar que de un lado y de 
otro, en uno y en otro discurso, no se hizo más que 
reconocer lo que significa la figura del hombre ho- 
nesto en la Administración Pública. 


Desde otra perspectiva, ya finalizando, digo que 
me quedé con lo que se hablaba respecto de los 
fueros parlamentarios, y cada vez más, señor Presi- 
dente, yo respeto una institución como la de los 
fueros parlamentarios, que forman parte de la esen- 
cia de la democracia. Quienes conocemos el origen 
de esa institución sabemos cuál fue el fundamento 
de su existencia. Yo doy por descartado que todos 
quienes estamos acá respetamos la independencia 
de Poderes, porque somos esencialmente demócra- 
tas. De pronto lo pienso yo porque pertenezco a un 
Partido que jamás, aun discrepando, se levantó 
contra las instituciones elegidas democráticamente. 
Lo que quiero decir es que respeto al Poder Judicial 
y su independencia; lo que no respeto es la idonei- 


dad de todos los Jueces. Respetar al Poder Judicial y 
su independencia no significa que todo lo que se di- 
ga en sede judicial sea ajustado a derecho y esté 
bien. De eso sabemos de sobra los legisladores, que 
últimamente vemos cómo ciudadanos y ciudadanas 
peregrinan por las Comisiones parlamentarias por- 
que ya no saben dónde recurrir, para hablar de los 
procedimientos judiciales. 


Así que, señor Presidente, hoy salió reivindicada 
la institución parlamentaria. Si aquí estamos dando 
debates sobre lo que significa el respeto por los Po- 
deres, también es cierto que con expedientes como 
el que se nos dio por parte del Poder Judicial se per- 
dió el respeto al Poder Legislativo, porque ese expe- 
diente era tendencioso en su informe, ostentaba 
falta de procedimientos y mostró falta de seriedad. 
Que no se nos venga a decir que acá al señor Dipu- 
tado Casas se le está habilitando una defensa, por- 
que él ya se defendió por escrito, como corresponde, 
en un procedimiento que no le brindó garantías y 
por eso hoy la bancada del Partido Nacional se pro- 
nunció como se pronunció. 


Señor Presidente: por suerte existen los fueros 
parlamentarios, y hoy siento que se reivindica al Po- 
der Legislativo con la decisión que estamos toman- 
do. 


(Apoyados) 
SEÑOR ARAMBI LLETE.- Afirmativa. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Negativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Hemos estudiado y analizado una solicitud de la 
Justicia porque la Constitución así lo pide. Y estamos 
opinando sobre una solicitud de la Justicia porque la 
Constitución así lo pide. No lo hacemos en todos los 
demás casos porque la Constitución no lo autoriza. 
Es decir: estamos en este Parlamento cumpliendo 
estrictamente con lo que dice la Constitución. 


Yo no tengo por qué decir lo que sentimos to- 
dos -esta Cámara ha sido unánime - sobre la con- 
ducta moral y personal del señor Diputado Casas, 
que es una persona de una conducta intachable. Acá 
no tenemos que juzgar su conducta general; lo que 
tenemos que juzgar es el expediente judicial que lle- 
JÓ a este Parlamento. 
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Señor Presidente: me parece lamentable que 
Fiscales y Jueces dictaminen con la flojedad y la li- 
viandad con que se dictamina sobre la conducta de 
las personas en casos como este. Me consta que en 
toda la situación de OSE hay casos similares en los 
que el Parlamento no ha podido opinar porque no 
son de legisladores. 


Tengo la absoluta convicción y voto con total 
certeza por el no levantamiento de los fueros del se- 
ñor Diputado Casas, porque la actuación judicial me 
parece absolutamente pobre. 


SEÑOR ALONSO.- Negativa, y voy a fundar el voto. 


La primera obligación de quienes integramos 
este Cuerpo es la de ajustar todas nuestras acciones 
a lo que establece la Constitución y a lo que dictami- 
nan las leyes. Digo esto porque podemos estar a fa- 
vor o en contra del fuero parlamentario, podemos 
defenderlo o atacarlo, pero frente a la circunstancia 
a la que nos enfrentamos lo que tenemos que hacer 
es actuar de acuerdo con el marco normativo vi- 
gente. Otra discusión sería la de revisar el sistema 
del fuero parlamentario. 


El sistema vigente establece que el Cuerpo debe 
evaluar si existe o no mérito para que un señor o 
señora que lo integra concurra a la Justicia para ser 
juzgado. El error que no podemos cometer es llevar 
a Cabo una falsa oposición de intereses en la gene- 
ralización de decir que aquellos que están dispuestos 
a habilitar automáticamente los desafueros son los 
que defienden la separación de los Poderes, y que 
solo aquellos que automáticamente habilitan, frente 
al pedido de la Sede, el desafuero de un legislador 
son los que defienden la autonomía del Poder J udi- 
cial. Esa falsa oposición de intereses nos puede in- 
ducir al error de actuar en forma automática y de no 
tomar en cuenta lo que el marco normativo nos obli- 
ga a hacer. 


En todo el debate -ha sido manejado anterior- 
mente por otros colegas- nadie hizo una imputación 
directa sobre la actuación del señor Diputado Casas 
al frente del Directorio de OSE. En el peor de los ca- 
sos escuchamos que alguien dijo que las imputacio- 
nes eran graves, y no más que eso. Creo que esta- 
mos perdiendo olímpicamente -no nosotros, sino 
quienes no acompañan la negativa- la oportunidad 
de obrar de acuerdo con lo que es nuestra convic- 
ción y no por móviles políticos. 


Este tema tiene muy mala prensa. Es de los di- 
fíciles de explicar y de los que muchas veces inducen 
a adoptar posiciones políticas que no siempre van de 
la mano con las convicciones de quienes están vo- 
tando. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Negativa, y voy a 
fundar el voto. 


Hemos votado negativamente, no a partir de la 
convicción de que el señor Diputado Casas es un 
hombre decente -lo que por cierto tenemos para no- 
sotros, y bien firme-; tampoco a partir de la convic- 
ción de los lazos de afecto que nos unen a él -que 
por cierto también los tenemos, y son muchos-, sino 
a partir del convencimiento de que al haber actuado 
de esta manera hemos asumido la responsabilidad 
de cumplir con lo que la Constitución, en una situa- 
ción de estas características, no solo nos acuerda, 
sino que imperativamente establece que debemos 
cumplir. El artículo 114 es inequívoco en cuanto a 
que, planteada una situación de estas característi- 
cas por parte de la Justicia, la Cámara respectiva 
-en este caso, la Cámara de Representantes- debe 
analizar y resolver -"resolverá", dice la Constitu- 
ción- si hay lugar a la formación de causa. Es im- 
perativo. No es una facultad ni una prerrogativa. Es 
una obligación de carácter constitucional a la cual 
no podemos rehuir y que necesariamente tenemos 
que cumplir. 


La mayor o menor naturaleza jurisdiccional del 
acto que la Cámara respectiva emita, como asimismo 
la circunstancia de que se constituya o no una Comi- 
sión -como establecía Jiménez de Aréchaga como 
alternativa- no alcanza como excusa. No puede lle- 
varnos a la conclusión de que esto es meramente un 
pronto despacho, cumplir con un requisito procesal 
para, simplemente, allanar los fueros del legislador 
y habilitar la actuación de la Justicia. No es así, co- 
mo tampoco es cierto que esto implique afectar la 
independencia del Poder Judicial. Ningún Poder del 
Estado puede sentirse agraviado o su independen- 
cia invadida por el hecho de que otro Poder ejerza 
las facultades y cumpla con los cometidos constitu- 
cionales que la norma fundamental le acuerda. En 
todo caso, esto es reivindicar la independencia del 
Poder Legislativo. Entre los Poderes del Estado ri- 
ge el principio de la separación, pero esta no es 
abismal. No es un abismo institucional lo que hay 
entre los distintos Poderes. Vamos a entendernos: 
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la función legislativa es del Poder Legislativo, pero 
también en parte la cumple el Poder Ejecutivo en 
su condición de colegislador. La función jurisdic- 
cional es del Poder Judicial, pero en circunstancias 
como esta está claro que el Poder Legislativo, 
cuando la solicitud recae sobre uno de sus miem- 
bros, debe analizar con sentido de la responsabili- 
dad y llegar a una conclusión objetiva en cuanto a 
si corresponde franquear esta situación y habilitar 
el desafuero. 


Por todo esto, como pocas veces a lo largo de 
estos dos años y tanto que llevamos de la actual Le- 
gislatura, nos vamos con la serenidad de conciencia 
y con la tranquilidad de espíritu de haber cumplido 
con nuestra obligación y, además, con la convicción 
que nos llena de tranquilidad y de satisfacción de 
que la institucionalidad democrática se ha visto rea- 
firmada en la jornada de hoy. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Negativa, y a través 
de estas palabras envío un fuerte abrazo a mi com- 
pañero de Partido, el señor Diputado Alberto Casas. 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Afirmativa. 
Dese cuenta del resultado de la votación. 


(Se lee:) 


"Han votado noventa y tres señores Repre- 
sentantes: cincuenta y dos lo han hecho por la 
afirmativa y cuarenta y uno por la negativa". 


—El resultado es: NEGATIVA. 


Se comunicará a la Suprema Corte de Justicia 
que no se ha hecho lugar a la suspensión de los 
fueros del Representante Nacional Alberto Casas so- 
licitada por Mensaje 23/2007, del 30 de marzo del 
presente año. 


24.- Levantamiento de la sesión. 


SEÑOR ORRICO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Mociono para que se levante la 
sesión. 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y nueve: AFIRMA- 
TIVA. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 23 y 32) 
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